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JUNTA DE ANDALUCÍA
————

Consejería de Empleo, Formación y Trabajo Autónomo
Consejería de Transformación Económica, Industria, Conocimiento y Universidades

————

Delegación Territorial en Sevilla

Convenio o acuerdo: Ayuntamiento de San Juan de Aznalfarache (Personal laboral).
Expediente: 41/01/0081/2021.
Fecha: 9 de julio de 2021.
Asunto: Resolución de inscripción y publicación.
Destinatario: Fernando Zamora Ruiz
Código: 41000412011984.
Visto el acuerdo de modificación del Convenio Colectivo del Excelentísimo Ayuntamiento de San Juan de Aznalfarache  

(Código 41000412011984), fechado el 8 de marzo de 2021.
Visto lo dispuesto en el artículo 90.2 del Real Decreto Legislativo 2/2015 de 23 de octubre (E.T.), por el que se aprueba el Texto 

Refundido del Estatuto de los Trabajadores («Boletín Oficial del Estado» 255, de 24 de octubre de 2015), de acuerdo con el cual, los 
convenios deberán ser presentados ante la autoridad laboral, a los solos efectos de su registro.

Visto lo dispuesto en los artículos 2, 6 y 8 del Real Decreto 713/2010, de 28 de mayo («Boletín Oficial del Estado» 143, de 
12 de junio de 2010), sobre «registro y depósito de convenios colectivos, acuerdos colectivos de trabajo y planes de igualdad», serán 
objeto de inscripción en los registros de convenios y acuerdos colectivos de trabajo y planes de igualdad de las autoridades laborales 
los convenios elaborados conforme a lo establecido en el Título III del Texto Refundido de la Ley del Estatuto de los Trabajadores Real 
Decreto Legislativo 2/2015 de 23 de octubre, sus revisiones, modificaciones y/o prórrogas, acuerdos de comisiones paritarias, acuerdos 
de adhesión a un convenio en vigor, acuerdos de planes de igualdad y otros.

Visto lo dispuesto en los artículos 3, 6 y 8 del Real Decreto 713/2010 de 28 de mayo («Boletín Oficial del Estado» núm. 143 
de 12 de junio), Real Decreto 4043/82 de 29 de diciembre, sobre traspaso de funciones y servicios de la Administración del Estado 
a la Junta de Andalucía en materia de trabajo, Decreto 32/2019, de 5 de febrero y Decreto 26/2020, de 24 de febrero, que regulan la 
organización territorial provincial de la Administración de la Junta de Andalucía, modificando el Decreto 342/2012 de 31 de julio. Es 
competencia de esta Delegación Territorial dictar la presente Resolución de conformidad con lo dispuesto en el Decreto del Presidente 
2/2019 de 21 de enero, de la Vicepresidencia y sobre reestructuración de Consejerías, modificado por Decreto 6/2019 de 11 de febrero, 
en relación con el Decreto 100/2019 de 12 de febrero que regula la estructura orgánica de la Consejería de Empleo, Formación y 
Trabajo Autónomo («Boletín Oficial de la Junta de Andalucía» núm. 31, de 14 de febrero de 2019), modificado por Decreto 115/2020 
de 8 de septiembre («Boletín Oficial de la Junta de Andalucía» núm. 55, de 10 de septiembre de 2020).

Esta Delegación Territorial acuerda:
Primero.—Registrar y ordenar el depósito del Acuerdo de modificación del Convenio Colectivo del Excelentísimo Ayuntamiento 

de San Juan de Aznalfarache (Código 41000412011984), fechado el 8 de marzo de 2021.
Segundo.—Disponer su publicación gratuita en el «Boletín Oficial» de la provincia.
En Sevilla a 9 de julio de 2021.—La Delegada Territorial, María Mar Rull Fernández.

ACTA FINAL DE LA COMISIÓN NEGOCIADORA DEL CONVENIO COLECTIVO DEL PERSONAL LABORAL  
DEL EXCMO. AYUNTAMIENTO DE SAN JUAN DE AZNALFARACHE

Reunidos en San Juan de Aznalfarache, siendo las trece horas y veinticinco minutos del día 8 de marzo de 2021.
Los representante del Ayuntamiento de San Juan de Aznalfarache:
Don Fernando Zamora Ruiz.
Don Fernando J. Pozo Durán.
Los representantes de los trabajadores del Ayuntamiento de San Juan de Aznalfarache:
Doña Pilar García Maldonado.
Don Francisco Suero Alias.
Don Francisco Ignacio Limón.
Doña Carmen Barragán Díaz.
Don Juan Carlos Navarrete Rojas
Doña Asunción de la Maya Llorente.
Don Joaquín Suero Páez.
Don Miguel Ángel Merino Quintero.
Doña Belén Cuesta González.
Ambas partes acuerdan:
I.—Constituir la Comisión Negociadora para modificar el Convenio Colectivo del personal laboral del Excmo. Ayuntamiento 

de San Juan de Aznalfarache.
II.—Ambas partes se reconocen mutua capacidad y legitimación para negociar la precitada modificación del convenio y por 

ello, como interlocutores válidos, de acuerdo con los artículos 87 y 88 del Texto Refundido de la Ley del Estatuto de los Trabajadores, 
aprobado por Real Decreto Legislativo 2/2015, de 23 de octubre.

III.—Designar Presidente de la comisión negociadora a don Fernando J. Pozo Durán y Secretario don Juan Carlos Navarrete Rojas.
IV.—Se acuerda modificar el artículo 29 del convenio colectivo del personal laboral del Excmo. Ayuntamiento de San Juan de 

Aznalfarache, aprobando la siguiente tabla de complemento Específico.
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Grupo funcional administrativo/prestación de servicios públicos  
y promoción de la actividad económica

Grupo/Subgrupo Complemento específico mensual
A-1 17,83 €
A-2 87,45 €
B

C-1 361,69 €
C-2 289,91 €
E 467,67 €

Grupo funcional de oficios, servicios generales y mantenimiento

Puesto Grupo/subgrupo Complemento específico mensual
Encargado General C-2 787,49 €
Supervisor de Servicios C-2 623,60 €
Oficial de 1.ª C-2 457,98 €
Oficial de 2.ª C-2 444,21 €
Oficial de 3.ª C-2 421,36 €
Peón Subalterno E 467,67 €

Y en prueba de conformidad de cuanto antecede, firman la presente acta en el lugar y fecha arriba indicados.
Fernando J. Pozo Durán. (Firma ilegible.)		 Fernando Zamora Ruiz. (Firma ilegible.)
Pilar García Maldonado. (Firma ilegible.)		 Francisco Suero Alias. (Firma ilegible.)
Carmen Barragán Díaz. (Firma ilegible.)		  Joaquín Suero Páez. (Firma ilegible.)
Miguel Ángel Merino Quintero. (Firma ilegible.)	 Francisco Ignacio Limón. (Firma ilegible.)
Asunción de la Maya Llorente. (Firma ilegible.)	  Juan Carlos Navarrete Rojas. (Firma ilegible.)
Belén Cuesta González. (Firma ilegible.)

4W-6496
————

Delegación Territorial en Sevilla

Convenio o acuerdo: Andaluza de Ambulancias, S.L.
Expediente: 41/01/0059/2021.
Fecha: 19 de julio de 2021.
Asunto: Resolución de inscripción y publicación.
Destinatario: Jesús María Bejarano Moreno.
Código: 41101090012021.
Visto el Convenio Colectivo de la Empresa Andaluza de Ambulancias, S.L. (Código 41101090012021), suscrito por la referida 

entidad y la representación legal de los trabajadores, con vigencia desde el 1 de septiembre de 2020 a 31 de diciembre de 2025.
Visto lo dispuesto en el artículo 90.2 del Real Decreto Legislativo 2/2015 de 23 de octubre (E.T.), por el que se aprueba el Texto 

Refundido del Estatuto de los Trabajadores («Boletín Oficial del Estado» 255, de 24 de octubre de 2015), de acuerdo con el cual, los 
convenios deberán ser presentados ante la autoridad laboral, a los solos efectos de su registro.

Visto lo dispuesto en los artículos 2, 6 y 8 del Real Decreto 713/2010, de 28 de mayo («Boletín Oficial del Estado» 143, de 
12/06/2010), sobre «registro y depósito de convenios colectivos, acuerdos colectivos de trabajo y planes de igualdad», serán objeto 
de inscripción en los registros de convenios y acuerdos colectivos de trabajo y planes de igualdad de las autoridades laborales los 
convenios elaborados conforme a lo establecido en el Título III del Texto Refundido de la Ley del Estatuto de los Trabajadores Real 
Decreto Legislativo 2/2015 de 23 de octubre, sus revisiones, modificaciones y/o prórrogas, acuerdos de comisiones paritarias, acuerdos 
de adhesión a un convenio en vigor, acuerdos de planes de igualdad y otros.

Visto lo dispuesto en los artículos 3, 6 y 8 del Real Decreto 713/2010 de 28 de mayo («Boletín Oficial del Estado» núm. 143 
de 12 de junio), Real Decreto 4043/82 de 29 de diciembre, sobre traspaso de funciones y servicios de la Administración del Estado 
a la Junta de Andalucía en materia de trabajo, Decreto 32/2019, de 5 de febrero y Decreto 26/2020, de 24 de febrero, que regulan la 
organización territorial provincial de la Administración de la Junta de Andalucía, modificando el Decreto 342/2012 de 31 de julio. Es 
competencia de esta Delegación Territorial dictar la presente resolución de conformidad con lo dispuesto en el Decreto del Presidente 
2/2019 de 21 de enero, de la Vicepresidencia y sobre reestructuración de Consejerías, modificado por Decreto 6/2019 de 11 de febrero, 
en relación con el Decreto 100/2019 de 12 de febrero que regula la estructura orgánica de la Consejería de Empleo, Formación y 
Trabajo Autónomo («Boletín Oficial de la Junta de Andalucía» núm. 31, de 14/02/2019), modificado por Decreto 115/2020 de 8 de 
septiembre («Boletín Oficial de la Junta de Andalucía» núm. 55, de 10 de septiembre de 2020).

Esta Delegación Territorial acuerda:
Primero.—Registrar y ordenar el depósito del Convenio Colectivo de la Empresa Andaluza de Ambulancias, S.L. (Código 

41101090012021), suscrito por la referida entidad y la representación legal de los trabajadores, con vigencia desde el 1 de septiembre 
de 2020 a 31 de diciembre de 2025.

Segundo.—Disponer su publicación gratuita en el «Boletín Oficial» de la provincia.
En Sevilla a 19 de julio de 2021.—La Delegada Territorial, María Mar Rull Fernández.
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I CONVENIO COLECTIVO DE LA EMPRESA ANDALUZA DE AMBULANCIAS, S.L.

Preámbulo:
Son firmantes del presente Convenio la dirección de la empresa Andaluza de Ambulancias, S.L. y el Delegado de Personal de 

la misma que ostenta la representación legal de los trabajadores/as.
Ambas partes se reconocen mutuamente legitimación y capacidad suficiente para negociar y suscribir el presente Convenio, al 

amparo de lo previsto en el artículo 87 del Real Decreto-Legislativo 1/1995, de 24 de marzo, por el que se aprueba el Texto Refundido 
de la Ley del Estatuto de los Trabajadores.

El mismo ha sido negociado entre la Empresa Andaluza de Ambulancias, S.L., y la representación de los trabajadores, con la 
plena voluntad concurrente de mejorar las condiciones laborales en el trabajo y de buscar el consenso, la claridad de los conceptos 
y un equilibrio entre las partes de forma que todos estemos en el mismo proyecto y con la misma vocación de querer ir en la misma 
dirección del buen trabajo, la calidad del servicio, como hasta ahora se ha estado haciendo, y buscar como no puede ser de otra forma, 
el bienestar de los pacientes y de los trabajadores.

Todos hemos sido conscientes, que hace varios años se pactaron las condiciones existentes, que fueron válidas y validadas 
en ese momento y que han perdurado unos años, pero quizá sea el momento de un cambio de forma que ambas partes, trabajadores y 
personal, se sienten de forma sincera y abierta en la negociación de las condiciones, siendo ambas partes conscientes de los momentos 
en los que vivimos y de la realidad de la empresa.

De la negociación y del consenso surge este primer convenio de empresa con ánimo de ser viable a largo plazo y que ambas 
partes lo puedan desarrollar en la medida de lo posible para ir adaptándose a los tiempos que vienen.

Capítulo I
Disposiciones generales

Artículo 1.  Ámbito funcional.
Las disposiciones del presente Convenio serán de aplicación a los trabajadores/as de la empresa Andaluza de Ambulancias, S.L.
El presente Convenio será de aplicación a todos los trabajadores/as que presten sus servicios en la empresa, cualquiera que 

sea su categoría profesional, con la única excepción de los altos cargos a los que se refiera el artículo 2 del Real Decreto Legislativo 
1/1995, de 24 de marzo.

Artículo 2.  Ámbito territorial.
El presente Convenio será de aplicación para las actividades que se realicen dentro del ámbito de la provincia de Sevilla.
Artículo 3.  Vigencia.
El presente convenio entrará en vigor a todos sus efectos el día 1 de septiembre de 2020 y finalizará su vigencia el 31 de 

diciembre de 2025.
Artículo 4.  Denuncia del Convenio.
El presente Convenio quedará automáticamente denunciado a su finalización.
No obstante, lo anterior, y para evitar el vacío normativo que en otro caso produciría una vez terminada su vigencia inicial, o 

la de cualquiera de sus prórrogas, continuará rigiendo en su totalidad, tanto en su contenido normativo como en el obligacional, hasta 
que sea sustituido por otro.

Artículo 5.  Prelación de normas.
Dadas las peculiaridades que concurren en el ámbito a que se refiere este Convenio, lo acordado por las partes regula con 

carácter general las relaciones entre la empresa y sus trabajadores/as en todas las materias comprendidas en su contenido, incluso 
aquellas cuya regulación se pacta de forma diferente a la que contempla la normativa general aplicable.

En todo lo que no se halle previsto en este Convenio se aplicará el Convenio Regional y/o la normativa laboral vigente.
Artículo 6.  Compensación y absorción.
Las mejoras económicas globales contenidas en este Convenio compensarán y absorberán las vigentes en la empresa que sean 

superiores a las aquí pactadas.
Artículo 7.  Vinculación a la totalidad.
Las condiciones pactadas en este Convenio forman un todo orgánico e indivisible y, a efectos de su aplicación práctica, serán 

consideradas globalmente. En el supuesto de que la autoridad administrativa o judicial competente, haciendo uso de sus facultades, 
no homologara alguno de sus artículos o parte de su contenido, el presente Convenio quedará nulo y sin eficacia alguna, debiendo 
procederse a la reconsideración de su total contenido, salvo que el contenido de dicho artículo o artículos no tenga un contenido 
económico, en tal caso, se revisarán sólo los artículos rechazados.

Artículo 8.  Garantía personal.
Todas las condiciones económicas y de cualquier índole contenidas en el presente convenio, tienen la consideración de 

mínimas, por lo tanto, los pactos, cláusulas y condiciones vigentes en cualquier contrato considerados globalmente y que en el cómputo 
anual impliquen condiciones más beneficiosas para el trabajador/a o grupo de trabajadores/as, en relación con las que se establecen, 
subsistirán como garantía personal de quienes vengan gozando de las mismas.

Artículo 9.  Subrogación del contrato con la Administración y empresas privadas.
Cuando otra empresa pierda la adjudicación de los servicios concertados mediante concurso público de gestión de servicios 

públicos, por resolución o terminación del contrato con la Administración, o terminación de contrato con entidades privadas, y no 
decida asumir la plantilla conforme al Apdo. E), por mantener actividad suficiente para garantizar la ocupación efectiva de la plantilla 
asumida, si Andaluza de Ambulancias, S.L. resulta nueva adjudicataria o contratista, estará obligada a subrogarse en los contratos 
laborales de los trabajadores/as que venían prestando ese servicio, respetando en todo caso la modalidad de contratación de los mismos, 
y los derechos y obligaciones que hayan disfrutado en los seis meses anteriores a la adjudicación en la empresa sustituida, siempre y 
cuando éstos provengan de pactos y acuerdos lícitos que se pongan en su conocimiento, debiendo aportarlos a la empresa adjudicataria, 
junto con la documentación pertinente:
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Si entre el cese de la empresa que venía prestando el servicio y la adjudicación definitiva del mismo entrara de forma provisional 
Andaluza de Ambulancias, S.L., a prestar el servicio, ésta también estará obligada a la subrogación del personal en los términos 
regulados en este artículo con independencia del tiempo de duración del mismo.

La subrogación se producirá, siempre que las partes cumplan los requisitos formales establecidos en este artículo del convenio, 
por la finalización, pérdida, rescisión, cesión de la empresa adjudicataria entre personas físicas o jurídicas que lleven a cabo la actividad, 
respetándose por Andaluza de Ambulancias, S.L. entrante los derechos y obligaciones que venían disfrutando con la empresa sustituida. 
En el término «empresa» se encuentran expresamente incluidas las Uniones Temporales de Empresa (UTE), legalmente constituidas 
para contratar con la Administración.

A)	 Dicha subrogación de personal se producirá única y exclusivamente con respecto a los siguientes trabajadores/as:
1.	 Personal en activo, con una antigüedad mínima en el servicio objeto del contrato de los últimos seis meses anteriores al 

inicio del servicio por la empresa adjudicataria, sea cual fuere la modalidad de su contrato de trabajo, con independencia de que, con 
anterioridad al citado período de seis meses, hubieran trabajado en otra actividad. Se utilizará el contrato de obra y servicio para cubrir las 
necesidades de contratación del periodo exento de la obligación de subrogar, excepto en los casos que proceda el contrato de interinidad.

2.	 Personal con derecho a reserva de puesto de trabajo, que en el momento del inicio del servicio por la empresa adjudicataria 
tengan una antigüedad mínima de seis meses en la misma y se encuentren enfermos, accidentados, en excedencia, vacaciones, permiso, 
descanso semanal, descanso maternal.

3.	 Personal de nuevo ingreso que por exigencias del cliente se hayan incorporado a la actividad como consecuencia de una 
ampliación, en los seis meses anteriores a la nueva adjudicación de aquella.

4.	 Personal con contrato de interinidad que sustituyan a alguno de los trabajadores/as mencionados en el apartado 2, con 
independencia de su antigüedad y mientras dure su contrato.

5.	 Personal que sustituyan a otros que se jubilen, habiendo cumplido sesenta y cuatro años dentro de los seis últimos meses 
anteriores al inicio del servicio por la empresa adjudicataria y tengan una antigüedad mínima en la misma de los seis meses anteriores 
a la jubilación, en los términos y condiciones del Real Decreto 1194/1985, de 17 de julio.

6.	 No obstante lo anterior, quedan excluidos de la aplicación de la presente cláusula de subrogación aquellos empleados/as 
que sean directivos de la empresa cesante, así como aquellos unidos por vínculos de consanguinidad y afinidad, salvo que acrediten la 
existencia de relación contractual.

B)	 Todos los supuestos anteriormente contemplados se deberán acreditar fehaciente y documentalmente por la empresa 
cesante a la adjudicataria, a su plantilla, y a los representantes de éstos, mediante los documentos que se detallan en el apartado I, en 
el plazo de quince días hábiles, contados desde que la empresa adjudicataria se lo requiera fehacientemente a la empresa cesionaria, 
siempre y cuando se trate de documentos que ya se hayan emitido o que se debieran haber emitido.

A los efectos de la acreditación entre la empresa cesante y la empresa adjudicataria se aclara que se considerarán medios 
fehacientes de comunicación los siguientes:

Envío de la documentación por conducto notarial, mediante burofax, telegrama o método equivalente que deje constancia 
del contenido.

C)	 El personal que no hubiese disfrutado de sus vacaciones reglamentarias al producirse la subrogación las disfrutarán con 
la nueva adjudicataria del servicio, que sólo abonará la parte proporcional del período que a ella corresponda, ya que el abono del otro 
período corresponde a la empresa cesante, que deberá efectuarlo en la correspondiente liquidación.

D)	 Por acuerdo mutuo de la cesante y trabajador/a, podrá este/a permanecer en la antigua empresa adjudicataria. En este 
caso, la cesante no podrá ceder a ningún otro trabajador/a que no prestara su trabajo en la actividad objeto del contrato, si la 
cesionaria no lo aceptara.

E)	 En caso de que la comunicación no se produzca en el indefectible plazo marcado se entenderá que la empresa cesante opta 
por la asunción de dicho personal laboral, ocurriendo lo mismo para aquellos datos y/o relación de personal que se comunique con 
posterioridad al plazo establecido.

F)	 La subrogación efectiva se producirá en el momento en el que la nueva adjudicataria comience a prestar servicios y no 
antes, siendo la relación laboral anterior a tal momento de la exclusiva responsabilidad de la cesante.

G)	 La empresa cesante responderá de las consecuencias derivadas de la falsedad o inexactitud manifiesta que la información 
facilitada pueda producir a la empresa adjudicataria, sin prejuicio de la reversión a la misma del personal indebidamente subrogados.

H)	 Los miembros de Comité de Empresa, los Delegados de Personal y los Delegados Sindicales podrán optar, en todo caso, 
entre permanecer en su empresa o subrogarse en la empresa adjudicataria, salvo en el supuesto que hubiera sido contratado expresamente 
por obra o servicio determinado para el centro afectado por la subrogación, o que la subrogación afecte a la totalidad de la plantilla.

I)	 La empresa cesante deberá facilitar a la nueva adjudicataria los siguientes documentos:
—	� Certificación en la que deberán constar la parte de la plantilla afectada por la subrogación, con nombres y apellidos, fecha 

de nacimiento, estado civil, documento nacional de identidad, número de afiliación a la Seguridad Social, número de 
teléfono en el caso de que haya sido facilitado voluntariamente por el trabajador/a, número de hijos/as, naturaleza de los 
contratos de trabajo, y categoría profesional (según la clasificación de este Convenio.)

—	� Original o fotocopia compulsada de los seis últimos recibos de salarios de la plantilla afectada.
—	� Fotocopia compulsada de los TC-1 y TC-2 de cotización a la Seguridad Social de los seis últimos meses, o los 

correspondientes documentos o soportes que legalmente lo sustituyan.
—	� Relación de personal, especificando: Nombre y apellidos, número de afiliación a la Seguridad Social, número de teléfono 

en el caso que haya sido facilitado voluntariamente por el trabajador/a, antigüedad, categoría profesional, jornada, 
horario, modalidad de contratación y fecha del disfrute de sus vacaciones. Si el trabajador/a es representante legal de los 
trabajadores, se especificará el período de mandato del mismo.

—	� Fotocopia compulsada de los contratos de trabajo del personal afectado por la subrogación.
—	� Original y fotocopia compulsada de los títulos habilitantes para el desempeño de su puesto laboral.
—	� Copia de documentos debidamente diligenciados por cada trabajador/a afectado/a, en los que se haga constar que este/a ha 

recibido de la empresa cesante su liquidación de partes proporcionales, no quedando pendiente cantidad alguna.
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Estos documentos deberán estar en poder de la nueva adjudicataria de forma fehaciente, en el plazo de 15 días hábiles contados 
desde que la empresa adjudicataria se lo requiera fehacientemente a la empresa cesionaria, o desde el momento que se emitan o se 
debieran haber emitido.

No harán falta las compulsas, si la empresa adjudicataria acepta expresamente la validez de las copias debidamente selladas 
y firmadas por la empresa saliente. A tal efecto, la empresa adjudicataria designará a una persona encargada de la verificación de 
originales y copias. Si la empresa adjudicataria, posteriormente, reclamara la aportación de las copias compulsadas, la empresa saliente, 
dispondrá, a partir de la reclamación de la empresa adjudicataria efectuada dentro del plazo establecido, de 15 días para su presentación.

Con igual sentido de simplificación del proceso y con los mismos requisitos de aceptación y comprobación, la entrega de los 
recibos salariales podrá ser sustituidos por la entrega de listados de los mismos periodos a acreditar en los que figuren los mismos datos 
de la nómina.

j)	 La empresa adjudicataria habrá de indemnizar a la empresa cesante, por los gastos de formación del personal, realizados 
durante el contrato extinguido y que sean debidamente acreditados cuando estén relacionados con la acreditación o titulación exigida 
por la administración para la prestación del servicio.

Artículo 10.  Comisión Paritaria.
Se constituye una Comisión Paritaria para la interpretación, arbitraje, conciliación y vigencia del Convenio.
Estará compuesta, en consonancia con lo establecido en el vigente artículo 85.3.e del Estatuto de los Trabajadores por las partes 

negociadoras del presente Convenio por el delegado de personal y el representante de la empresa.
En las reuniones se aceptará la presencia de asesores/as de las respectivas representaciones, con voz, pero sin voto.
Ambas partes convienen expresamente que cualquier duda o divergencia que pueda surgir sobre la interpretación o aplicación 

de este Convenio que tenga carácter de conflicto colectivo será sometida previamente a informe de la Comisión antes de entablar 
cualquier reclamación contenciosa o administrativa.

La Comisión paritaria, se reunirá cuando sea convocada al efecto por cualquiera de las partes con un máximo de diez días 
hábiles de antelación, y sus acuerdos requerirán unanimidad, dado el número de miembros que componen la misma.

Los asesores/as serán convocados por carta certificada en primera y en segunda convocatoria, con antelación mínima de quince 
días de la celebración de la reunión ordinaria.

Caso de no llegar a un acuerdo en la cuestión o cuestiones debatidas se someterán éstas al SERCLA.
Las reuniones extraordinarias podrán ser convocadas por cualquiera de las partes, tanto de la representación social como de la 

empresarial.

Capítulo II
Jornada laboral y vacaciones

Artículo 11.  Jornada laboral ordinaria.
A)	 Jornada laboral:
La jornada ordinaria de trabajo para todo el personal será de cuarenta horas de trabajo a la semana o la legal que en cada 

momento exista.
La jornada ordinaria de trabajo para todo el personal será de cuarenta horas semanales y de 1.800 horas/año de trabajo efectivo, 

que se computaran como ciento sesenta horas cuatrisemanales de trabajo efectivo, más ochenta horas de presencia en el mismo periodo. 
Esta jornada de 1.800 será de obligado cumplimiento salvo para los permisos retribuidos así establecidos.

Tiempo de trabajo efectivo: Es aquel en el que el trabajador/a se encuentre a disposición del empresario o en el ejercicio de 
su actividad, realizando las funciones propias de la conducción del vehículo o medio de transporte u otros trabajos durante el tiempo 
de circulación de los mismos, o trabajos auxiliares que se efectúen en relación con el vehículo o medio de transporte, sus pasajeros 
o su carga.

Tiempo de presencia: Es aquel en el que el trabajador/a se encuentre a disposición del empresario sin prestar trabajo efectivo, 
por razones de espera, expectativas, servicios de guardia, viajes sin servicio, averías, comidas en ruta u otras similares.

La jornada máxima diaria no deberá superar las nueve horas de trabajo efectivo, ni menos de seis horas, a efectos de pago de 
horas extraordinarias, exceptuándose los servicios de largo recorrido que no pueden interrumpirse; de forma que en éstos el trabajador/a 
descansará la jornada laboral inmediata, las horas sobrepasadas.

En todo caso, las horas extraordinarias podrán ser compensadas por la empresa con tiempo de descanso equivalente a razón de 
que por cada hora extraordinaria trabajada haya una hora de descanso siempre que el trabajador/a esté de acuerdo, aunque ambas partes 
reconocen que no debe de haber horas extraordinarias salvo cuestiones muy específicas ya que los turnos establecidos así lo consideran.

El descanso mínimo entre jornada y jornada será de doce horas.
La empresa está facultada para organizar el trabajo de acuerdo a las necesidades del servicio, pudiendo establecer los 

correspondientes turnos entre el personal para asegurar la atención preventiva y real, desde las cero a las veinticuatro horas, durante 
trescientos sesenta y cinco días al año.

Dichos turnos serán rotativos o fijos, de cualquier forma, la empresa recabará las preferencias de los trabajadores/as para poder 
establecer los turnos y horarios que mejor se puedan adaptar, debiendo organizar los turnos conforme a dichas manifestaciones en la 
medida de lo posible.

Especialidad a la denominada jornada de urgencias o guardias:
Dadas las características de la actividad desarrollada por Andaluza de Ambulancias, S.L. esto es de transporte sanitario y en 

algunos casos de los servicios socio sanitarios, el cómputo de jornada en los servicios podrá ser diferente, sin que ésta pueda nunca 
exceder del máximo establecido. Los cuadrantes correspondientes a esta jornada deberán ser consensuados entre los representantes de 
los trabajadores y la empresa, para que se garanticen el descanso legalmente establecido.
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B)	 Dispositivo de localización:
La empresa podrá ofertar a los trabajadores/as que estimen oportuno, la posibilidad de permanecer a disposición de la empresa 

mediante un dispositivo de localización en las condiciones que se detallan a continuación:
1.	 Sólo será aplicable a los trabajadores/as que, por razones del servicio, deban permanecer disponibles y localizados desde 

las cero a las veinticuatro horas, mediante el medio técnico de localización correspondiente, que será facilitado por la empresa, para 
acudir a aquellos servicios no programados que surjan.

2.	 La aceptación de esta oferta por el trabajador/a en plantilla, deberá ser voluntaria, sin que su negativa le pueda acarrear 
cambio alguno en sus condiciones de trabajo, ni movilidad de ningún tipo. Si el trabajador/a que acepte el dispositivo de localización, 
quiere posteriormente renunciar a este sistema de trabajo, deberá comunicarlo a la empresa por escrito con un mes de antelación, 
volviendo a sus anteriores condiciones de trabajo.

3.	 No obstante lo dispuesto en el apartado 2, podrá realizarse contratación específica para la realización de este dispositivo de 
localización, entendiéndose que este dispositivo de localización se utilizará para acudir a aquellos servicios no programados que surjan.

4.	 El límite máximo que un trabajador/a podrá estar en esta situación será de cinco días seguidos, garantizándose dos días de 
descanso consecutivos nada más finalizar el servicio, sin que puedan ser cambiados o compensados.

5.	 El dispositivo de localización no podrá estar activado a efectos de cómputo de trabajo efectivo, en relación con cada 
trabajador/a, más de seis horas de media diaria, calculadas en el periodo de cinco días. Durante el dispositivo de localización y a efectos 
de trabajo efectivo, este se contabilizará desde el momento en que se llame al trabajador/a para prestar un servicio hasta el momento en 
que el trabajador/a regrese a la base.

6.	 La prestación por parte de un trabajador/a del dispositivo de localización, durante cinco días consecutivos, implica la 
finalización, por parte de este, de su jornada laboral semanal.

7.	 Como compensación a la disponibilidad desde las 00:00 a las 24.00 horas, el trabajador/a que acepte este sistema de 
trabajo, además del sueldo correspondiente (Salario base, Plus convenio y complemento personal) se le abonará, en concepto de 
dispositivo de localización la cantidad de 45 euros diarios. Este complemento salarial no consolidable, retribuye la aceptación expresa 
por parte del trabajador/a del dispositivo de localización.

8.	 La empresa facilitará un parte, con el fin de que el trabajador/a registre la actividad desarrollada durante el dispositivo, en 
el que expresamente figure, las activaciones realizadas semanalmente, así como la fecha y tiempos de activación y retorno a la base, en 
cada uno de los servicios. De cada uno de estos partes, el trabajador/a guardará una copia debidamente sellada por la empresa.

C)	 Descanso semanal:
La empresa podrá programar los descansos de los trabajadores/ as según los turnos antes citados; se intentará facilitar en una 

semana dos días de descanso consecutivos y en los siguientes dos días alternos o consecutivos, o viceversa, no necesariamente un 
domingo o festivo.

Se procurará que tales domingos o festivos sean rotativos para todo el personal.
Artículo 12.  Horas de presencia y guardias.
Dadas las especiales características que concurren en la actividad desarrollada por Andaluza de Ambulancias, S.L. y como 

consecuencia de la permanente disponibilidad del personal de movimiento para atender los servicios lo que conlleva la existencia de 
las horas de presencia establecidas en el artículo 11 del presente Convenio, éstas no pueden tener la consideración de tiempo de trabajo 
efectivo y, por tanto, no son computables, según establece expresamente el Real Decreto 1561/1995, de 21 de septiembre.

En este caso se establece que habrá guardias de 12 horas para cubrir los turnos de noche y guardias de 24 horas para los fines 
de semana y festivos, tal como hasta ahora se han venido realizando. Los importes para las citadas guardias serán de 70 € las de doce 
horas y 120 € las de veinticuatro horas para toda la vigencia del convenio.

Salvo el personal que tenga turno establecido de forma habitual de noche o de fines de semana en cuyo caso se establecerá que 
las horas ordinarias están dentro de ese cómputo de horas y las restantes horas se consideran de guardias, computándose sólo en estos 
casos la parte proporcional según las horas trabajadas abonándose estas según corresponda.

Artículo 13.  Horas extraordinarias.
Tendrán tal consideración las horas de trabajo efectivo que superen la jornada ordinaria y se abonarán con un recargo del 

75 por 100 sobre el precio que resulta para la hora ordinaria o de presencia de la aplicación de la fórmula que a continuación se expresa.
El valor de la hora ordinaria será según la siguiente fórmula:

(Salario base + Plus convenio + Complemento personal) x 14
———————————————————————————

1.800 horas.
Artículo 14.  Vacaciones.
Los trabajadores/as afectados por el presente convenio tendrán derecho al disfrute de un período anual de treinta días naturales 

de vacaciones retribuidas, con arreglo al Salario Base, más Plus convenio más el Complemento Personal.
A efectos del disfrute del período de vacaciones, la empresa negociará con la representación legal de los trabajadores/as los 

correspondientes turnos, pudiendo partir las vacaciones en dos períodos, a fin de que más trabajadores/as disfruten la quincena estival.
Estos turnos se harán según el calendario anual, según las prestaciones del servicio, y rotativo según criterio que convengan a 

ambas partes, comenzando la rotación por los más antiguos.
Artículo 15.  Asignación de servicios.
Por obvias razones de seguridad, los conductores/as que hayan cumplido servicios diurnos, quedarán excluidos de realizar 

seguidamente servicios nocturnos, y a la inversa, los conductores/as que hayan efectuado servicios nocturnos no podrán llevar a cabo, 
a continuación, servicios diurnos.

En todo caso se respetará el descanso previsto en el presente Convenio.
Artículo 16.  Cuadro de horarios y calendario laboral.
Los cuadros de horarios fijos de organización de los servicios se pondrán en conocimiento del personal con cinco días de 

antelación de su vigencia en los de carácter mensual, tres días en los quincenales, dos días en los semanales y en los diarios, dos horas 
antes de la terminación de la jornada anterior.
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El calendario laboral al que se refiere el apartado sexto del artículo 34 del Estatuto de los Trabajadores comprenderá el horario 
de trabajo y la distribución anual de los días de trabajo, festivos, descansos semanales, vacaciones y todos los días inhábiles del año. 
Dichos calendarios serán negociados con los representantes de los trabajadores/as de la empresa.

Estos calendarios serán expuestos en el tablón de anuncios y en sitios visibles de fácil acceso al centro de trabajo.
Artículo 17.  Movilidad funcional.
Además de los supuestos contemplados en la Ley, se autoriza expresamente la movilidad funcional para aquellos trabajadores/

as que, por padecer algún tipo de enfermedad que le inhabilite para el desarrollo de su puesto de trabajo, sin que pueda, por cualquier 
motivo, obtener la incapacidad laboral, pueda ser acoplado a cualquier otro puesto de trabajo de los existentes en la empresa. Para 
dichos casos será preciso el informe médico que declare si es apto/a o no para realizar los trabajos específicos de su categoría. Dicho 
informe será comunicado a los representantes legales, siempre que no haya oposición del trabajador/a, debiendo incorporarse a su 
nuevo puesto en el plazo improrrogable de tres días. El cambio de puesto no conllevará cambio de categoría profesional, conservando 
su salario base y complementos salariales durante los seis meses siguientes a su incorporación, una vez el cual, si persistiera en el 
puesto de trabajo, pasaría a percibir las retribuciones correspondientes a esta categoría.

Artículo 18.  Cambio de turno.
La empresa permitirá el cambio de turno entre los trabajadores / as, sin discriminación alguna, y dando comunicación la 

empresa, con al menos cuarenta y ocho horas de antelación con las propias limitaciones establecidas en dicho convenio en relación 
con las jornadas.

Capítulo III
Retribuciones

Artículo 19.  Salario.
El salario para las distintas categorías profesionales del Convenio será el que se detalla en las tablas recogidas en el Anexo I.
Artículo 20.  Complemento personal.
El concepto de plus de antigüedad pasa a denominarse Complemento Personal y se establece de la siguiente forma:
—	 Cumplidos los cinco años de permanencia, un Plus de 50 euros al mes.
Artículo 21.  Gratificaciones extraordinarias.
Las gratificaciones extraordinarias de julio y Navidad, a todo el personal, se aplicarán en los propios términos y condiciones que 

venían rigiendo para la empresa y su cuantía se basará tomando en consideración el salario base del presente Convenio, más plus convenio.
Dichas gratificaciones se abonarán en la primera semana de julio y diciembre, respectivamente. Los trabajadores/as que no 

lleven trabajando un año las percibirán a prorrata del tiempo trabajado, computándose este siempre en días naturales.
Artículo 22.  Dietas.
Cuando el trabajador/a, por causa del servicio, esté en un desplazamiento fuera de la localidad, tendrá derecho a una dieta 

consistente en el pago del gasto directamente por la empresa, debidamente justificado por el trabajador/a y con el límite de 12,00 € por 
comida. En los servicios que se presten fuera del territorio nacional serán gastos a justificar.

Artículo 23.  Plus convenio.
Todos los trabajadores/as percibirán mensualmente un Plus Convenio, que compensa las condiciones especiales de la 

conducción urgente y el esmero en los cuidados de higiene y protección personales con enfermos especiales, pacientes o personas que 
tratemos según lo establecido en las tablas recogidas en el Anexo I del presente Convenio.

Artículo 24.  Cláusula de descuelgue.
En el caso de que por razones económico-financieras la empresa no pudiese hacer frente a los conceptos salariales pactados en 

el presente Convenio Colectivo, la empresa deberá acreditar de forma objetiva y fehaciente las causas por las que el referido convenio 
cuestiona la viabilidad de la misma.

Para poder acogerse al descuelgue durante el año o ejercicio correspondiente, la empresa deberá comunicar su intención, al 
representante o representantes de los trabajadores.

A la solicitud la empresa deberá acompañar la siguiente documentación:
—	� Memoria e informe económico específico de los dos últimos ejercicios en donde se aprecie y refleje el resultado negativo 

habido.
—	� Si la empresa contara con más de 50 trabajadores, Informe de Auditoría Externa sobre la situación económico-contable de 

la empresa, al menos del último ejercicio económico.
La Comisión Paritaria del Convenio Colectivo deberá estudiar cuantas solicitudes de descuelgue le sean presentadas y para ello 

tendrán las atribuciones siguientes:
—	� Los miembros de la Comisión Paritaria encargados del estudio de la solicitud o, en su caso los técnicos que ella designe 

deberán tener acceso a toda la documentación jurídico-económica y contable necesaria para analizar y comprobar la 
solicitud formulada y sus informes de situación.

—	� Los miembros de la Comisión Paritaria, así como los técnicos que la pudieren asesorar, están obligados a mantener la 
máxima reserva y confidencialidad en relación con la información conocida y los datos a los que tengan acceso, como 
consecuencia de dichos procedimientos.

La Comisión Paritaria deberá emitir su resolución en el plazo máximo de un mes a contar desde la fecha de recepción de 
la solicitud. En caso de desestimarse la petición de descuelgue o inaplicabilidad del incremento salarial, la empresa, dentro de la 
semana siguiente a la notificación de la resolución de la Comisión Paritaria, podrá recurrir a un Arbitraje, que en el término máximo 
de 45 días dictará un Laudo.

Tanto la resolución de la solicitud, por parte de la Comisión Paritaria como el Laudo Arbitral no podrán ser objeto de recurso 
alguno por parte de la empresa solicitante y tanto la resolución estimatoria como el citado Laudo Arbitral serán desde su notificación 
plenamente ejecutivos.



10	 Boletín Oficial de la provincia de Sevilla. Número 188	 Sábado 14 de agosto de 2021

Capítulo IV
Del personal

Artículo 25.  Clasificación profesional.
La clasificación profesional del personal consignada en el presente Convenio Colectivo es meramente enunciativa y no implica 

que se hayan de tener previstos todos los grupos profesionales y dentro de ellos las divisiones orgánicas y funcionales, ni que se hayan 
de tener provistas éstas si las necesidades y el volumen de la empresa no lo requiere, siempre que las funciones que se recogen para 
cada una no se desarrollen en la empresa.

Grupos profesionales.
El personal incluido en el ámbito de aplicación de este Convenio Colectivo se estructura en base a los siguientes grupos 

profesionales, en atención a las funciones primordiales que realizan:
a)	 Personal Superior y Técnico.
b)	 Personal Administrativo e Informático.
c)	 Personal de Explotación.
A)	 Definición de los Grupos Profesionales y descripción de sus funciones. Personal Superior y Técnico.
El grupo profesional del personal Superior y Técnico comprende quienes estén en posesión de un título superior y/o de grado 

medio, con diplomaturas de centros docentes de enseñanza laboral o profesional homologados, o los que careciendo de titulación 
acreditan preparación derivada de la práctica continuada y/o hayan sido contratados para ejercer funciones y responsabilidades sobre 
organización, explotación, administración, etc., en el ámbito de la empresa. Lo constituyen las siguientes categorías profesionales:

Director/a de Área: Es el que en los servicios centrales de la empresa está al frente de uno de los departamentos o áreas 
específicas en que se puede estructurar ésta, dependiendo directamente de la Dirección de la empresa.

Médico: Es el que desempeña funciones o trabajos correspondientes a su titulación académica y profesional.
Técnico superior: Es aquel personal que, estando en posesión de un título expedido por una Escuela Técnica Superior o Facultad 

Universitaria, ejerce dentro de la empresa con responsabilidad directa, las funciones propias de su profesión, con independencia de que 
tenga o no personal subordinado y realice o no, de forma habitual, funciones directivas.

Técnico medio: Es aquel personal que, estando en posesión de un título expedido por las escuelas técnicas de grado medio, 
ejerce dentro de la empresa, con responsabilidad directa, las funciones propias de su profesión, independiente de que tenga o no 
personal a su cargo y ejercite o no funciones directivas.

Diplomado/a: Es aquel personal que, poseyendo un diploma expedido por centros docentes oficialmente reconocidos u 
homologados, que no requieran las condiciones exigibles, bien por las Escuelas Técnicas, bien por las Facultades Universitarias, lleva 
a cabo, dentro de la empresa, funciones técnicas y específicas para las que ha sido contratado en virtud de su diploma, concurra o no 
personal bajo su dependencia.

Ayudante Técnico Sanitario: Se comprende en esta categoría a quien, con el correspondiente título oficial, realiza los trabajos 
propios de su profesión.

B)	 Definición del grupo profesional administrativo e informático y de sus categorías profesionales.
B.1. El subgrupo profesional del personal administrativo comprende quien es, bajo las directrices de la Dirección de la empresa 

y utilizando los medios operativos e informáticos que ésta le asigne, ejecuta de forma habitual las funciones propias de la Administración 
de la empresa, en el ámbito de esta.

Lo componen las siguientes categorías profesionales:
Jefe/a de equipo: Es el responsable inmediato del personal que tenga a su cargo.
Oficial administrativo: Pertenecen a esta categoría aquellos que, con la titulación correspondiente, o con cinco años de 

experiencia en cargo equivalente, realizan normalmente los trabajos administrativos.
Auxiliar administrativo: Es el empleado que, con la titulación correspondiente, realiza los trabajos administrativos acordes con 

su categoría.
Aspirante administrativo: Es aquel personal de dieciséis años y que, sin formación profesional, dentro de los plazos y en los 

términos legales establecidos, compatibilizando trabajo y estudio o formación específica, adquiere los necesarios conocimientos para 
el desempeño de un oficio o puesto de trabajo del grupo profesional administrativo.

Personal de atención telefónica: Comprende esta categoría al personal que, en las distintas dependencias de la empresa, tenga 
asignada la misión de establecer las comunicaciones telefónicas con el interior o con el exterior, tomando y transmitiendo los recados 
y avisos que recibiera, así mismo, atenderá y clasificara, según las áreas y tipos de servicios las llamadas que se reciban. Podrá 
igualmente tener asignadas funciones complementarias de recepción, compatibles con su tarea profesional.

Ordenanza: Es aquel personal cuya misión consiste en efectuar los encargos de todo tipo que se les encomienden, como distribuir 
correspondencia, realizar tareas de mensajería, etc., bien por parte de la Dirección de la empresa, bien por los jefes administrativos 
y encargados operativos, y en colaborar en funciones auxiliares, administrativas principalmente, como archivo de documentos, en la 
medida que se le adjudiquen.

B.2. El subgrupo profesional de personal de informática comprende quienes ejecutan de forma habitual las funciones propias 
de sistemas y organización siendo las siguientes:

Analista de proceso de datos: Es aquel personal que verifica análisis orgánicos de operaciones complejas para obtener la 
solución mecanizada de las mismas, en cuanto se refiere a: cadenas de operaciones a seguir, documentos a obtener, diseño de los 
mismos, ficheros a tratar y definición de su tratamiento y elaboración completa hasta su finalización, de los expedientes técnicos de 
aplicaciones complejas.

Programador/a: Es aquel personal que estudia los procesos complejos predefinidos, confecciona organigramas detallados del 
tratamiento, redacta programas en el lenguaje de programación que se le indica y confecciona pruebas de ensayo, pone a punto los 
programas, completa expedientes técnicos de los mismos y documenta el manual de consola.

Operador/a: Es quien manipula y controla ordenadores dotados de sistemas operativos capaces de trabajar en multiprogramación, 
principalmente equipos y programas de naturaleza compleja. Debe saber detectar y resolver problemas operativos definiéndolos como 
errores de operación o de máquina.
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C)	 Definición del grupo profesional de Control de Explotación y de sus categorías profesionales.
El grupo profesional de personal de Explotación se compone por quienes, bajo la concreta dirección del personal superior y 

técnico, ejecutan los distintos trabajos y tareas propios de la explotación y correcto funcionamiento de los establecimientos o centros 
de trabajo de la empresa, que le son encomendados en consonancia con su oficio o conocimientos específicos. Está formado por las 
siguientes categorías profesionales:

Jefe/a de equipo: Es el responsable inmediato del personal operativo que tenga a su cargo.
Jefe/a de tráfico: Es el que tiene a su cargo planificar y supervisar los movimientos de los vehículos de la empresa.
Técnico en transporte sanitario avanzado: Es el empleado/a que es contratado para conducir vehículos o no, que tiene permiso 

de conducir y está en posesión del título homologado de Técnico Avanzado en el Transporte sanitario, pudiendo realizar tareas de 
conductor/a, ayudante de conductor camillero y las propias a que le permite el título homologado correspondiente.

Técnico en Transporte Sanitario (TTS) Conductor/a: Es el empleado/a que es contratado para conducir los vehículos de 
asistencia sanitaria, estando en posesión del correspondiente permiso de conducir. Realizará las tareas auxiliares y complementarias 
relacionadas con el vehículo y el enfermo y/o accidentado necesarios para la correcta prestación del servicio. La empresa estará 
obligada a facilitar y asumir el coste de la formación necesaria para acceder a la titulación y/o certificación, que en cada caso exijan las 
entidades beneficiarias del servicio.

Técnico en Transporte Sanitario (TTS) Ayudante Conductor-Camillero: Tendrá las tareas propias de camillero y conocimientos 
sanitarios para la atención y seguimiento del paciente, realizando las tareas auxiliares y complementarias relacionadas con el vehículo 
y el enfermo y/o accidentado necesarias para la correcta prestación del servicio. Tendrán carné de conducir suficiente podrán y deberán 
ser formados/as para conductor/a de ambulancias. Esta formación de conducción no podrá sobrepasar el 50 por 100 de su tiempo 
mientras ostentan la retribución como ayudantes. La empresa estará obligada a facilitar y asumir el coste de la formación necesaria para 
acceder a la titulación y/o certificación que en cada caso exijan las entidades beneficiarias del servicio. Esta formación se adecuará a la 
legislación vigente sobre prácticas y formación.

Técnico en Transporte Sanitario (TTS) Camillero: Tendrá las tareas propias de camillero y conocimientos sanitarios para la 
atención y seguimiento del paciente, realizando las tareas auxiliares y complementarias relacionadas con el vehículo y el enfermo y/o 
accidentado necesarias para la correcta prestación del servicio.

Jefe/a de taller: Esta categoría incluye a los que, con la capacidad técnica precisa, tienen a su cargo la dirección de un taller, 
ordenando y vigilando los trabajos que se realicen en su dependencia.

Mecánico: Se clasifican en esta categoría los que con conocimientos teórico-prácticos del oficio, adquiridos en un aprendizaje 
debidamente acreditado, o con la larga práctica del mismo, realizan los trabajos de reparación de vehículos, bajo las órdenes y la 
supervisión del Jefe/a de taller, en su caso.

Ayudante de mecánico: Se incluye en esta categoría quien, con conocimientos generales sobre el oficio, puede colaborar con el 
mecánico en los trabajos que este realice.

Chapista: Se clasifican en esta categoría los que, con conocimientos teórico-prácticos del oficio, adquiridos en un aprendizaje 
debidamente acreditado, o con larga práctica del mismo, realizan los trabajos de reparación de vehículos, bajo las órdenes y la 
supervisión del Jefe/a de taller, en su caso.

Pintor/a: Se clasifican en esta categoría los que, con conocimientos teórico-prácticos del oficio, adquiridos en un aprendizaje 
debidamente acreditado, o con larga práctica del mismo, realizan los trabajos de reparación de vehículos, bajo las órdenes y la 
supervisión del Jefe/a de taller, en su caso.

Personal de limpieza: Es aquel personal encargado de la limpieza general del centro de trabajo o establecimiento, así como del 
mantenimiento de la higiene y salubridad de las instalaciones y servicios de uso público en las mismas.

Trabajador/a en formación: Es aquel personal de dieciséis años o más que, sin formación específica, dentro de los plazos y en 
los términos legales establecidos, compatibilizando trabajo y estudio o formación específica, adquiere los necesarios conocimientos y 
título homologado para el desempeño de un oficio o puesto de trabajo del grupo profesional del personal de explotación.

De superar el período de formación y continuar en la empresa, este personal ostentará la categoría profesional que corresponda 
por la formación requerida.

Artículo 25 Bis. Trabajos de categoría profesional superior.
Debido a una mejor organización la empresa podrá destinar a los trabajadores/as a realizar cometidos y tareas propias de una 

categoría profesional superior, del mismo grupo profesional.
La realización de funciones o tareas superiores a las que ostente el trabajador/a, por un período de seis meses durante un año u 

ocho meses durante dos, dará derecho a que el trabajador/a pase a ostentar dicha categoría salvo que:
La realización de dichas funciones obedezca a una sustitución de un trabajador/a con derecho a reserva de puesto de trabajo.
La diferencia salarial correspondiente se abonará desde el primer día.
Igualmente, aquellos trabajadores/as que realicen funciones o tareas superiores a las que ostente el trabajador/a, por un periodo 

inferior a seis meses, la empresa facilitará al trabajador/a un certificado de empresa donde figure el tiempo de duración y la categoría 
en la que estuvo ejerciendo la misma.

Artículo 25 Ter. Trabajos de categoría profesional inferior.
Si por necesidades perentorias o urgentes de la actividad, la empresa precisa destinar a un trabajador/a a tareas correspondientes 

a categoría profesional inferior a la suya, sólo podrá hacerlo por el tiempo imprescindible y en todo caso sin superar los seis meses, 
manteniéndole en todo caso la retribución y demás derechos inherentes a su categoría profesional y comunicándolo, a la representación 
legal de los trabajadores/as en la empresa y siempre que no suponga perjuicio en la dignidad del trabajador/a.

Artículo 26.  Vacantes.
La empresa fomentará la promoción interna para cubrir las vacantes que se produzcan.
Artículo 27.  Salud laboral.
Los trabajadores/as afectados por el presente Convenio Colectivo tienen derecho a que la prestación de sus servicios en los 

diversos centros de trabajo y establecimientos de la empresa se adapte a las medidas y normas que, con carácter obligatorio, establece 
la Ley de Prevención de Riesgos Laborales, Ley 31/1995, de 8 de noviembre, modificada y ampliada por la Ley 54/2003, de 12 de 
diciembre, de «Reforma del Marco Normativo de la Prevención de Riesgos Laborales» y los diversos Reglamentos que la desarrollan.
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En especial el R.D. 486/97, de 14 de abril, disposiciones mínimas de salud y seguridad en los centros de trabajo.
Como consideraciones de carácter general sobre salud y prevención de riesgos laborales se estipula que:
La empresa desarrollará las acciones y medidas que sean necesarias en materia de seguridad y salud laboral para lograr que 

las condiciones de trabajo si es que así fuere, representen el menor riesgo y no afecten negativamente la salud de los trabajadores/as.
En todo caso, los planteamientos, actuaciones y medidas que conjuntamente empresa y trabajadores/as pongan en ejecución, sin 

condicionar la actividad, irán encaminadas a lograr una mejora en la calidad de vida de los trabajadores/as afectados.
De acuerdo con la legislación vigente, en la elaboración, desarrollo y aplicación de los planes de salud y seguridad en el trabajo, 

así como en los de prevención de riesgos laborales, participaran si existieren, la representación sindical de los trabajadores/as así como 
las organizaciones sindicales, según sea el ámbito de actuación del plan. En su defecto, tomarán parte los trabajadores/as del centro de 
trabajo o de la empresa.

Durante la vigencia del presente Convenio Colectivo, la empresa elaborará para todos sus centros de trabajo y establecimientos, 
un plan de evaluación general de riesgos para la seguridad y salud de sus trabajadores/as, teniendo en cuenta la naturaleza de la 
actividad. Igualmente, cuando proceda, se efectuará una evaluación de los medios y lugares de trabajo y del acondicionamiento del 
centro o establecimiento.

De existir algún puesto de trabajo que represente cierto riesgo para la salud y seguridad laboral de los trabajadores/as, la 
empresa, de acuerdo con los dictámenes y asesoramientos de los Servicios de Prevención y, en su caso, la Inspección de Trabajo, 
modificarán las instalaciones, los medios o la propia dotación del puesto de trabajo, de forma que se minimice y evite en el mayor grado 
posible, el riesgo detectado.

Toda ampliación o modificación de las instalaciones de los establecimientos, de su maquinaria o de la tecnología aplicada a 
los diversos puestos de trabajo, comportará necesariamente una evaluación de los riesgos para la salud y seguridad laboral que pudiere 
contener, así como su puesta en conocimiento, bien a los representantes de los trabajadores/as o, en su defecto, a los trabajadores/as 
afectados.

La representación legal de los trabajadores/as en la empresa tendrá información permanente respecto a la puesta en marcha de 
nueva maquinaria, modificación de instalaciones, su ampliación y de las mediciones, análisis y reconocimientos que se efectúen en 
relación con las condiciones ambientales de los centros de trabajo.

La empresa proporcionará al personal afectado por este Convenio Colectivo las revisiones médicas anuales que correspondan, 
en virtud de lo previsto en el artículo 22 de la Ley de Prevención de Riesgos Laborales.

Si se demostrare en supuestos de maternidad que el puesto de trabajo que ocupa representa riesgo apreciable para la trabajadora, 
la dirección propiciará, si ello estuviere a su alcance, un cambio de puesto de trabajo que elimine dicha situación de riesgo apreciable, 
durante el tiempo que dure la situación de embarazo. De no ser así, la trabajadora, quedará acogida a la prestación de IT por riesgo 
durante el embarazo, si así se le reconoce por el servicio médico de la Seguridad Social.

En cuanto a determinados puestos de trabajo serán de aplicación las normas y disposiciones sobre ergonomía que tiene 
establecidas o pueda establecer el Instituto Nacional de Seguridad e Higiene en el Trabajo. Se evaluará de forma especial aquellas 
actividades o puestos de trabajo expuestos a radiaciones de pantallas de cualquier tipo, a alta sonoridad, a limitaciones de aireación, etc.

Los trabajadores/as afectados por este Convenio Colectivo tienen derecho a la información y formación sobre las condiciones 
de su trabajo, sobre las características de su actividad y de su centro de trabajo, sobre la maquinaria y tecnología empleada y sobre todos 
los demás aspectos del proceso laboral que de alguna forma pudieren representar riesgo para su salud o seguridad personal en el trabajo.

En especial, la empresa se obliga a formar específicamente al trabajador/a sobre los riesgos que, en su caso, pudieren existir en 
determinado puesto de trabajo, así como sobre el uso de los medios y conductas necesarios para su eliminación.

En el caso que la empresa o alguno de sus centros de trabajo cuenten con seis o más trabajadores/as, la participación de éstos 
se canalizará a través de sus representantes y de la representación especializada que regula la Ley de Prevención de Riesgos y Salud 
Laboral.

Los Delegados/as de Prevención serán designados por y entre los representantes del personal, con arreglo a la siguiente escala:
Hasta 49 trabajadores/as, 1 Delegado/a de Prevención.
De 50 a 100 trabajadores/as, 2 Delegados/as de Prevención.
De 101 a 500 trabajadores/as, 3 Delegados/as de Prevención.
De 501 a 1000 trabajadores/as, 4 Delegados/as de Prevención.
Cuando la empresa cuente con hasta treinta trabajadores/as el Delegado/a de Prevención será el Delegado/a de Personal. Cuando 

cuente con 31 a 49 trabajadores/as habrá un Delegado/a de Prevención que será elegido por y entre los Delegados/as de Personal.
Finalmente el empresario viene obligado a informar periódicamente a los representantes de los trabajadores/as si los hubiere, 

sobre evolución de la salud y seguridad de los trabajadores/as, índices de absentismo y sus causas, accidentabilidad y sus consecuencias, 
índices de siniestrabilidad, estudios que se realicen sobre el medio ambiente de los centros de trabajo y, en general, sobre cualquier 
circunstancia que colectiva o individualmente pueda tener incidencia en relación con la salud de los trabaja dores/as.

Artículo 28.  Prevención del acoso en el trabajo.
Las partes manifiestan su plena determinación a la adopción de cuantas medidas tiendan a la prevención de conductas de acoso 

moral, violación del derecho a la intimidad y a la dignidad personal, incluidas las ofensas verbales o físicas de naturaleza sexual.
Se entiende por acoso sexual; la situación en que se produce cualquier comportamiento verbal, o físico no deseado, de índole 

sexual, con el propósito o el efecto de atentar contra la dignidad de una persona, en particular cuando se crea un ambiente intimidatorio, 
hostil, degradante, humillante u ofensivo.

Se entiende por acoso moral; el factor de riesgo psicosocial que se manifiesta por una conducta abusiva (gesto, palabra, 
comportamiento, actitud, etc..) que atente, por su repetición y sistematización, contra la dignidad o integridad psíquica o física de una 
persona, poniendo en peligro su empleo o degradando el ambiente de trabajo.

Estos supuestos, en el caso de ser ejercidos desde posiciones de superioridad jerárquica y aquellos otros que se ejerciesen sobre 
personas con contratos temporales, se consideraran, además, falta muy grave, como abuso de autoridad.
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Para evitar este tipo de situaciones se acordará con la representación de los trabajadores/as, la aplicación de las medidas de 
organización del trabajo que se consideren pertinentes, inspirada en los criterios de la ética, la honestidad, y la profesionalidad, con 
absoluta independencia de cualquier motivación de clase, sexo, religión o categoría laboral.

La persona que sufra cualquiera de los dos acosos definidos, lo pondrá en conocimiento de la dirección de la empresa y de los 
representantes de los trabajadores/as. La dirección de la empresa, una vez tenga constancia, iniciará la oportuna investigación con la 
ayuda del Comité de Seguridad y Salud o Delegado/a de prevención en su defecto, el cual concluirá en un plazo de un mes a partir de 
la notificación por la parte interesada.

Artículo 29.  Protección del medio ambiente.
La creciente preocupación por el estado del medio ambiente en general, lleva a los firmantes a plasmar en el presente convenio 

su compromiso por la mejora continuada del comportamiento medio ambiental de la empresa. Para ello, las partes se comprometen a 
que la prevención de riesgos laborales y la protección del medio ambiente sean aspectos inseparables de la actuación cotidiana de la 
empresa y trabajadores/as de la misma, impulsando el estudio conjunto de las características medioambientales de los procesos y los 
productos utilizados en su actividad y la elaboración de propuestas para su mejora y/o sustitución, cuando sea económicamente viable, 
por otros más respetuosos con la salud de los trabajadores/as, el entorno y los recursos naturales.

Artículo 30.  Permisos y licencias.
El trabajador/a, previo aviso y justificación, podría ausentarse del trabajo, con derecho a remuneración, por alguno de los 

siguientes motivos y por el tiempo siguiente:
a)	 Quince días naturales en caso de matrimonio y parejas de hecho inscritas en el registro público.
b)	 Dos días hábiles por nacimiento de hijos o enfermedad grave o fallecimiento de parientes, hasta el segundo grado de 

consanguinidad o afinidad, y se incrementaría un día por cada 300 kilómetros y fracción de distancia, desde el centro 
de trabajo a la localidad de destino, excepto para el archipiélago canario, balear y extranjero que se computará por 
desplazamiento y no por kilómetros, que será un día para la ida y un día para la vuelta.

d)	 Un día por traslado de domicilio habitual.
e)	 El tiempo necesario para concurrir a los cursos de formación y promoción que la empresa establezca.
f)	 Cumplimiento de deberes públicos, por el tiempo indispensable, previa justificación.
g)	 Un día a los conductores para la renovación del permiso de conducir.
Artículo 31.  Seguros.
1.	 Seguro colectivo de accidentes.
Se estará a las estipulaciones del Servicio Andaluz de Salud, o en su defecto, la empresa suscribirá la póliza en el plazo de treinta 

días, a partir de la firma del Convenio, con una entidad aseguradora reconocida, una póliza colectiva que garantice una cuantía de:
Gran invalidez:		  18.000 €.
Muerte por accidente:		 18.000 €.
A percibir, y por una sola vez, por el trabajador/a y/o viuda o viudo, descendientes o ascendentes y, en su caso, sus 

derechohabientes, si como consecuencia del accidente de trabajo sobreviene alguna de estas situaciones.
Las primas que se generen en función de la citada póliza serán a cargo de la empresa, siendo responsable la entidad aseguradora 

y subsidiariamente la empresa del pago del capital asegurado al trabajador/a o a sus beneficiarios en caso de siniestro que conlleve el 
derecho a su percepción.

En el caso de que un trabajador/a fallezca fuera de su residencia habitual, por encontrase desplazado de la misma por orden 
de la empresa, esta abonara los gastos de traslado de los restos hasta el lugar de residencia del trabajador/a fallecido/a y a los de dos 
familiares para su acompañamiento hasta dicha residencia.

No obstante, los importes citados en este artículo para el seguro colectivo de accidentes sólo serán exigibles a partir de los 
dos meses siguientes de la publicación de este convenio en el «Boletín Oficial» de la provincia de Sevilla. Estas cuantías quedan 
expresamente excluidas de la revisión pactada, permaneciendo inalterables en su valor durante toda la vigencia del Convenio.

Seguro de responsabilidad civil.
La empresa suscribirá póliza en el plazo de 30 días a partir de la firma del presente convenio, con una entidad aseguradora 

reconocida. Esta póliza cubrirá suficientemente las posibles reclamaciones por sucesos ocurridos en el ejercicio de la profesión, 
igualmente la empresa facilitará a los trabajadores/as la defensa jurídica necesaria en estos casos.

Artículo 32.  Incapacidad temporal.
La empresa abonará en el período de incapacidad temporal, la diferencia existente entre la prestación correspondiente a la 

Seguridad Social y Entidad Gestora y el salario base más plus convenio, en las siguientes condiciones:
a)	 En accidentes de trabajo, desde el primer día, tomando como base las tres últimas mensualidades cotizadas, al 90%.
b)	� Cuando la enfermedad requiera intervención quirúrgica o ingreso en un centro sanitario, a partir del primer día de la 

intervención quirúrgica o ingreso, al 80%
c)	 En caso de enfermedad común, a partir del tercer día, al 75%.
Artículo 33.  Jubilación.
El personal que, llevando más de 15 años al servicio de la empresa, se jubile entre los sesenta uno y sesenta y cuatro años, 

percibirá de la empresa una gratificación, por una sola vez, de 1500 euros.
Artículo 34.  Privación del permiso de conducir.
Para los casos de privación del permiso de conducir por tiempo no superior a 6 meses, la empresa se verá obligada a facilitar 

al conductor/a ocupación en cualquier trabajo, aun de inferior categoría, abonando la retribución correspondiente a dicho puesto, y 
siempre que no concurran los siguientes requisitos:

a)	� Que la privación del permiso de conducir derive de hechos acaecidos en el ejercicio de la actividad de conducir ajeno a 
la empresa.

b)	 Que la privación del carné de conducir sea como consecuencia de la comisión de delitos dolosos.



14	 Boletín Oficial de la provincia de Sevilla. Número 188	 Sábado 14 de agosto de 2021

c)	 Que la privación del carné de conducir no se haya producido también en los 24 meses anteriores.
d)	� Que la privación del carné de conducir sea consecuencia de haber ingerido bebidas alcohólicas o tomado algún tipo de 

estupefacientes.
Cuando la retirada del permiso de conducir sea por tiempo superior a 6 meses, se entenderá que el conductor/a deja de ser apto 

para el trabajo que fue contratado y causará baja automáticamente en la empresa por circunstancias objetivas y aplicándose lo que al 
respecto determinan los artículos 52 y 53 del Estatuto de los Trabajadores.

Artículo 35.  Multas y sanciones.
Por las multas y sanciones que se impongan a los conductores/as por parte de la autoridad conduciendo vehículos de la empresa, 

ésta se verá obligada a hacer las alegaciones ante la autoridad competente y aportar la documentación pertinente que justifique el 
servicio, dando copia al trabajador interesado.

Las multas que se impongan a los conductores/as por causas imputables a la empresa o a los vehículos, serán abonadas por la 
empresa.

Los conductores/as están obligados a entregar el boletín de cualquier denuncia al rendir el viaje siempre con tiempo para que 
la empresa pueda ejercitar su derecho a presentar los oportunos descargos.

Artículo 36.  Uniformidad.
La empresa facilitará al personal el uniforme, vestuario preciso e idóneo para la realización de su función, según el diseño de 

la empresa y consonancia con las épocas de invierno y verano, según las zonas.
Dicho vestuario será repuesto y ampliado, siendo obligatoria su utilización y limpieza por parte del trabajador/a.
Artículo 37.  Formación.
Quienes estén afectados por este Convenio Colectivo tienen derecho a que se facilite por parte de la empresa, en la medida 

de lo posible y sin que se condicione la prestación del servicio, la realización de estudios para la obtención de títulos académicos y 
profesionales oficiales, la realización de cursos de perfeccionamiento profesional y el acceso a cursos de reconversión y capacitación 
profesional, en relación con la actividad.

En concreto, para la obtención del permiso de conducir BTP por los ayudantes de conductor camilleros, y en general, para el 
título de Graduado en ESO, de Formación Profesional de primer y segundo grado, de Diplomaturas o Licenciaturas Universitarias, los 
trabajadores afectados por este Convenio Colectivo tendrán derecho:

a)	 Permisos para asistir a exámenes.
b)	 Disfrutar del periodo vacacional, de forma continuada o partida, acordándolo con la Dirección de la empresa, para poder 

preparar exámenes finales, pruebas de aptitud, etc., y siempre que ello permita el normal desarrollo de la actividad en el 
centro de trabajo o establecimiento.

c)	 A elegir, en el supuesto de ser posible y trabajarse a turnos en el centro de trabajo o establecimiento, aquel que sea más 
adecuado para la asistencia a cursos formativos, siempre que se haya acreditado suficientemente ante la Dirección y no se 
condicione la realización del trabajo y las condiciones lo permitan.

En todos los casos, los trabajadores/as deberán acreditar mediante la entrega de los justificantes de matriculación y asistencia, 
la efectiva realización de los cursos de estudio, formación y reciclaje para tener derecho a tales beneficios.

La empresa adaptará sus Planes de Formación a los contenidos de la Cualificación Profesional de Técnico en Transporte 
Sanitario («Boletín Oficial del Estado» núm. 59, de 9 de marzo de 2004), o su desglose modular, a fin de que todos los trabajadores/as 
alcancen dicha cualificación, independientemente de la exigida en cada zona.

La empresa, de forma directa o en régimen de concierto con centros oficiales, homologados o reconocidos, organizara de forma 
periódica, cursos de adecuación profesional para la adaptación de los trabajadores/as afectados por este Convenio Colectivo, a fin de 
facilitar su integración en los respectivos oficios y categorías profesionales existentes en la empresa, así como su acoplamiento a las 
modificaciones técnicas operadas o previstas para los puestos de trabajo de los diversos establecimientos o centros de trabajo de la 
empresa.

Si los trabajadores/as solicitarán al amparo del artículo 30 del presente convenio, licencias sin retribución para asistir a cursos, 
conferencias o seminarios, no relacionados directamente con la actividad ni con su específica formación académica, profesional u 
oficio, corresponderá a la Dirección de la empresa la decisión en facilitar su asistencia en función de la actividad empresarial y si su 
ausencia la condiciona.

Artículo 38.  Excedencias y reducciones de jornada.
Las excedencias que se concedan por la designación o elección para un cargo público que imposibilite la asistencia al trabajo, 

ya sean voluntarias o forzosas, darán derecho a la conservación del puesto y al cómputo de la antigüedad de su vigencia. El reingreso 
deberá ser solicitado dentro del mes siguiente al cese del cargo público.

El trabajador con al menos una antigüedad en la empresa de un año, tiene derecho a que se le reconozca la posibilidad de 
situarse en excedencia voluntaria por un plazo no inferior a 4 meses y no superior a 5 años y su reingreso se realizará según Ley.

Las excedencias voluntarias en los casos que se realizan con la finalidad de ampliación o mayor formación profesional serán 
por el tiempo necesario que dicha formación requiera, conservándole el puesto de trabajo.

Las excedencias podrán tener el carácter de voluntarias y forzosas. Únicamente la excedencia forzosa y cuando así se establezca 
legalmente, comportará reserva del puesto de trabajo y computará su duración a efectos de antigüedad.

Todas las excedencias deberán ser solicitadas por escrito y salvo que legalmente se disponga lo contrario, las voluntarias 
únicamente podrán ser utilizadas por los trabajadores/as con contrato indefinido y que acrediten como mínimo un año de antigüedad 
en la empresa.

La excedencia forzosa, previa comunicación fehaciente a la empresa, se concederá en los supuestos siguientes:
a)	 Por designación o elección a cargo público que imposibilite la asistencia al trabajo.
b)	 Por enfermedad, una vez transcurrido el plazo de incapacidad temporal y por todo el tiempo que el trabajador/a permanezca 

pendiente de calificación por el EVI.
c)	 Por el ejercicio de funciones sindicales de ámbito local, provincial o superior.
d)	 Por nacimiento o adopción de un hijo/a, de conformidad todo ello con la legislación vigente.



Sábado 14 de agosto de 2021	 Boletín Oficial de la provincia de Sevilla. Número 188	 15

e)	 A un periodo no superior a tres años, para atender al cuidado de cada hijo/a, tanto cuando lo sea por naturaleza como por 
adopción, o en los supuestos de acogimiento, tanto permanente como preadoptivo, a contar desde la fecha de nacimiento 
o, en caso, de resolución judicial.

f)	 A un periodo de hasta dos años para atender el cuidado de un familiar, hasta el segundo grado de consanguinidad o 
afinidad, que por razones de edad, accidente o enfermedad no pueda valerse por sí mismo, y no desempeñe actividad 
retribuida.

El periodo de excedencia, en los dos últimos supuestos, será computable a efectos de antigüedad y el trabajador o trabajadora 
tendrá derecho durante el mismo a la asistencia a cursos de formación profesional, a cuya participación deberá ser convocado por el 
empresario, especialmente con ocasión de su reincorporación.

La excedencia por cuidado de familiares constituye un derecho individual de los trabajadores, hombre y mujeres. No obstante, 
si dos o más trabajadores/as generasen este derecho por el mismo sujeto causante, el empresario podrá limitar su ejercicio simultáneo 
por razones justificadas de funcionamiento de la empresa.

Cuando un nuevo sujeto causante generara derecho a un nuevo periodo de excedencia, el inicio de la misma dará fin al que, en 
su caso, se viniera disfrutando.

El trabajador/a con excedencia forzosa deberá reincorporarse a la empresa en el plazo máximo de 30 días naturales siguientes 
al cese de la función o desaparición de la causa o motivo originario de tal periodo de suspensión contractual. De no realizarla en dicho 
plazo se entenderá decaída la reserva del puesto de trabajo y el trabajador/a pasará a tener la condición de el excedente de carácter 
voluntario, a menos que acredite el derecho al nacimiento de un nuevo período de excedencia forzosa.

La excedencia voluntaria se solicitará igualmente por escrito y con máxima antelación posible a la empresa y podrán hacerlo 
aquellos trabajadores/as con vinculación a la empresa de más de un año.

La excedencia voluntaria podrá concederse por la empresa por un periodo mínimo de cuatro meses ininterrumpidos y un 
máximo de cinco años. Se iniciará siempre el primer día del mes que corresponda y se entenderá finalizada el último día del último 
mes natural del plazo solicitado.

El trabajador/a con excedencia voluntaria conserva el derecho preferente a reingresar en el establecimiento en las vacantes de 
igual o similar categoría a la por él/ella ostentada en el momento de su solicitud, siempre y cuando manifieste por escrito, a la empresa, 
de forma indubitada, su intención de reingreso con una anticipación mínima de treinta días naturales al de la finalización efectiva de la 
excedencia, excepto pacto individual más beneficioso acordado entre la empresa y el trabajador/a.

El trabajador/a con al menos una antigüedad en la empresa de un año, podrá disfrutar de un permiso sin sueldo de un mínimo 
de 15 días y un máximo de 90 días, con reserva de puesto de trabajo. Durante ese periodo se suspenderán para el empresario tanto la 
obligación de pagar el sueldo como la de cotizar a la seguridad social, procediendo a cursar la correspondiente baja en la Tesorería 
General de la Seguridad Social hasta la reincorporación del trabajador.

Este permiso no podrá ser concedido a la vez a más del 3% de la plantilla de la empresa y deberá ser solicitado con al menos 30 
días de antelación, excepto para los casos de enfermedad y durante el mismo no se podrá realizar ningún tipo de trabajo remunerado.

En caso de que existan más solicitudes, empresa y representación acordaran la prelación entre los trabajadores/as, y donde no 
exista representación tendrá preferencia el trabajador/a de más antigüedad en la empresa.

Las excedencias voluntarias en los casos que se realizan con la finalidad de ampliación o mayor formación profesional serán 
por el tiempo necesario que dicha formación requiera, conservándose el puesto de trabajo.

Capítulo V
Derechos sindicales

Artículo 39.  Reuniones en los centros de trabajo.
Fuera de la jornada de trabajo, avisando con 24 horas de antelación, se podrá disponer de espacio en el centro de trabajo para 

realizar el Delegado/s de Personal o la representación sindical en su caso, Asambleas informativas a los trabajadores /as del Centro de 
Trabajo.

Artículo 40.  Tablón de anuncios.
En los Centros de Trabajo, preferentemente en sitio no accesible al público, dispondrán de un tablón de anuncios en el que se 

podrán exponer las informaciones de los representantes de los trabajadores.
Artículo 41.  Cuota sindical.
La empresa, estará obligada a hacer el descuento de la cuota sindical y a ingresarlo en la cuenta que le facilite la Organización 

Sindical a aquellos trabajadores que se lo demanden por escrito.

Capítulo VI
Régimen disciplinario

Artículo 42.  Faltas y sanciones.
Las faltas cometidas por los trabajadores/as se clasificarán atendiendo a su importancia y, en su caso, a su reincidencia, en leves, 

graves y muy graves, de conformidad con lo que se dispone en los artículos siguientes.
A)	 Se considerarán faltas leves las siguientes:
1.	 Hasta dos faltas de puntualidad en un mes, sin motivo justificado. Se entiende falta de puntualidad llegar entre 5 y 20 

minutos tarde a su puesto de trabajo.
2.	 La no comunicación, con cuarenta y ocho horas como mínimo de antelación, de cualquier falta de asistencia al trabajo por 

causas justificadas, a no ser que se acredite debidamente la imposibilidad de hacerlo.
3.	 El abandono del centro o puesto de trabajo, aún por breve tiempo, siempre que dicho abandono no fuera perjudicial para el 

desarrollo de la actividad productiva de la empresa o siempre que no suponga a la empresa reclamaciones o sanciones de terceros por 
incorrecto cumplimiento de los servicios encargados o contratados, o causa de daños o accidentes a sus compañeros de trabajo, en que 
podrá ser considerada como falta grave o muy grave. En ningún caso se considerará falta si hay causa o motivo justificado.
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4.	 La negligencia o descuido en el cumplimiento del trabajo.
5.	 La falta de atención y diligencia debidas probadas, en el desarrollo del trabajo encomendado, siempre que no cause 

perjuicio grave a la empresa o a sus compañeros de trabajo, a los enfermos transportados, sus acompañantes u otras personas vinculadas 
con la prestación de los servicios, la incorrecta cumplimentación de los datos y documentos de los servicios que el trabajador tenga 
obligación de cumplimentar, siempre que no esté tipificada como grave o muy grave.

6.	 No comunicar a la empresa cualquier variación de su situación que tenga incidencia negativa para la empresa en lo laboral, 
como el cambio de su residencia habitual.

7.	 La falta de higiene o limpieza personal probada, siempre que no derive riesgo para la integridad física o la salud de los 
trabajadores, ni suponga a la empresa reclamaciones o sanciones de terceros por incorrecto cumplimiento de los servicios encargados 
o contratados.

8.	 El uso incorrecto del uniforme, de las prendas o equipamientos recibidos de la empresa o de cualquier otro, siempre que 
la empresa obligue al trabajador a utilizarlas en el desarrollo de sus tareas y que no suponga a la empresa reclamaciones o sanciones de 
terceros por incorrecto cumplimiento de los servicios encargados o contratados.

9.	 La falta de respeto probada, de escasa consideración, tanto a sus compañeros como a terceras personas y en especial a los 
enfermos transportados o sus familiares o acompañantes, siempre que eso se produzca con motivo u ocasión del trabajo.

10.	 Las que supongan incumplimiento de la normativa en materia de prevención de riesgos y salud laboral, siempre que no 
tengan trascendencia grave para la integridad física o la salud propia o de otras personas o trabajadores, o produzca daños graves a la 
empresa.

11.	 Cualesquiera otros incumplimientos culpables de la normativa laboral o de las obligaciones lícitas asumidas en contrato 
de trabajo y/o contenidas en este Convenio, así como aquellos otros incumplimientos que supongan sanción o penalización para la 
empresa en virtud de las obligaciones de prestación de servicios contractuales con terceros.

12.	 Cualquier otro tipo de infracciones que afecten a obligaciones de carácter formal o documental exigidas por la normativa 
de prevención de riesgos laborales y que no estén tipificadas como faltas graves o muy graves.

B)	 Se consideran faltas graves las siguientes:
1.	 Más de dos faltas de puntualidad en un mes, o cuando el retraso sea superior a 20 minutos en una de ellas y sin causa 

justificada.
2.	 Faltar uno o dos días al trabajo durante un mes, sin causa que lo justifique.
3.	 La falta de atención y diligencia debidas en el desarrollo del trabajo encomendado, siempre que cause perjuicio a la empresa 

o sus compañeros de trabajo, a los enfermos transportados, sus acompañantes u otras personas vinculadas con la prestación de los 
servicios, la falta de cumplimentación de los datos y documentos de los servicios que el trabajador tenga obligación de cumplimentar, 
y a no ser que pueda ser considerada como muy grave, siempre que suponga a la empresa reclamaciones económicas o reclamaciones 
de terceros por incorrecto cumplimiento de los servicios encargados o contratados.

4.	 El incumplimiento probado de las normas, órdenes o instrucciones de los superiores, en relación con las obligaciones 
concretas del puesto de trabajo, y las negligencias de las que se deriven o puedan derivarse perjuicios graves o incumplimiento o la 
negativa a realizar un servicio sin causa que lo justifique.

5.	 La desobediencia a los superiores en cualquier materia de trabajo que haya sido comunicada fehacientemente, siempre 
que la orden no implique condición vejatoria o atentado contra la libertad sexual para el trabajador, o comporte riesgo para la vida o la 
salud, tanto de él mismo como de otros compañeros.

6.	 Las faltas de respeto o desconsideración tanto a sus compañeros como a los enfermos transportados o sus familiares o 
acompañantes, siempre que eso se produzca con motivo u ocasión del trabajo.

7.	 Cualquier falsificación de datos personales o laborales relativos al propio trabajador, a sus compañeros o sobre los servicios 
realizados.

8.	 La falta de higiene o limpieza personal cuando comporte reclamación o quejas de enfermos o sus familiares o acompañantes, 
o comporte a la empresa sanciones o penalizaciones de terceros contratantes de los servicios o cuando haya sido preavisado por la 
empresa alguna otra vez.

9.	 Realizar, sin el oportuno permiso, trabajos particulares en el centro de trabajo, así como utilizar para usos propios distintos 
a los previstos, instalaciones o bienes de la empresa, tanto dentro como fuera de los locales de trabajo, excepto que se cuente con la 
oportuna autorización.

10.	 La disminución voluntaria y ocasional del rendimiento en el trabajo, que se pueda probar fehacientemente.
11.	 La simulación de enfermedad o accidente, laboral o no.
12.	 El encubrimiento por acción, que no por omisión, de faltas de otros trabajadores.
13.	 Proporcionar datos o documentos reservados de la empresa salvo los propios para el desarrollo de la actividad sindical a 

través de los cauces legales establecidos, a personas ajenas o no autorizadas para recibirlos.
14.	 Proporcionar a personas no autorizadas a recibirlos, datos relativos a los enfermos que hayan tenido vinculación con la 

empresa por motivos de su actividad.
15.	 No advertir con la diligencia debida, a sus superiores o al empresario de cualquier anomalía, avería, accidente o hechos 

inusuales que observe en las instalaciones, maquinaria o del personal, debiendo dejar constancia al final de la jornada a través del parte 
de trabajo diario que deberá facilitar la empresa.

16.	 Introducir o facilitar el acceso al centro de trabajo a personas no autorizadas, a excepción de las labores específicas 
sindicales, debidamente comunicadas.

17.	 La negligencia grave en la conservación o la limpieza de materiales y máquinas que el trabajador tenga a su cargo, dentro 
de las competencias propias de su categoría profesional.

18.	 El mal uso verificado de los locales, vehículos y/o su equipamiento, material y máquinas que el trabajador tenga a su cargo.
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19.	 La embriaguez probada durante el trabajo, así como el encontrarse afectado, también ocasional y probadamente durante el 
trabajo, por sustancias calificadas como drogas y/o estupefacientes.

20.	 Fumar en los lugares prohibidos por la normativa legal.
21.	 La comisión por parte de los conductores de infracciones sancionadas administrativamente de las normas de circulación, 

imputables a ellos, cuando el incumplimiento de las disposiciones señaladas en el mismo, pongan en peligro la seguridad de las 
personas que vayan a bordo de los vehículos.

22.	 No utilizar correctamente los medios y equipos de protección facilitados al trabajador por el empresario, de acuerdo con 
las instrucciones recibidas de este, siempre que esto sea probado por el empresario.

23.	 La falta de cumplimiento de las normas en materia de prevención de riesgos y salud laboral o el incumplimiento de las 
instrucciones empresariales en las mismas materias, cuando suponga riesgo grave para el trabajador, sus compañeros o terceros, así 
como negarse al uso de los medios de seguridad facilitados por la empresa.

24.	 No usar adecuadamente, de acuerdo con su naturaleza y los riesgos previsibles, las máquinas, aparatos, herramientas, 
sustancias peligrosas, equipos de transporte, con los que desarrolle su actividad.

25.	 Negarse a someterse a los reconocimientos médicos correspondientes, en su jornada laboral.
26.	 Poner fuera de funcionamiento y/o utilizar incorrectamente los dispositivos de seguridad existentes o que se instalen en los 

medios relacionados con su actividad o a los puestos de trabajo en los que ésta tenga lugar.
27.	 La falta inmediata de información a su superior jerárquico directo, sobre cualquier situación que, a su parecer, comporte, 

por motivos razonables, un riesgo para la seguridad y la salud propia, de otras personas o trabajadores, o pueda causar un daño grave a 
la empresa.

28.	 El acoso moral, considerando como tal la manifiesta conducta abusiva (gesto, palabra, comportamiento, actitud, etc..) que 
atente, por su repetición y sistematización, contra la dignidad o integridad psíquica o física de una persona, poniendo en peligro su 
empleo o degradando el ambiente de trabajo.

29.	 La reincidencia en cualquier falta leve dentro del mismo trimestre, cuando haya tenido amonestación escrita.
C)	 Se consideran faltas muy graves:
1.	 Más de seis faltas de puntualidad no justificadas cometidas en el período de tres meses.
2.	 Faltar al trabajado más de dos días consecutivos o cuatro alternos al mes sin causa o motivo que lo justifique.
3.	 El ejercicio de otras actividades profesionales, públicas o privadas durante la jornada de trabajo.
4.	 El fraude, la deslealtad o el abuso de confianza en el trabajo, gestión o actividad encomendados, y el hurto o robo realizado 

dentro de las dependencias de la empresa, a los vehículos o en otros elementos o lugares en los que deba actuar en función de su 
actividad.

5.	 Los actos dolosos o imprudentes en el ejercicio del trabajo encomendado o contratado, o cuando la forma de realizarlo 
implique daño o riesgo de accidente o peligro grave de averías para las instalaciones o maquinaria de la empresa.

6.	 Poner o dar como fuera de servicio un vehículo sin motivos, en especial cuando ello suponga sanción o penalización para 
la empresa en virtud de las obligaciones de prestación de servicios contractuales con terceros.

7.	 Cuando en los contratos que firme la empresa con sus clientes estos recojan una cláusula que vincule el pago de la gestión 
con la calidad del servicio ofrecido (puntualidad, trato al paciente, etc.) y a resultas de una mala praxis la factura se vea reducida, por 
falta debidamente acreditada imputable a uno o varios trabajadores.

8.	 La embriaguez o toxicomanía habitual probada.
9.	 La simulación de la presencia de otro en el trabajo, firmando o fichando por él. Se entenderá siempre que hay falta cuando 

un trabajador de baja por enfermedad o accidente realice trabajos de cualquiera clase por cuenta propia o ajena y la alegación de las 
causas falsas para las licencias o permisos.

10.	 La superación de la tasa de alcohol fijada, reglamentariamente y probada en cada momento durante el trabajo para el 
personal de conducción, así como la conducción probada bajo los efectos de drogas, sustancias alucinógenas o estupefacientes.

11.	 Los probados malos tratos o faltas de respeto y consideración a los superiores, compañeros o subordinados, enfermos 
transportados o sus familiares, así como otro personal con el que se preste el servicio.

12.	 El abuso de autoridad.
13.	 La disminución continuada y voluntaria probada en el trabajo siempre que haya sido objeto de sanción anterior.
14.	 La desobediencia continua y persistente debidamente demostrada.
15.	 El acoso sexual, entendiendo por tal, la conducta de naturaleza sexual, verbal o física, desarrollada en el ámbito laboral y 

que atente a la dignidad del trabajador o trabajadora objeto de la misma.
16.	 El acoso moral, cuando el infractor haya sido previamente sancionado como falta grave por ello, con independencia que 

lo ejerza contra compañero de trabajo distinto por el que fuera sancionado previamente.
17.	 La falta de atención y diligencia debidas en el desarrollo del trabajo encomendado, siempre que cause perjuicio de una 

cierta consideración a la empresa o sus compañeros de trabajo, a los enfermos transportados, sus acompañantes u otras personas 
vinculadas con la prestación de los servicios, la falta de cumplimentación de los datos y documentos de los servicios que el trabajador 
tenga obligación de cumplimentar, siempre que suponga a la empresa reclamaciones económicas o sanciones de terceros por incorrecto 
cumplimiento de los servicios encargados o contratados, por valor económico que supere los 3.000,00 euros.

18.	 El abandono del puesto de trabajo sin justificación, tanto en puestos de mando o responsabilidad, como en los casos de 
prestación de servicios de transporte urgente, o cuando ello ocasione evidente perjuicio para la empresa o enfermos trasladados o a 
trasladar, o pueda llegar a ser causa de accidente para el trabajador, compañeros o terceros.

19.	 La utilización indebida de información de qué se tenga conocimiento por razón de su trabajo de datos referentes a enfermos 
que hayan tenido vinculación con la empresa por motivo de su actividad.

20.	 La apropiación del importe de los servicios prestados, sea cual sea su cuantía, así como cualquier ocultación, sustracción, 
de dinero, materiales, equipamiento, o vehículos.
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21.	 La reiterada comisión, por parte de los conductores, de infracciones de las normas de circulación, imputables a ellos, 
cuando el incumplimiento de las disposiciones señaladas en el mismo, pongan en peligro su seguridad, la del personal de la empresa o 
los enfermos transportados.

22.	 La imprudencia o negligencia inexcusables, así como el incumplimiento de las normas sobre prevención de riesgos y 
salud laboral cuando produzcan peligro inminente o sean causantes de accidente laboral grave, perjuicios graves a sus compañeros o a 
terceros, o daños graves a la empresa.

23.	 La reincidencia en dos faltas graves de la misma naturaleza, o más de dos graves, aunque sean de distinta naturaleza, 
dentro del mismo semestre, siempre que haya sido objeto de sanción que haya cobrado firmeza.

24.	 Cualquier otro tipo de infracciones muy graves que afecten a obligaciones de carácter formal o documental exigidas por la 
normativa de prevención de riesgos laborales.

D)	 Sanciones. Aplicación.
1.	 Las sanciones que la empresa puede aplicar según la gravedad y circunstancias de las faltas cometidas serán las siguientes:
a)	 Faltas leves: Amonestación por escrito.
b)	 Faltas graves: Suspensión de empleo y sueldo de uno a diez días.
c)	 Faltas muy graves: Suspensión de empleo y sueldo de once a cuarenta y cinco días. Despido.
2.	 Para la aplicación y graduación de las sanciones que anteceden en el punto 1, se tendrá en cuenta:
a)	 El mayor o menor grado de responsabilidad del que comete la falta.
b)	� La repercusión del hecho en otros trabajadores/as, a la empresa, a terceros, especialmente enfermos y sus familiares, sí 

como, la repercusión social del mismo.
c)	 La categoría profesional del trabajador.
3.	 Corresponderá al empresario la determinación de la sanción que puede aplicar entre las previstas. Las sanciones por faltas 

leves serán acordadas por la Dirección de la empresa. Las sanciones por faltas graves y muy graves deberá imponerlas también la 
empresa previa instrucción del correspondiente expediente sancionador al trabajador.

4.	 Previamente a la imposición de sanciones por faltas graves o muy graves a los trabajadores, tendrán derecho a ser 
escuchados el interesado y la representación de los trabajadores o sindical, en el plazo de diez días, contados desde la comunicación 
de los hechos que se imputen. Este plazo suspenderá el plazo de prescripción de la falta correspondiente. En el caso de tratarse de un 
trabajador que ostente la condición de delegado de personal o miembro del Comité de empresa, aparte del interesado, tendrán que ser 
escuchados los restantes miembros de la representación a la que este perteneciera, si hubiese.

5.	 De las sanciones por faltas graves y muy graves se informará a los representantes de los trabajadores, si hubiese.
6.	 En el caso de tratarse de faltas tipificadas como muy graves, la empresa podrá acordar la suspensión de empleo como 

medida previa y preventiva por el tiempo que dure el expediente, sin perjuicio de la sanción que se imponga. Suspensión que será 
comunicada a los representantes de los trabajadores.

7.	 Una vez concluido el expediente sancionador, la empresa impondrá la sanción que corresponda tomando en consideración 
las alegaciones realizadas en el curso de la tramitación por el trabajador, y si se procede, por la representación de los trabajadores o 
sindical.

8.	 Cuando la empresa acuerde o imponga una sanción que tenga obligación de ser por escrito, lo deberá comunicar, de esta 
misma forma, al interesado y a la representación de los trabajadores o sindical, quedándose este con un ejemplar, firmando el duplicado 
que volverá a la Dirección de la empresa, haciendo constar la fecha y los hechos que la motivan.

9.	 Las faltas leves prescriben al cabo de 10 días, las graves a los veinte días y las muy graves a los sesenta días a partir de la 
fecha en la que la empresa tuvo conocimiento de su comisión y, en todo caso, a los seis meses de haberse cometido.

10.	 En cualquier caso, el trabajador sancionado podrá acudir a la vía jurisdiccional competente para instar a la revisión de las 
sanciones impuestas en caso de desacuerdo.

11.	 Ningún trabajador podrá ser sancionado dos veces por la misma falta.
Disposición adicional.
Única. Revisión salarial para el año 2022.
A partir del 1 de enero de 2022 se establecerá con la representación de los trabajadores la subida de los conceptos salariales en 

el caso en el que se produzca un aumento de los precios del contrato.

Anexo I
Tablas salariales

Tablas salariales para las fechas comprendidas entre el 1 de septiembre de 2020 hasta el 31 de diciembre de 2020.
Categoría Salario base Plus Conv. Total

TTS Conductor 1.066,08 142,50 1.208,59
Ayte. Camillero 928,81 120,76 1.049,58
Camillero 873,20 111,50 984,71
Jefe/a de Equipo 1.077,61 107,75 1.185,36
Jefe/a de Tráfico 1.179,78 117,96 1.297,75
Ofic. 1.º Admtvo. 1.151,91 115,20 1.267,11
Aux. Admtvo. 975,45 97,54 1.072,99
Ayte. Mecánico/a 928,96 92,88 1.021,84
Mecánico/a 1.053,48 105,36 1.158,83
Chapista 1.012,56 101,27 1.113,82
Pintor/a 1.012,56 101,27 1.113,82
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Categoría Salario base Plus Conv. Total
Jefe/a de Taller 1.128,25 112,80 1.241,05
Telefonista 984,72 98,44 1.083,15
Médico 1.932,23 193,23 2.125,45
ATS 1.449,18 144,88 1.594,06
Director/a de Área 1.767,19 176,71 1.943,90
Director/a 1.950,84 195,07 2.145,91

Tablas salariales para el año 2021.
Categoría Salario base Plus Conv. Total

TTS Conductor 1.103,40 147,49 1.250,89
Ayte. Camillero 961,32 124,99 1.086,31
Camillero 903,77 115,41 1.019,17
Jefe/a de Equipo 1.115,32 111,52 1.226,85
Jefe/a de Tráfico 1.221,08 122,09 1.343,17
Ofic. 1.º Admtvo. 1.192,23 119,23 1.311,46
Aux. Admtvo. 1.009,59 100,96 1.110,55
Ayte. Mecánico/a 961,47 96,13 1.057,60
Mecánico/a 1.090,35 109,04 1.199,39
Chapista 1.048,00 104,81 1.152,81
Pintor/a 1.048,00 104,81 1.152,81
Jefe/a de Taller 1.167,74 116,75 1.284,49
Telefonista 1.019,18 101,88 1.121,06
Médico 1.999,85 199,99 2.199,84
ATS 1.499,90 149,95 1.649,85
Director/a de Área 1.829,04 182,90 2.011,94
Director/a 2.019,12 201,90 2.221,01

4W-6541

ADMINISTRACIÓN DE JUSTICIA
————

Juzgados de lo Social
————

SEVILLA.—JUZGADO NÚM. 3

Procedimiento: 17/2020.
Ejecución de títulos judiciales 17/2020. Negociado: 1J.
N.I.G.: 4109144S20150012495.
De: Claudia Bernabeu Álvarez.
Contra: Instituto de Formación Dual, S.L.
Doña María Auxiliadora Ariza Fernández, Letrada de la Administración de Justicia del Juzgado de lo Social número tres de los 

de esta capital y su provincia.
Hace saber: Que en los autos seguidos en este Juzgado bajo el número 17/2020 a instancia de la parte actora Claudia Bernabeu 

Álvarez contra Instituto de Formación Dual, S.L., sobre ejecución de títulos judiciales se ha dictado decreto de insolvencia de fecha 
8 de abril de 2021, cuya parte dispositiva, es del tenor literal siguiente:

Parte dispositiva.
Declarar a la ejecutada Instituto de Formación Dual, S.L., con CIF Núm. B72243421, en situación de insolvencia provisional 

para hacer frente a un principal de 1.118,35 euros, más 600 euros en concepto de honorarios de Letrado, lo que hace un total de 1.718,35 
euros, más 500 euros en concepto de intereses y costas provisionalmente calculados.

Expídanse a la parte ejecutante los oportunos testimonios necesarios para su aportación al FGS, remitiéndose los mismos junto 
con la presente resolución.

Notifíquese la presente resolución a las partes y al Fondo de Garantía Salarial, haciéndoles saber que contra la misma cabe 
recurso directo de revisión (Artículo 188 de la Ley 36/2011) ante este Juzgado de lo Social, no obstante lo cual, se llevará a efecto lo 
acordado. El recurso deberá interponerse por escrito en el plazo de tres días hábiles contados desde el siguiente de la notificación, con 
expresión de la infracción cometida a juicio del recurrente, sin cuyos requisitos no se admitirá el recurso.

Para la admisión del recurso de la empresa ejecutada, deberá previamente acreditarse constitución de depósito en cuantía de 
25 euros, debiendo ingresarlo en la cuenta de este Juzgado abierta en el Banco Santander núm. 4022-0000-64-001720, utilizando 
para ello el modelo oficial, debiendo indicar en el campo «Concepto» que se trata de un recurso seguido del código «30» y «Social-
reposición», de conformidad con lo establecido en la disposición adicional decimoquinta de la L.O 6/1985 del Poder Judicial.
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Si el ingreso se efectuare por transferencia bancaria habrá de hacerse en la cuenta del Banco Santander núm. ES55-0049-35-
69920005001274, debiendo indicar el beneficiario, Juzgado de lo Social núm. 3 de Sevilla, y en «Observaciones» se consignarán los 
16 dígitos de la cuenta que componen la cuenta-expediente judicial, indicando después de estos 16 dígitos (separados por un espacio) 
el código «30» y «Social-reposición».

Si no manifiestan alegación alguna se procederá al Archivo provisional de las actuaciones.
De conformidad con el artículo 276.5 de la Ley 36/11, en la redacción dada por la Ley 22/2003 de 9 de Julio, Concursal, 

procédase a la anotación de la presente insolvencia en el Registro Mercantil Central.
Lo acuerdo y mando.
Y para que sirva de notificación al demandado Instituto de Formación Dual, S.L., actualmente en paradero desconocido, expido 

el presente para su publicación en el «Boletín Oficial» de la provincia de Sevilla, con la advertencia de que las siguientes notificaciones 
se harán en estrados, salvo las que deban revestir la forma de auto, sentencia, o se trate de emplazamientos.

En Sevilla a 8 de abril de 2021.—La Letrada de la Administración de Justicia, María Auxiliadora Ariza Fernández. 
4W-3780

————

SEVILLA.—JUZGADO NÚM. 3

Procedimiento: Ejecución de títulos judiciales 203/2020. Negociado: EJ.
N.I.G.: 4109144420180011614.
De: Doña María Eva Melchor Navarro.
Abogado: Antonio Jiménez Almagro.
Contra: Tintorería El Oso Polar S.L.
Doña María Auxiliadora Ariza Fernández, Letrada de la Administración de Justicia del Juzgado de lo Social número tres de los 

de esta capital y su provincia.
Hace saber: Que en los autos seguidos en este Juzgado bajo el número 203/2020 a instancia de la parte actora doña María Eva 

Melchor Navarro contra Tintorería El Oso Polar S.L., se ha dictado decreto de fecha 14 de febrero de 2020 cuya parte dispositiva dice:
Parte dispositiva.
Acuerdo:
Declarar al/a los ejecutado/s Tintorería El Oso Polar S.L., con CIF B90017120 en situación de insolvencia por importe de 

2.159,35 euros de resto de principal, más la de 380,85 euros calculados para intereses, costas y gastos, insolvencia que se entenderá, a 
todos los efectos, como provisional.

Archivar las actuaciones previa anotación en el libro correspondiente, y sin perjuicio de continuar la ejecución si en lo sucesivo 
se conocen nuevos bienes del ejecutado.

Modo de impugnación: Contra la presente resolución cabe recurso directo de revisión que deberá interponerse ante quien dicta 
la resolución en el plazo de tres días hábiles siguientes a la notificación de la misma con expresión de la infracción cometida en la 
misma a juicio del recurrente, artículo 188 LRJS.

Y para que sirva de notificación al demandado Tintorería El Oso Polar S.L., actualmente en paradero desconocido, expido el 
presente para su publicación en el «Boletín Oficial» de la provincia, con la advertencia de que las siguientes notificaciones se harán en 
estrados, salvo las que deban revestir la forma de auto, sentencia, o se trate de emplazamientos.

En Sevilla a 29 de abril de 2021.—La Letrada de la Administración de Justicia, María Auxiliadora Ariza Fernández.
34W-3987

————

SEVILLA.—JUZGADO NÚM. 3

Procedimiento: Ejecución de títulos judiciales 277/2021. Negociado: EJ.
N.I.G.: 4109144S20160002320.
De: TGSS -INSS.
Abogado:
Contra: Doña Aleida Valverde Sánchez.
Doña María Auxiliadora Ariza Fernández, Letrada de la Administración de Justicia del Juzgado de lo Social número tres de los 

de esta capital y su provincia.
Hace saber: Que en los autos seguidos en este Juzgado bajo el número 277/2021, a instancia de la parte actora TGSS -INSS 

contra Aleida Valverde Sánchez, sobre ejecución de títulos judiciales se ha dictado auto y decreto, cuya parte dispositiva dice:
Parte dispositiva.
S.S.ª Ilma. Dijo: Procédase a la ejecución frente a Aleida Valverde Sánchez, con NIE número Y0820356Y, en favor del 

ejecutante TGSS-INSS, por el importe de 1.558,42 euros en concepto de principal, más 311,00 euros, provisionalmente calculados, en 
conceptos de intereses y costas.

Notifíquese esta resolución a las partes, con la advertencia de que contra la misma cabe recurso de reposición ante este Juzgado 
de lo Social, no obstante lo cual, se llevará a efecto lo acordado. El recurso deberá interponerse por escrito en el plazo de tres días 
hábiles contados desde el siguiente de la notificación, conforme lo preceptuado en el artículo 239.4, de la Ley 36/2011 de 10 de 
octubre, Reguladora de la Jurisdicción Social, en el que además de alegar las infracciones en que hubiera incurrir la resolución y el 
cumplimiento o incumplimiento de los presupuestos y requisitos procesales exigidos, podrá deducirse la oposición a la ejecución 
despachada aduciendo pago o cumplimiento documentalmente justificado, prescripción de la acción ejecutiva u otros hechos 
impeditivos, extintivos o excluyentes de la responsabilidad que se pretenda ejecutar siempre que hubieren acaecido con posterioridad a 
su constitución del título, no siendo la compensación de deudas admisible como causa de oposición a la ejecución.
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Para la admisión del recurso deberá previamente acreditarse constitución de depósito en cuantía de 25 euros, debiendo ingresarlo 
en la cuenta de este Juzgado abierta en Banco Santander número 4022-0000-64-027721, utilizando para ello el modelo oficial, debiendo 
indicar en el campo «Concepto» que se trata de un recurso seguido del código «30» y «Social-Reposición», de conformidad con 
lo establecido en la Disposición adicional Decimoquinta de la Ley Orgánica 6/1985 del Poder Judicial, salvo concurrencia de los 
supuestos de exclusión previstos en la misma y quienes tengan reconocido el derecho de asistencia jurídica gratuita.

Si el ingreso se efectuare por transferencia bancaria habrá de hacerse en la cuenta de Santander ES55 0049 3569920005001274, 
debiendo indicar el beneficiario, Juzgado de lo Social número tres de Sevilla y en «Observaciones» se consignarán los 16 dígitos de la 
cuenta que componen la cuenta-expediente judicial, indicando después de estos 16 dígitos (separados por un espacio) el código «30» 
y «Social-Reposición».

Así por este auto, lo acuerdo mando y firma el Ilmo. Sr. don Pablo Surroca Casas, Magistrado-Juez del Juzgado de lo Social 
número 3 de Sevilla. Doy fe.

Parte dispositiva.
Acuerdo:
Habiéndose dictado orden general de ejecución frente a la ejecutada Aleida Valverde Sánchez, con NIE número Y0820356Y, 

en favor del ejecutante TGSS-INSS por el importe de 1.558,42 euros en concepto de principal, más 311,00 euros, provisionalmente 
calculados, en conceptos de intereses y costas, y no pudiéndose practicar diligencia de embargo, al encontrarse la ejecutada en paradero 
desconocido, requiérase a la parte ejecutante a fin de que, en el plazo de diez días, señale bienes, derechos y acciones propiedad de la 
ejecutada que puedan ser objeto de embargo.

Sin perjuicio de lo anterior, practíquese embargo mediante el Punto Neutro Judicial de cualquier saldo favorable de cuentas 
corrientes a la vista de cuyo titular resulte la ejecutada como consecuencia de la averiguación patrimonial integral practicada, así sobre 
cualquier devolución de IVA u otra cantidad pendiente de ser abonada a la ejecutada por la Agencia Tributaria, debiéndose transferir la 
cantidad resultante del embargo a la cuenta de este Juzgado.

Practíquese averiguación patrimonial integral de la ejecutada mediante la aplicación informática del Juzgado y consulta al 
Servicio de Indices (CORPME) a través del Punto Neutro.

Hallándose la ejecutada en paradero desconocido, notifíquese esta resolución, junto con el Auto de orden general de ejecución, 
a través de edicto a publicar en el «Boletín Oficial» de la provincia de Sevilla.

Hágase saber a las partes que, de conformidad con lo establecido en el artículo 155.5 de la LEC, si cambiasen su domicilio, 
número de teléfono, fax, dirección de correo electrónico o similares siempre que estos últimos esté siendo utilizados como instrumentos 
de comunicación con la oficina judicial durante la sustanciación del proceso, lo comunicarán inmediatamente a la misma.

Modo de impugnación: Contra esta resolución cabe recurso directo de revisión que deberá interponerse en el plazo de tres 
días (Artículo 188 de la Ley 36/2011, reguladora de la Jurisdicción Social) hábiles, con expresión de la infracción cometida a juicio 
del recurrente y, deberá constituir y acreditar al tiempo de la interposición el depósito para recurrir de veinticinco euros, mediante 
su ingreso en la Cuenta de Consignaciones de este Juzgado en el Banco Santander número 4022-0000-64-027721 para la salvo que 
el recurrente sea: beneficiario de justicia gratuita, el Ministerio Fiscal, el Estado, Comunidad Autónoma, entidad local u organismo 
autónomo dependiente. Sin cuyos requisitos no se admitirá a trámite el recurso, y todo ello conforme a lo dispuesto en los artículos 451, 
452 y concordantes LEC y la Disposición Adicional Decimoquinta de la LOPJ. Así lo acuerdo y firmo.

La Letrada de la Administración de Justicia, María Auxiliadora Ariza Fernández.
Y para que sirva de notificación al demandado Aleida Valverde Sánchez, actualmente en paradero desconocido, expido el 

presente para su publicación en el «Boletín Oficial» de la provincia, con la advertencia de que las siguientes notificaciones se harán en 
estrados, salvo las que deban revestir la forma de auto, sentencia, o se trate de emplazamientos.

En Sevilla a 17 de marzo de 2021.—La Letrada de la Administración de Justicia, María Auxiliadora Ariza Fernández.
8W-2966

————

SEVILLA.—JUZGADO NÚM. 3

Procedimiento: Ejecución de títulos judiciales 222/2016. Negociado: EJ.
N.I.G.: 4109144S20120016593.
De: Doña Isabel María Hoyos Ortiz.
Abogado: José Luis Moreno Arredondo.
Contra: Doña Dolores Molina Flores Empresa.
Doña María Auxiliadora Ariza Fernández, Letrada de la Administración de Justicia del Juzgado de lo Social número tres de los 

de esta capital y su provincia.
Hace saber: Que en los autos seguidos en este Juzgado bajo el número 222/2016, a instancia de la parte actora doña Isabel 

María Hoyos Ortiz contra Dolores Molina Flores sobre ejecución de títulos judiciales se ha dictado decreto de fecha 10 de marzo de 
2021, cuya parte dispositiva dice:

Parte dispositiva.
Se acuerda:
1. Alzar el embargo trabado en esta ejecución, sobre las fincas relacionadas en el antecedente de hecho segundo de esta resolución.
2. Librar mandamiento, por duplicado al Registro de la Propiedad, una vez firme la presente resolución, a fin de que se cancele 

la anotación de embargo acordada sobre las reseñadas fincas, así como de la nota marginal practicada a los efectos establecidos en el 
artículo 656 LEC.

3. Dejar sin efecto la subasta, lo que se comunicará al portal de subastas, a los efectos oportunos.
Contra esta resolución cabe recurso directo de revisión ante el Magistrado, no obstante lo cual, se llevará a efecto lo acordado. 

El recurso deberá interponerse por escrito en el plazo de tres días hábiles contados desde el siguiente de la notificación, con expresión 
de la infracción cometida a juicio del recurrente, sin cuyos requisitos no se admitirá el recurso (artículo 188 de la LRJS).
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Así lo acuerdo y firmo. Doy fe.
Y para que sirva de notificación al demandado Dolores Molina Flores, empresa actualmente en paradero desconocido, expido 

el presente para su publicación en el «Boletín Oficial» de la provincia, con la advertencia de que las siguientes notificaciones se harán 
en estrados, salvo las que deban revestir la forma de auto, sentencia, o se trate de emplazamientos.

En Sevilla a 17 de marzo de 2021.—La Letrada de la Administración de Justicia, María Auxiliadora Ariza Fernández.
8W-2965

————

SEVILLA.—JUZGADO NÚM. 3

Procedimiento: Ejecución de títulos judiciales 535/2020. Negociado: EJ.
N.I.G.: 4109144S20150007245.
De: Don Juan Antonio Villaecija Osuna.
Abogado: Juan Fernando Lerma Dorado.
Contra: Aprosan Córdoba, S.L., y Instalcor 2007, S.L.
Abogado:
Doña María Auxiliadora Ariza Fernández, Letrada de la Administración de Justicia del Juzgado de lo Social número tres de los 

de esta capital y su provincia.
Hace saber: Que en los autos seguidos en este Juzgado bajo el número 535/2020, a instancia de la parte actora don Juan Antonio 

Villaecija Osuna contra Aprosan Cordoba, S.L., y Instalcor 2007, S.L., sobre ejecución de títulos judiciales se ha dictado resolución de 
fecha 3 de marzo de 2021, cuya parte dispositiva dice:

Parte dispositiva.
Acuerdo:
Declarar a la ejecutada Aprosan Córdoba, S.L., con CIF B14703342 e Instalcor 2007, S.L., con CIF número B14798672 

en situación de Insolvencia por las cantidades que más abajo se dirá, insolvencia que se entenderá, a todos los efectos, como 
provisional.

– Aprosan Córdoba, S.L., e Instalcor 2007, S.L., de forma solidaria, por el importe de 123.816,92 euros en concepto de 
principal, más 18.572,54 euros, provisionalmente calculados, en conceptos de intereses y costas.

– Aprosan Córdoba, S.L., por el importe de 26.000,00 euros en concepto de principal, más 3.900,00 euros, provisionalmente 
calculados, en conceptos de intereses y costas.

Archivar las actuaciones previa anotación en el libro correspondiente, y sin perjuicio de continuar la ejecución si en lo sucesivo 
se conocen nuevos bienes del ejecutado.

Notifíquese la presente resolución.
Modo de impugnación: Contra la presente resolución cabe recurso directo de revisión que deberá interponerse ante quien dicta 

la resolución en el plazo de tres días hábiles siguientes a la notificación de la misma con expresión de la infracción cometida en la 
misma a juicio del recurrente, artículo 188 LRJS.

Y para que sirva de notificación al demandado Aprosan Córdoba, S.L., e Instalcor 2007, S.L., actualmente en paradero 
desconocido, expido el presente para su publicación en el «Boletín Oficial» de la provincia, con la advertencia de que las siguientes 
notificaciones se harán en estrados, salvo las que deban revestir la forma de auto, sentencia, o se trate de emplazamientos.

En Sevilla a 4 de marzo de 2021.—La Letrada de la Administración de Justicia, María Auxiliadora Ariza Fernández.
8W-2971

————

SEVILLA.—JUZGADO NÚM. 3

Procedimiento: Despidos/ Ceses en general 324/2019. Negociado: 1J.
N.I.G.: 4109144420190003409.
De: Doña Paula de la Fuente Romero.
Contra: Innovación y Tecnología en Baterías, S.L.
Doña María Auxiliadora Ariza Fernández, Letrada de la Administración de Justicia del Juzgado de lo Social número tres de los 

de esta capital y su provincia.
Hace saber: Que en los autos seguidos en este Juzgado bajo el número 324/2019, a instancia de la parte actora Paula de la 

Fuente Romero contra Innovación y Tecnología en Baterías, S.L., sobre despidos/ceses en general se ha dictado sentencia número 
87/2021, de fecha 17 de marzo de 2021, cuya parte dispositiva, es del tenor literal siguiente:

Fallo.
Estimar la demanda de despido y de reclamación de cantidad interpuesta por doña Paula de la Fuente Romero frente a la 

empresa Innovación y Tecnología en Baterías, S.L., y en consecuencia, procede:
Declarar improcedente el despido de la trabajadora que tuvo lugar con fecha de efectos del día 8 de febrero de 2019.
Tener por efectuada la opción por la indemnización y, en consecuencia, extinguir la relación laboral de la trabajadora con la 

empresa a la fecha del despido.
Condenar a Innovación y Tecnología en Baterías, S.L., a abonar a la trabajadora las siguientes cantidades: 591,19 € en concepto 

de indemnización por despido improcedente calculada hasta la fecha del despido; 537,45 € en concepto de días de preaviso omitidos; 
107,49 € en concepto de vacaciones no disfrutadas de 2019 y 3.095,02 € en concepto de salarios.

No procede hacer expreso pronunciamiento, por ahora, respecto del Fondo de Garantía Salarial, sin perjuicio de su 
responsabilidad directa y/o subsidiaria en los casos en que fuera legalmente procedente.
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Notifíquese esta sentencia a las partes previniéndoles que contra la misma cabe recurso de suplicación.
Y para que sirva de notificación al demandado Innovación y Tecnología en Baterías, S.L., actualmente en paradero desconocido, 

expido el presente para su publicación en el «Boletín Oficial» de la provincia de Sevilla, con la advertencia de que las siguientes 
notificaciones se harán en estrados, salvo las que deban revestir la forma de auto, sentencia, o se trate de emplazamientos.

En Sevilla a 17 de marzo de 2021.—La Letrada de la Administración de Justicia, María Auxiliadora Ariza Fernández.
8W-2976

————

SEVILLA.—JUZGADO NÚM. 3

Procedimiento: Ordinario 1098/2015. Negociado: 1J.
N.I.G.: 4109144S20150011751.
De: Don Rafael García Romero.
Contra: Canroas Sociedad Cooperativa Andaluza y Arjona Poncel, S.L.
Doña María Auxiliadora Ariza Fernández, Letrada de la Administración de Justicia del Juzgado de lo Social número tres de los 

de esta capital y su provincia
Hace saber: Que en los autos seguidos en este Juzgado bajo el número 1098/2015, a instancia de la parte actora don Rafael 

García Romero contra Canroas Sociedad Cooperativa Andaluza y Arjona Poncel, S.L., sobre procedimiento ordinario se ha dictado 
sentencia número 88/2021 de fecha 17 de marzo de 2021, cuya parte dispositiva, es del tenor literal siguiente:

Fallo.
Estimar la demanda interpuesta por el trabajador don Rafael García Romero contra la empleadora Canroas Sociedad Cooperativa 

Andaluza y, en consecuencia, condenar a la misma a abonar al trabajador la cantidad de 1.080,62 € brutos más los intereses de demora 
en los términos establecidos en la fundamentación jurídica, con absolución de Arjona Porcel, S.L.

El Fogasa en cuanto citado a juicio deberá estar y pasar por el contenido del fallo.
Notifíquese esta sentencia a las partes previniéndoles que contra la misma no cabe recurso de suplicación.
Así, por esta mi sentencia, lo pronuncio, mando y firmo.
Y para que sirva de notificación al demandado Canroas Sociedad Cooperativa Andaluza y Arjona Poncel, S.L., actualmente en 

paradero desconocido, expido el presente para su publicación en el «Boletín Oficial» de la provincia de Sevilla, con la advertencia de que 
las siguientes notificaciones se harán en estrados, salvo las que deban revestir la forma de auto, sentencia, o se trate de emplazamientos.

En Sevilla a 17 de marzo de 2021.—La Letrada de la Administración de Justicia, María Auxiliadora Ariza Fernández.
8W-2978

————

SEVILLA.—JUZGADO NÚM. 3

Procedimiento: 272/21, dimanante del procedimiento 1129/2015.
Ejecución de títulos judiciales 272/2021. Negociado: 1J.
N.I.G.: 4109144S20150012092.
De: Don Salvador Ernesto Salmerón Medina.
Contra: COEST 26 Obras y Servicios, S.L., y FGS.
Doña María Auxiliadora Ariza Fernández, Letrada de la Administración de Justicia del Juzgado de lo Social número tres de los 

de esta capital y su provincia
Hace saber: Que en los autos seguidos en este Juzgado bajo el número 272/2021, a instancia de la parte actora Salvador 

Ernesto Salmerón Medina contra COEST 26 Obras y Servicios, S.L., sobre ejecución de títulos judiciales se ha dictado auto general de 
ejecución y decreto de ejecución ambos de fecha 15 de marzo de 2021, cuyas partes dispositivas son del tenor literal siguiente:

Auto general de ejecución.
Parte dispositiva.
S.S.ª Ilma. Dijo: Procédase a la ejecución frente a la empresa COEST 26 Obras y Servicios, S.L., con CIF número B90203316, 

en favor del ejecutante Salvador Ernesto Salmerón Medina con NIF número 29.056.919-F en cuantía de 9.177,23 euros de principal, y 
2.753,17 euros en concepto de intereses y costas, que se presupuestan provisionalmente.

Notifíquese esta resolución a las partes, con la advertencia de que contra la misma cabe recurso de reposición ante este Juzgado 
de lo Social, no obstante lo cual, se llevará a efecto lo acordado. El recurso deberá interponerse por escrito en el plazo de tres días 
hábiles contados desde el siguiente de la notificación, conforme lo preceptuado en el artículo 239.4, de la Ley 36/2011 de 10 de 
octubre, Reguladora de la Jurisdicción Social, en el que además de alegar las infracciones en que hubiera incurrir la resolución y el 
cumplimiento o incumplimiento de los presupuestos y requisitos procesales exigidos, podrá deducirse la oposición a la ejecución 
despachada aduciendo pago o cumplimiento documentalmente justificado, prescripción de la acción ejecutiva u otros hechos 
impeditivos, extintivos o excluyentes de la responsabilidad que se pretenda ejecutar siempre que hubieren acaecido con posterioridad a 
su constitución del título, no siendo la compensación de deudas admisible como causa de oposición a la ejecución.

Para la admisión del recurso deberá previamente acreditarse constitución de depósito en cuantía de 25 euros, debiendo 
ingresarlo en la cuenta de este Juzgado abierta en Santander número 4022-0000-64-027221, utilizando para ello el modelo oficial, 
debiendo indicar en el campo «Concepto» que se trata de un recurso seguido del código «30» y «Social-Reposición», de conformidad 
con lo establecido en la Disposición adicional Decimoquinta de la Ley Orgánica 6/1985 del Poder Judicial, salvo concurrencia de los 
supuestos de exclusión previstos en la misma y quienes tengan reconocido el derecho de asistencia jurídica gratuita.

Si el ingreso se efectuare por transferencia bancaria habrá de hacerse en la cuenta de Santander ES55 0049 3569920005001274, 
debiendo indicar el beneficiario, Juzgado de lo Social número tres de Sevilla y en «Observaciones» se consignarán los 16 dígitos de la 
cuenta que componen la cuenta-expediente judicial, indicando después de estos 16 dígitos (separados por un espacio) el código «30» 
y «Social-Reposición».
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Así por este auto, lo acuerda, manda y firma el Ilmo. Sr. don Pablo Surroca Casas, Magistrado-Juez del Juzgado de lo Social 
número 3 de Sevilla. Doy fe.

Decreto de ejecución.
Parte dispositiva.
Habiéndose dictado orden general de ejecución frente a la ejecutada COEST 26 Obras y Servicios, S.L., con CIF número 

B90203316, en favor del ejecutante Salvador Ernesto Salmerón Medina con NIF número 29.056.919-F en cuantía de 9.177,23 euros 
de principal, y 2.753,17 euros en concepto de intereses y costas, que se presupuestan provisionalmente, y no pudiéndose practicar 
diligencia de embargo, al encontrarse la ejecutada declarada en situación de insolvencia provisional, requiérase a la parte ejecutante a 
fin de que, en el plazo de diez días, señale bienes, derechos y acciones propiedad de la ejecutada que puedan ser objeto de embargo.

Consta en la presente ejecución, que la ejecutada COEST 26 Obras y Servicios, S.L., con CIF número B90203316, se encuentra 
en paradero desconocido, siendo notificada mediante edictos publicados en el «Boletín Oficial» de la provincia de Sevilla, y que 
igualmente ha sido declarada en insolvencia provisional constando la misma en el BORME de fecha 29 de agosto de 2019 número de 
registro 374496 entre otros, por lo que se concede plazo de quince días al FGS y a la parte ejecutante para que manifiesten lo que a su 
derecho les pudiera convenir en relación a la posible declaración de insolvencia provisional de la citada ejecutada, advirtiéndoles, que 
transcurrido dicho plazo de no efectuarse alegaciones, o designarse nuevos bienes de la misma sobre los que trabar embargo, se dictará 
Decreto de Insolvencia Provisional de la ejecutada.

Encontrándose la Empresa ejecutada en paradero desconocido, notifíquese la presente resolución mediante edicto a publicarse 
en el «Boletín Oficial» de la provincia de Sevilla.

Hágase saber a las partes que, de conformidad con lo establecido en el artículo 155.5 de la LEC, si cambiasen su domicilio, 
número de teléfono, fax, dirección de correo electrónico o similares siempre que estos últimos esté siendo utilizados como instrumentos 
de comunicación con la oficina judicial durante la sustanciación del proceso, lo comunicarán inmediatamente a la misma.

Modo de impugnación: Contra esta resolución cabe recurso directo de revisión que deberá interponerse en el plazo de tres 
días (Artículo 188 de la Ley 36/2011, Reguladora de la Jurisdicción Social) hábiles, con expresión de la infracción cometida a juicio 
del recurrente y, deberá constituir y acreditar al tiempo de la interposición el depósito para recurrir de veinticinco euros, mediante 
su ingreso en la Cuenta de Consignaciones de este Juzgado en el Banco Santander número 4022-0000-64-027221, para la salvo que 
el recurrente sea: Beneficiario de justicia gratuita, el Ministerio Fiscal, el Estado, Comunidad Autónoma, entidad local u organismo 
autónomo dependiente. Sin cuyos requisitos no se admitirá a trámite el recurso, y todo ello conforme a lo dispuesto en los artículos 451, 
452 y concordantes LEC y la Disposición Adicional Decimoquinta de la LOPJ. Así lo acuerdo y firmo.

Y para que sirva de notificación al demandado COEST 26 Obras y Servicios, S.L., actualmente en paradero desconocido, 
expido el presente para su publicación en el «Boletín Oficial» de la provincia de Sevilla, con la advertencia de que las siguientes 
notificaciones se harán en estrados, salvo las que deban revestir la forma de auto, sentencia, o se trate de emplazamientos.

En Sevilla a 15 de marzo de 2021.—La Letrada de la Administración de Justicia, María Auxiliadora Ariza Fernández.
8W-2979

————

SEVILLA.—JUZGADO NÚM. 9
Procedimiento: Ejecución de títulos judiciales 275/2021 Negociado: 6E.
N.I.G.: 4109144S20170009291.
De: Don Alberto Luna Fernández-Palacios
Contra: Optimized Planning and Strategy, S.L. y Fogasa
Doña María Aurora Rivas Iglesias, Letrada de la Administración de Justicia del Juzgado de lo Social número nueve de los de 

esta capital y su provincia.
Hace saber: Que en los autos seguidos en este Juzgado bajo el número 275/2021 a instancia de la parte actora don Alberto 

Luna Fernández-Palacios contra Optimized Planning and Strategy, S.L. y Fogasa sobre ejecución de títulos judiciales se ha dictado 
resolución de fecha 11 de mayo de 2021 del tenor literal siguiente:

Decreto núm. 369/21.
Letrada de la Administración de Justicia doña María Aurora Rivas Iglesias.
En Sevilla a 11 de mayo de 2021.
Antecedentes de hecho.
Primero. En la presente ejecución núm. 275/21, dimanante del procedimiento de despido núm. 854/17, se dictó auto en fecha 

14 de abril de 2021 ordenando la ejecución y decreto de igual fecha por el se acordaba el embargo de bienes y derechos de la parte 
ejecutada en cuantía suficiente a cubrir el principal de 59.712,59 €, más otros 1.000 € que provisionalmente se presupuestan para 
intereses legales y costas del procedimiento, sin perjuicio de su ulterior tasación.

Segundo. Se ha practicado, sin pleno resultado, diligencia de embargo, desconociéndose, tras las gestiones y averiguaciones 
oportunas, la existencia de bienes suficientes de la parte demandada sobre los que trabar embargo

Tercero. El ejecutado ha sido declarado en situación de insolvencia provisional, entre otros, por el Juzgado de lo Social núm. 
11 de Sevilla, por resolución dictada con fecha 27 de mayo de 2019, en ejecución núm.: 205/18.

Cuarto. Ha transcurrido el plazo de quince días concedido a la parte actora y al Fondo de Garantía Salarial sin que se hayan 
designado nuevos bienes o derechos del deudor susceptibles de embargo.

Fundamentos jurídicos
Único. Disponen los artículos 250 y 276 de la Ley Reguladora de la Jurisdicción Social que de no tenerse conocimiento de 

la existencia de bienes suficientes del ejecutado en los que hacer traba y embargo se practicarán las averiguaciones procedentes y, 
de ser infructuosas, tras oír al Fondo de Garantía Salarial, se dictará Decreto declarando la insolvencia total o parcial del ejecutado, 
insolvencia que se entenderá a todos los efectos como provisional, hasta que se conozcan bienes del ejecutado o se realicen los 
bienes embargados.
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Asimismo, y conforme al apartado 3 del artículo 276 de la LRJS la declaración judicial de insolvencia de una empresa constituirá 
base suficiente para estimar su insolvencia en otras ejecuciones, pudiéndose dictar el decreto de insolvencia sin necesidad de reiterar los 
trámites de averiguación de bienes, si bien en todo caso, se deberá dar audiencia previa a la parte actora y al Fondo de Garantía Salarial 
para que puedan señalar la existencia de nuevos bienes.

Vistos los preceptos legales citados y demás de general y pertinente aplicación,
Parte dispositiva.
S.S.ª la Letrada de la Admón. de Justicia del Juzgado de lo Social núm. 9 de Sevilla doña María Aurora Rivas Iglesias, acuerda:
Declarar al ejecutado Optimized Planning and Srategy S.L., en situación de insolvencia con carácter provisional por importe 

de 59.712,59€, más otros 1.000 € que provisionalmente se presupuestan para intereses legales y costas del procedimiento y archivar las 
actuaciones una vez firme la presente resolución.

Expedir a la parte ejecutante los oportunos Testimonios necesarios para su aportación al Fogasa, que se remitirán junto con la 
presente resolución.

Notifíquese la presente resolución a las partes y al Fondo de Garantía Salarial, haciéndoles saber que contra la misma cabe 
recurso de reposición ante la Secretaria Judicial Juzgado de lo Social, no obstante lo cual, se llevará a efecto lo acordado. El recurso 
deberá interponerse por escrito en el plazo de tres días hábiles contados desde el siguiente de la notificación, con expresión de la 
infracción cometida a juicio del recurrente, sin cuyos requisitos no se admitirá el recurso.

Para la admisión del recurso deberá efectuarse constitución de depósito en cuantía de 25 euros, debiendo ingresarlo en la 
cuenta de este Juzgado abierta en Grupo Santander núm. 4028.0000.69.0275, utilizando para ello el modelo oficial, indicando en el 
campo «Concepto» que se trata de un recurso y «Social-Reposición», de conformidad con lo establecido en la disposición adicional 
decimoquinta de la L.O 6/1985 del Poder Judicial, salvo concurrencia de los supuestos de exclusión previstos en la misma.

Si el ingreso se efectuare por transferencia bancaria habrá de hacerse en la cuenta de Grupo Santander IBAN ES55 0049 
3569 92 0005001274, indicando el beneficiario, Juzgado de lo Social núm. 9 de Sevilla, y en «Observaciones» se consignarán 
4028.0000.69027521, indicando después de estos 16 dígitos (separados por un espacio) el código «69» y «Social-Reposición».

Así por este Decreto, lo acuerda, manda y firma doña María Aurora Rivas Iglesias, Letrada de la Admón. de Justicia del Juzgado 
de lo Social núm. 9 de Sevilla.

Y para que sirva de notificación al demandado Optimized Planning and Strategy, S.L., actualmente en paradero desconocido, 
expido el presente para su publicación en el «Boletín Oficial» de la provincia, con la advertencia de que las siguientes notificaciones se 
harán en estrados, salvo las que deban revestir la forma de auto, sentencia, o se trate de emplazamientos.

En Sevilla a 12 de mayo de 2021.—La Letrada de la Administración de Justicia, María Aurora Rivas Iglesias.
36W-4876

————

SEVILLA.—JUZGADO NÚM. 9
Procedimiento: Ejecución de títulos judiciales 891/2020. Negociado: 3E.
N.I.G.: 4109144420190002345.
De: María Isabel García Mesa.
Abogado: José Manuel Blanca Marín.
Contra: Fogasa y María Virginia Nogales Vargas.
La Letrada de la Administración de Justicia del Juzgado de lo Social número nueve de los de esta capital y su provincia.
Hace saber: Que en este Juzgado, se sigue el procedimiento núm. 891/2020, sobre ejecución de títulos judiciales, a instancia de 

María Isabel García Mesa contra Fogasa y María Virginia Nogales Vargas, en la que con fecha se ha dictado Auto que sustancialmente 
dice lo siguiente:

Decreto núm. 364/21.
Letrada de la Administración de Justicia doña María Aurora Rivas Iglesias.
En Sevilla a 11 de mayo de 2021.
Antecedentes de hecho.
Primero. Que en el presente procedimiento seguido entre las partes, de una como ejecutante María Isabel García Mesa y de 

otra como ejecutado María Virginia Nogales Vargas se dictó resolución judicial despachando ejecución en fecha 21 de diciembre 
de 2020 para cubrir la cantidad de 16.145,08 € en concepto de principal y 3.229 € en concepto de intereses y costas presupuestados 
provisionalmente.

Segundo. Se ha practicado sin pleno resultado diligencia de embargo, desconociéndose tras las necesarias averiguaciones 
practicadas la existencia de bienes suficientes susceptibles de traba y se ha dado la preceptiva audiencia al Fondo de Garantía Salarial.

Tercero. Se desconoce la existencia de nuevos bienes susceptibles de traba.
Cuarto. Se ha dado traslado a la parte actora y al Fondo de Garantía Salarial al objeto de que, en su caso designasen bienes o 

derechos susceptibles de embargo, sin que se haya hecho manifestación alguna en el plazo dado.
Fundamentos de derecho.
Único. Dispone el artículo 276.1 y 2 de la LRJS que previamente a la declaración de insolvencia, si el Fondo de Garantía 

Salarial no hubiere sido llamado con anterioridad, el Letrado de la Administración de Justicia le dará audiencia, por un plazo máximo 
de quince días, para que pueda instar la práctica de las diligencias que a su derecho convenga y designe los bienes del deudor principal 
que le consten. Dentro de los treinta días siguientes a la practica de las diligencias instadas, el Letrado de la Administración de Justicia 
dictará decreto declarando, cuando proceda, la insolvencia total o parcial del ejecutado, fijando en este caso el valor pericial dado a los 
bienes embargados. La insolvencia se entenderá a todos los efectos como provisional hasta que se conozcan bienes al ejecutado o se 
realicen los bienes embargados.

Vistos los preceptos legales citados y demás de general y pertinente aplicación,
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Parte dispositiva.
Acuerdo:
Declarar al ejecutado María Virginia Nogales Vargas en situación de insolvencia con carácter provisional por importe de 

16.145,08 € en concepto de principal y 3.229 € en concepto de intereses y costas presupuestados provisionalmente y archivar las 
actuaciones una vez firme la presente resolución.

Expedir a la parte ejecutante los oportunos Testimonios necesarios para su aportación al Fogasa, que serán remitidos junto con 
la presente resolución.

Notifíquese la presente resolución a las partes y al Fondo de Garantía Salarial, haciéndoles saber que contra la misma cabe 
recurso de reposición ante la Secretaria Judicial Juzgado de lo Social, no obstante lo cual, se llevará a efecto lo acordado. El recurso 
deberá interponerse por escrito en el plazo de tres días hábiles contados desde el siguiente de la notificación, con expresión de la 
infracción cometida a juicio del recurrente, sin cuyos requisitos no se admitirá el recurso.

Para la admisión del recurso deberá efectuarse constitución de depósito en cuantía de 25 euros, debiendo ingresarlo en la 
cuenta de este Juzgado abierta en Grupo Santander núm. 4028.0000.64.0891.20, utilizando para ello el modelo oficial, indicando en 
el campo «Concepto» que se trata de un recurso y «Social-Reposición», de conformidad con lo establecido en la disposición adicional 
decimoquinta de la L.O 6/1985 del Poder Judicial, salvo concurrencia de los supuestos de exclusión previstos en la misma.

Y para que sirva de notificación en forma a María Virginia Nogales Vargas, cuyo actual domicilio o paradero se desconocen, 
libro el presente edicto que se publicará en el «Boletín Oficial» de la provincia de Sevilla, con la prevención de que las demás 
resoluciones que recaigan en las actuaciones le serán notificadas en los estrados del Juzgado, salvo las que deban revestir la forma de 
autos o sentencias o se trate de emplazamientos y todas aquellas otras para las que la ley expresamente disponga otra cosa.

En Sevilla a 12 de mayo de 2021.—La Letrada de la Administración de Justicia, María Aurora Rivas Iglesias.
36W-4875

————

SEVILLA.—JUZGADO NÚM. 9
Procedimiento: Ejecución de títulos judiciales 694/2020. Negociado: 6E.
N.I.G.: 4109144S20150003456.
De: Don Francisco Javier Díaz Ortiz, Jorge Cadenas Jiménez y Marco Antonio Cadenas Jiménez.
Abogado: Juan José García Torres.
Contra: Instalaciones Homologadas del Sur S.L.U. y Fogasa.
Doña María Aurora Rivas Iglesias, Letrada de la Administración de Justicia del Juzgado de lo Social número nueve de los de 

esta capital y su provincia.
Hace saber: Que en los autos seguidos en este Juzgado bajo el número 694/2020 a instancia de la parte actora don Francisco 

Javier Díaz Ortiz, Jorge Cadenas Jiménez y Marco Antonio Cadenas Jiménez contra Instalaciones Homologadas del Sur S.L.U. y 
Fogasa sobre ejecución de títulos judiciales se ha dictado resolución de fecha 4 de mayo de 2021 del tenor literal siguiente:

Decreto núm. 334/21.
En Sevilla a en el día de la fecha de la firma de esta resolución.
Hechos.
Único. Por el Letrado del Fondo de Garantía Salarial se han presentado escritos en los que solicita que se le tenga por subrogado 

en la cantidad de 3.061,10€ (correspondientes al trabajador don Jorge Cadenas Jiménez) de 3.061,10€ (correspondientes al trabajador 
don Marco Antonio cadenas Jiménez) y 2.808,03€ (correspondientes al trabajador don Francisco Javier Díaz Ortiz).

Razonamientos jurídicos.
Único. De conformidad con lo dispuesto en el artículo 24 LRJS de 36/11 de 10 de octubre, despachada ejecución, el Secretario 

Judicial dictará Decreto haciendo constar la subrogación producida que se notificará a los trabajadores afectados por si pudieren 
conservar créditos derivados del propio título frente a la empresa ejecutada por la parte no satisfecha por el Fondo y se les ofrecerá la 
posibilidad de constituirse como ejecutantes en el plazo de quince días.

Las cantidades que se obtengan con posterioridad serán prorrateadas entre el Fogasa y los demandantes en proporción a sus 
respectivos créditos.

Visto los preceptos legales citados y demás de general y pertinente aplicación,
Parte dispositiva.
S.S.ª la Letrada de la Administración de Justicia del Juzgado de lo Social núm. 9 de Sevilla doña María Aurora Rivas Iglesias.
Acuerda :
1. Tener por subrogado al Fondo de Garantía Salarial en la cantidad de 3061’10€ (correspondientes al trabajador don Jorge 

Cadenas Jiménez) de 3.061,10€ (correspondientes al trabajador don Marco Antonio Cadenas Jiménez) y 2.808,03€ (correspondientes 
al trabajador don Francisco Javier Díaz Ortiz).

2. Notificar a la parte ejecutante tal subrogación para que en el término de quince días hábiles siguientes a la notificación 
manifieste si desea constituirse como ejecutante en la parte no satisfecha por el Fogasa, y verificado dicho trámite procedase al archivo 
de las presentes.

Notifíquese esta resolución a las partes advirtiéndoles que contra la misma cabe recurso de revisión sin que produzca efecto 
suspensivo, ante el Magistrado-Juez que dictó el Auto de Ejecución, mediante escrito dentro de los tres días hábiles siguientes a su 
notificación, con expresión de la infracción cometida a juicio del recurrente, sin cuyos requisitos no se admitirá el recurso.

Así por este decreto, lo acuerda, manda y firma S. S.ª la Letrada de la Administración de Justicia del Juzgado de lo Social núm. 
9 de Sevilla.

Y para que sirva de notificación al demandado Instalaciones Homologadas del Sur S.L.U., actualmente en paradero desconocido, 
expido el presente para su publicación en el «Boletín Oficial» de la provincia, con la advertencia de que las siguientes notificaciones se 
harán en estrados, salvo las que deban revestir la forma de auto, sentencia, o se trate de emplazamientos.

En Sevilla a 5 de mayo de 2021.—La Letrada de la Administración de Justicia, María Aurora Rivas Iglesias.
36W-4874
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SEVILLA.—JUZGADO NÚM. 9

Procedimiento: Ejecución de títulos judiciales 1083/2020. Negociado: 3E.
N.I.G.: 4109144S20150008560.
De: Juan Antonio Moreno Lendínez.
Abogado: Vicente González Escribano.
Contra: José Alberto Alfaro Martín.
La Letrada de la Administración de Justicia del Juzgado de lo Social número nueve de los de esta capital y su provincia.
Hace saber: Que en este Juzgado, se sigue el procedimiento núm. 1083/2020 sobre ejecución de títulos judiciales, a instancia de 

Juan Antonio Moreno Lendínez contra José Alberto Alfaro Martín en la que se ha dictado resolución que dice lo siguiente:
Decreto núm. 414/21.
Letrada de la Administración de Justicia doña María Aurora Rivas Iglesias.
En Sevilla a 25 de mayo de 2021.
Antecedentes de hecho.
Primero.—Que en el presente procedimiento seguido entre las partes, de una como ejecutante Juan Antonio Moreno Lendínez 

y de otra como ejecutado José Alberto Alfaro Martín se dictó resolución judicial despachando ejecución en fecha dieciocho de 
noviembre de dos mil veinte para cubrir la cantidad de 1.808,74 en concepto de principal y 361,74 € en concepto de intereses y costas 
presupuestados provisionalmente.

Segundo.—Se ha practicado sin pleno resultado diligencia de embargo, desconociéndose tras las necesarias averiguaciones 
practicadas la existencia de bienes suficientes susceptibles de traba y se ha dado la preceptiva audiencia al Fondo de Garantía Salarial.

Tercero.—Se desconoce la existencia de nuevos bienes susceptibles de traba.
Cuarto.—Se ha dado traslado a la parte actora y al Fondo de Garantía Salarial al objeto de que, en su caso designasen bienes o 

derechos susceptibles de embargo, sin que se haya hecho manifestación alguna en el plazo dado.
Fundamentos de derecho.
Único.—Dispone el artículo 276.1 y 2 de la LRJS que previamente a la declaración de insolvencia, si el Fondo de Garantía 

Salarial no hubiere sido llamado con anterioridad, el Letrado de la Administración de Justicia le dará audiencia, por un plazo máximo 
de quince días, para que pueda instar la práctica de las diligencias que a su derecho convenga y designe los bienes del deudor principal 
que le consten. Dentro de los treinta días siguientes a la practica de las diligencias instadas, el Letrado de la Administración de Justicia 
dictará decreto declarando, cuando proceda, la insolvencia total o parcial del ejecutado, fijando en este caso el valor pericial dado a los 
bienes embargados. La insolvencia se entenderá a todos los efectos como provisional hasta que se conozcan bienes al ejecutado o se 
realicen los bienes embargados.

Vistos los preceptos legales citados y demás de general y pertinente aplicación.
Parte dispositiva.
Acuerdo: Declarar al ejecutado José Alberto Alfaro Martín con DNI 48881104D en situación de insolvencia con carácter 

provisional por importe de 1.808,74 en concepto de principal y 361,74 € en concepto de intereses y costas presupuestados 
provisionalmente y archivar las actuaciones una vez firme la presente resolución.

Expedir a la parte ejecutante los oportunos testimonios necesarios para su aportación al Fogasa, que serán remitidos junto con 
la presente resolución.

Notifíquese la presente resolución a las partes y al Fondo de Garantía Salarial, haciéndoles saber que contra la misma cabe 
recurso de reposición ante la Secretaria Judicial Juzgado de lo Social, no obstante lo cual, se llevará a efecto lo acordado. El recurso 
deberá interponerse por escrito en el plazo de tres días hábiles contados desde el siguiente de la notificación, con expresión de la 
infracción cometida a juicio del recurrente, sin cuyos requisitos no se admitirá el recurso.

Para la admisión del recurso deberá efectuarse constitución de depósito en cuantía de 25 euros, debiendo ingresarlo en la 
cuenta de este Juzgado abierta en Grupo Santander núm. 4028.0000.64.1083.20, utilizando para ello el modelo oficial, indicando en 
el campo «Concepto» que se trata de un recurso y «Social-reposición», de conformidad con lo establecido en la disposición adicional 
decimoquinta de la L.O. 6/1985 del Poder Judicial, salvo concurrencia de los supuestos de exclusión previstos en la misma.

Y para que sirva de notificación en forma a José Alberto Alfaro Martín, cuyo actual domicilio o paradero se desconocen, libro el 
presente Edicto que se publicará en el «Boletín Oficial» de la provincia de Sevilla, con la prevención de que las demás resoluciones que 
recaigan en las actuaciones le serán notificadas en los estrados del Juzgado, salvo las que deban revestir la forma de autos o sentencias 
o se trate de emplazamientos y todas aquellas otras para las que la ley expresamente disponga otra cosa.

En Sevilla a 26 de mayo de 2021.—La Letrada de la Administración de Justicia, María Aurora Rivas Iglesias.
34W-4867

————

SEVILLA.—JUZGADO NÚM. 9

Procedimiento: Ejecución de títulos judiciales 272/2021. Negociado: 3E.
N.I.G.: 4109144420180001652.
De: Luis Rivas González.
Abogado: Antonio Jesús Leal Gómez.
Contra: Seycon Acebur, S.L.
La Letrada de la Administración de Justicia del Juzgado de lo Social número nueve de los de esta capital y su provincia.
Hace saber: Que en este Juzgado, se sigue el procedimiento núm. 272/2021, sobre ejecución de títulos judiciales, a instancia 

de Luis Rivas González contra Seycon Acebur, S.L., en la que con fecha 13 de abril de 2021 se ha dictado auto que sustancialmente 
dice lo siguiente:

Decreto núm. 360/21.
Letrada de la Administración de Justicia doña María Aurora Rivas Iglesias.
En Sevilla a 10 de mayo de 2021.
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Antecedentes de hecho.
Primero.—Que en el presente procedimiento seguido entre las partes, de una como ejecutante Luis Rivas González y de otra 

como ejecutado Seycon Acebur, S.L. se dictó resolución judicial despachando ejecución en fecha 7 de abril de 2021 para cubrir la 
cantidad de 3.681,95 € en concepto de principal y 552 € en concepto de intereses y costas presupuestados provisionalmente.

Segundo.—Se ha practicado sin pleno resultado diligencia de embargo, desconociéndose tras las necesarias averiguaciones 
practicadas la existencia de bienes suficientes susceptibles de traba y se ha dado la preceptiva audiencia al Fondo de Garantía Salarial.

Tercero.—Se desconoce la existencia de nuevos bienes susceptibles de traba.
Cuarto.—Se ha dado traslado a la parte actora y al Fondo de Garantía Salarial al objeto de que, en su caso designasen bienes o 

derechos susceptibles de embargo, sin que se haya hecho manifestación alguna en el plazo dado.
Fundamentos de derecho.
Único.—Dispone el artículo 276.1 y 2 de la LRJS que previamente a la declaración de insolvencia, si el Fondo de Garantía 

Salarial no hubiere sido llamado con anterioridad, el Letrado de la Administración de Justicia le dará audiencia, por un plazo máximo 
de quince días, para que pueda instar la práctica de las diligencias que a su derecho convenga y designe los bienes del deudor principal 
que le consten. Dentro de los treinta días siguientes a la practica de las diligencias instadas, el Letrado de la Administración de Justicia 
dictará decreto declarando, cuando proceda, la insolvencia total o parcial del ejecutado, fijando en este caso el valor pericial dado a los 
bienes embargados. La insolvencia se entenderá a todos los efectos como provisional hasta que se conozcan bienes al ejecutado o se 
realicen los bienes embargados.

Vistos los preceptos legales citados y demás de general y pertinente aplicación.
Parte dispositiva.
Declarar al ejecutado Seycon Acebur, S.L. en situación de insolvencia con carácter provisional por importe de 3.681,95 € en 

concepto de principal y 552 € en concepto de intereses y costas presupuestados provisionalmente y archivar las actuaciones una vez 
firme la presente resolución.

Expedir a la parte ejecutante los oportunos testimonios necesarios para su aportación al Fogasa, que serán remitidos junto con 
la presente resolución.

Modo de impugnación: Mediante recurso de reposición a interponer en el plazo de tres días hábiles siguientes a su notificación 
ante el/la Letrado/a de la Administración de Justicia que dicta esta resolución con expresión de la infracción que a juicio del recurrente 
contiene la misma.

Y para que sirva de notificación en forma a Seycon Acebur, S.L., cuyo actual domicilio o paradero se desconocen, libro el 
presente Edicto que se publicará en el «Boletín Oficial» de la provincia de Sevilla, con la prevención de que las demás resoluciones que 
recaigan en las actuaciones le serán notificadas en los estrados del Juzgado, salvo las que deban revestir la forma de autos o sentencias 
o se trate de emplazamientos y todas aquellas otras para las que la ley expresamente disponga otra cosa.

En Sevilla a 12 de mayo de 2021.—La Letrada de la Administración de Justicia, María Aurora Rivas Iglesias.
34W-4869

————

SEVILLA.—JUZGADO NÚM. 9

Procedimiento: Ejecución de títulos judiciales 100/2019. Negociado: 6E.
N.I.G.: 4109144S20160011339.
De: Doña Ana María Calderón Díaz de la Serna.
Abogado: José Luis Torres Benítez.
Contra: Fogasa y Confederación Andaluza de Autónomos (CEAT-Andalucía).
Doña María Aurora Rivas Iglesias, Letrada de la Administración de Justicia del Juzgado de lo Social número nueve de los de 

esta capital y su provincia.
Hace saber: Que en los autos seguidos en este Juzgado bajo el número 100/2019 a instancia de la parte actora doña Ana María 

Calderón Díaz de la Serna contra Fogasa y Confederación Andaluza de Autónomos (CEAT-Andalucía) sobre ejecución de títulos 
judiciales se ha dictado resolución de fecha 7 de abril de 2021 del tenor literal siguiente:

Decreto núm. 277/21.
Letrada de la Administración de Justicia, Sra. Maria Aurora Rivas Iglesias.
En Sevilla a 7 de abril de 2021.
Antecedentes de hecho.
Primero. En la presente ejecución núm.100/19, seguida en este Juzgado en materia, se dictó Auto en fecha 18 de febrero de 

2021 por el que se extinguía la relación laboral y se ordenaba la ejecución y decreto de igual fecha por el se acordaba el embargo 
de bienes y derechos de la parte ejecutada en cuantía suficiente a cubrir el principal de 117.028’53 euros, más 23.405’70 euros que 
provisionalmente se presupuestan para intereses legales y costas del procedimiento, sin perjuicio de su ulterior tasación.

Segundo. Se ha practicado, sin pleno resultado, diligencia de embargo, desconociéndose, tras las gestiones y averiguaciones 
oportunas, la existencia de bienes suficientes de la parte demandada sobre los que trabar embargo

Tercero. El ejecutado ha sido declarado en situación de insolvencia provisional por el Juzgado de lo Social núm. 3 de Sevilla, 
en ejecución núm. 232/17

Cuarto. Ha transcurrido el plazo de quince días concedido a la parte actora y al Fondo de Garantía Salarial sin que se hayan 
designado nuevos bienes o derechos del deudor susceptibles de embargo, interesando la actora, en su escrito 4 de marzo de 2021 la 
declaración de la insolvencia de la ejecutada.

Fundamentos jurídicos.
Único. Disponen los artículos 250 y 276 de la Ley Reguladora de la Jurisdicción Social que de no tenerse conocimiento de la 

existencia de bienes suficientes del ejecutado en los que hacer traba y embargo se practicarán las averiguaciones procedentes y, de ser 
infructuosas, tras oír al Fondo de Garantía Salarial, se dictará decreto declarando la insolvencia total o parcial del ejecutado, insolvencia 
que se entenderá a todos los efectos como provisional, hasta que se conozcan bienes del ejecutado o se realicen los bienes embargados.
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Asimismo, y conforme al apartado 3 del artículo 276 de la LRJS la declaración judicial de insolvencia de una empresa constituirá 
base suficiente para estimar su insolvencia en otras ejecuciones, pudiéndose dictar el decreto de insolvencia sin necesidad de reiterar los 
trámites de averiguación de bienes, si bien en todo caso, se deberá dar audiencia previa a la parte actora y al Fondo de Garantía Salarial 
para que puedan señalar la existencia de nuevos bienes.

Vistos los preceptos legales citados y demás de general y pertinente aplicación,
Parte dispositiva.
S.S.ª la Letrada de la Admón. de Justicia del Juzgado de lo Social núm. 9 de Sevilla doña María Aurora Rivas Iglesias, acuerda:
Declarar al ejecutado Confederación Andaluza de Autónomos (CEAT-Andalucía), en situación de insolvencia con carácter 

provisional por importe de 117.028’53 euros, más 23.405’70 euros que provisionalmente se presupuestan para intereses legales y costas 
del procedimiento y archivar las actuaciones una vez firme la presente resolución.

Expedir a la parte ejecutante los oportunos Testimonios necesarios para su aportación al Fogasa, que se remitirán junto con la 
presente resolución.

Notifíquese la presente resolución a las partes y al Fondo de Garantía Salarial, haciéndoles saber que contra la misma cabe 
recurso de reposición ante la Secretaria Judicial Juzgado de lo Social, no obstante lo cual, se llevará a efecto lo acordado. El recurso 
deberá interponerse por escrito en el plazo de tres días hábiles contados desde el siguiente de la notificación, con expresión de la 
infracción cometida a juicio del recurrente, sin cuyos requisitos no se admitirá el recurso.

Para la admisión del recurso deberá efectuarse constitución de depósito en cuantía de 25 euros, debiendo ingresarlo en la 
cuenta de este Juzgado abierta en Grupo Santander núm. 4028.0000.69..010019, utilizando para ello el modelo oficial, indicando en el 
campo «Concepto» que se trata de un recurso y «Social-Reposición», de conformidad con lo establecido en la Disposición adicional 
Decimoquinta de la L.O. 6/1985 del Poder Judicial, salvo concurrencia de los supuestos de exclusión previstos en la misma.

Si el ingreso se efectuare por transferencia bancaria habrá de hacerse en la cuenta de Grupo Santander IBAN ES55 0049 
3569 92 0005001274, indicando el beneficiario, Juzgado de lo Social núm. 9 de Sevilla, y en «Observaciones» se consignarán 
4028.0000.69.010019, indicando después de estos 16 dígitos (separados por un espacio) el código «69» y «Social-Reposición».

Así por este decreto, lo acuerda, manda y firma doña María Aurora Rivas Iglesias, Letrada de la Admón. de Justicia del Juzgado 
de lo Social núm. 9 de Sevilla.

Y para que sirva de notificación al demandado Confederación Andaluza de Autónomos (CEAT-Andalucía) actualmente en 
paradero desconocido, expido el presente para su publicación en el «Boletín Oficial» de la provincia, con la advertencia de que las 
siguientes notificaciones se harán en estrados, salvo las que deban revestir la forma de auto, sentencia, o se trate de emplazamientos.

En Sevilla a 8 de abril de 2021.—La Letrada de la Administración de Justicia, María Aurora Rivas Iglesias.
36W-4934

————

SEVILLA.—JUZGADO NÚM. 9

Procedimiento: Ejecución de títulos judiciales 314/2021. Negociado: 6E.
N.I.G.: 4109144S20170000611.
De: Doña María José Barco Arbiol.
Abogado: Juan Jose Cabello Paniagua.
Contra: Ludofilia S.L. y Fogasa.
Doña María Aurora Rivas Iglesias, Letrada de la Administración de Justicia del Juzgado de lo Social numero nueve de los de 

esta capital y su provincia.
Hace saber: Que en los autos seguidos en este Juzgado bajo el número 314/2021, a instancia de la parte actora doña María José 

Barco Arbiol contra Ludofilia S.L. y Fogasa sobre ejecución de títulos judiciales se ha dictado resolución de fecha 12 de mayo de 2021 
del tenor literal siguiente:

Decreto núm. 374/21.
Letrada de la Administración de Justicia doña María Aurora Rivas Iglesias.
En Sevilla a 12 de mayo de 2021.
Antecedentes de hecho.
Primero. En la presente ejecución núm. 314/21 (dimanante del procedimiento de reclamación de cantidad núm. 60/17), se dictó 

auto en fecha 14 de abril de 2021 ordenando la ejecución y decreto de igual fecha por el se acordaba el embargo de bienes y derechos 
de la parte ejecutada en cuantía suficiente a cubrir el principal de 8.975’21 euros, más otros 1795 euros que provisionalmente se 
presupuestan para intereses legales y costas del procedimiento, sin perjuicio de su ulterior tasación.

Segundo. Se ha practicado, sin pleno resultado, diligencia de embargo, desconociéndose, tras las gestiones y averiguaciones 
oportunas, la existencia de bienes suficientes de la parte demandada sobre los que trabar embargo

Tercero. El ejecutado ha sido declarado en situación de insolvencia provisional por el Juzgado de lo Social número 8 de Sevilla, 
entre otros, por resolución dictada con fecha 22 de junio de 2017, en ejecución núm. 62/17.

Cuarto. Ha transcurrido el plazo de quince días concedido a la parte actora y al Fondo de Garantía Salarial sin que se hayan 
designado nuevos bienes o derechos del deudor susceptibles de embargo.

Fundamentos jurídicos.
Único. Disponen los artículos 250 y 276 de la Ley Reguladora de la Jurisdicción Social que de no tenerse conocimiento de la 

existencia de bienes suficientes del ejecutado en los que hacer traba y embargo se practicarán las averiguaciones procedentes y, de ser 
infructuosas, tras oír al Fondo de Garantía Salarial, se dictará decreto declarando la insolvencia total o parcial del ejecutado, insolvencia 
que se entenderá a todos los efectos como provisional, hasta que se conozcan bienes del ejecutado o se realicen los bienes embargados.

Asimismo, y conforme al apartado 3 del artículo 276 de la LRJS la declaración judicial de insolvencia de una empresa constituirá 
base suficiente para estimar su insolvencia en otras ejecuciones, pudiéndose dictar el decreto de insolvencia sin necesidad de reiterar los 
trámites de averiguación de bienes, si bien en todo caso, se deberá dar audiencia previa a la parte actora y al Fondo de Garantía Salarial 
para que puedan señalar la existencia de nuevos bienes.
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Vistos los preceptos legales citados y demás de general y pertinente aplicación,
Parte dispositiva.
S.S.ª la Letrada de la Admón. de Justicia del Juzgado de lo Social núm. 9 de Sevilla doña María Aurora Rivas Iglesias, acuerda:
Declarar al ejecutado Ludofilia S.L., en situación de insolvencia con carácter provisional por importe de 8.975’21 euros de 

principal, más otros 1795 euros que provisionalmente se presupuestan para intereses legales y costas del procedimiento y archivar las 
actuaciones una vez firme la presente resolución.

Expedir a la parte ejecutante los oportunos Testimonios necesarios para su aportación al Fogasa, que se remitirán junto con la 
presente resolución.

Notifíquese la presente resolución a las partes y al Fondo de Garantía Salarial, haciéndoles saber que contra la misma cabe 
recurso de reposición ante la Secretaria Judicial Juzgado de lo Social, no obstante lo cual, se llevará a efecto lo acordado. El recurso 
deberá interponerse por escrito en el plazo de tres días hábiles contados desde el siguiente de la notificación, con expresión de la 
infracción cometida a juicio del recurrente, sin cuyos requisitos no se admitirá el recurso.

Para la admisión del recurso deberá efectuarse constitución de depósito en cuantía de 25 euros, debiendo ingresarlo en la 
cuenta de este Juzgado abierta en Grupo Santander núm. 4028.0000.69.031421, utilizando para ello el modelo oficial, indicando en 
el campo «concepto» que se trata de un recurso y «social-reposición», de conformidad con lo establecido en la disposición adicional 
decimoquinta de la L.O 6/1985 del Poder Judicial, salvo concurrencia de los supuestos de exclusión previstos en la misma.

Si el ingreso se efectuare por transferencia bancaria habrá de hacerse en la cuenta de Grupo Santander IBAN ES55 0049 
3569 92 0005001274, indicando el beneficiario, Juzgado de lo Social núm. 9 de Sevilla, y en «observaciones» se consignarán 
4028.0000.69.031421, indicando después de estos 16 dígitos (separados por un espacio) el código «69» y «Social-Reposición».

Así por este decreto, lo acuerda, manda y firma doña María Aurora Rivas Iglesias, Letrada de la Admón. de Justicia del Juzgado 
de lo Social núm. 9 de Sevilla.

Y para que sirva de notificación al demandado Ludofilia S.L., actualmente en paradero desconocido, expido el presente para su 
publicación en el «Boletín Oficial» de la provincia, con la advertencia de que las siguientes notificaciones se harán en estrados, salvo 
las que deban revestir la forma de auto, sentencia, o se trate de emplazamientos.

En Sevilla a 12 de mayo de 2021.—La Letrada de la Administración de Justicia, María Aurora Rivas Iglesias.
36W-4979

AYUNTAMIENTOS
————

ALCALÁ DE GUADAÍRA

El Pleno del Ayuntamiento, en sesión celebrada con carácter ordinario el día15 de julio de 2021, aprobó las bases reguladoras 
de las subvenciones que se conceden por la delegación de Participación Ciudadana a las asociaciones vecinales para el fomento de la 
trasformación digital.

En cumplimiento de lo dispuesto en el artículo 70.2 de la Ley 7/1985, de 2 de abril, Reguladora de las Bases del Régimen Local, 
se procede a publicar el texto íntegro de las bases reguladoras de las subvenciones que se conceden por la delegación de Participación 
Ciudadana a las asociaciones vecinales para el fomento de la trasformación digital. Cuyo texto literal es el siguiente:
BASES REGULADORAS DE LAS SUBVENCIONES QUE SE CONCEDAN POR LA DELEGACIÓN DE PARTICIPACIÓN CIUDADANA A LAS 

ASOCIACIONES VECINALES PARA EL FOMENTO DE LA TRANSFORMACIÓN DIGITAL

Exposición de motivos

La Constitución española atribuye el carácter de derecho fundamental al derecho a la participación establecido en el artículo 
23.1, según el cual «los ciudadanos tienen el derecho a participar en los asuntos públicos, directamente o por medio de representantes, 
libremente elegidos en elecciones periódicas por sufragio universal. Por su parte, el Estatuto de Autonomía para Andalucía dedica 
innumerables referencias directas e indirectas a la participación ciudadana desde diferentes ópticas y dimensiones. Se puede afirmar 
que la norma institucional básica de la Comunidad Autónoma está literalmente atravesada por la idea de la participación, lo que muestra 
de forma fehaciente una especial preocupación institucional del estatuyente andaluz por fortalecer la calidad institucional y dotar de 
instrumentos complementarios a la democracia representativa. La participación ciudadana se convierte en objetivo de la Comunidad 
Autónoma, cuando en el artículo 10.3.19.ª del Estatuto de Autonomía para Andalucía se recoge como tal «la participación ciudadana en 
la elaboración, prestación y evaluación de las políticas públicas, así como la participación individual y asociada en los ámbitos cívico, 
social, cultural, económico y político, en aras de una democracia social avanzada y participativa. Asimismo, en el apartado relativo 
a derechos y deberes, el artículo 30 del citado Estatuto desarrolla el derecho a la participación política «en condiciones de igualdad 
en los asuntos públicos de Andalucía, directamente o por medio de representantes, en los términos que establezcan la Constitución, 
este Estatuto y las leyes».El ordenamiento jurídico de la Comunidad Autónoma de Andalucía ha avanzado en los últimos años en el 
desarrollo de los instrumentos de participación con la Ley 2/2001, de 3 de mayo, de regulación de las consultas populares locales en 
Andalucía; Ley 8/2011, de 5 de diciembre, relativa a modificación de la Ley 5/1988, de 17 de octubre, de Iniciativa Legislativa Popular 
y de los Ayuntamientos; la reforma del Reglamento del Parlamento de Andalucía en la que se modifica el artículo 125, en el Pleno del 
Parlamento de Andalucía, el día 11 de octubre de 2012 (escaño 110).De todo lo anterior se evidencia que la participación ciudadana en 
Andalucía está suficientemente recogida como principio y como derecho a lo largo del ordenamiento jurídico. En el marco de los límites 
establecidos por la Constitución española, la recientemente aprobada Ley 7/2017, de 27 de diciembre, de Participación Ciudadana de 
Andalucía, tiene como finalidad impulsar la participación real y efectiva de todos y todas las personas y entidades de participación 
ciudadana, en consonancia con el contexto actual y la demanda ciudadana de más democracia, como legítimas aspiraciones sociales y 
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políticas. Esta norma concreta y materializa el derecho a la participación ciudadana, con mecanismos que abran los centros de decisión 
política y administrativa, para convertir verdaderamente la participación de la ciudadanía en un eje básico de cualquier iniciativa 
pública en el ámbito de las competencias de la Comunidad Autónoma de Andalucía y sus entidades locales. Se trata, desde la normativa 
de referencia, de desarrollar el mandato del Estatuto de Autonomía para Andalucía y de aumentar las oportunidades de participación 
directa en el diseño, prestación y evaluación de las políticas públicas así como de movilizar todos los esfuerzos, desde el criterio de la 
complementariedad.

La citada Ley 7/2017, de 27 de diciembre, de Participación Ciudadana de Andalucía, pretende desarrollar los derechos 
democráticos de la ciudadanía y de los grupos en que se organiza por medio de los procesos, prácticas e instrumentos de democracia 
participativa que complementen y perfeccionen los derechos y las técnicas de la democracia representativa.

En su artículo 9, en lo referente a las obligaciones de las Administraciones Públicas andaluzas respecto a la participación 
ciudadana cita.

«c)	� Establecer los medios pertinentes para la promoción del ejercicio efectivo del derecho a la participación ciudadana a través 
de tecnologías de la información y comunicación (TIC), especialmente a través de la configuración de espacios interactivos 
en sus sedes electrónicas, portales o páginas web, así como mediante la promoción de sistemas de votación y encuesta de 
carácter electrónico.

d)	� Fomentar el uso de las tecnologías de la información y comunicación (TIC) en el ámbito de aquellos colectivos sociales que 
tienen más dificultades en ello y disponer de cauces alternativos que garanticen el ejercicio de su derecho a la participación.»

Por otra parte, la Ley 5/2010, de 11 de junio, de autonomía local de Andalucía, en artículo 9.26 establece como competencia 
municipal el «Establecimiento y desarrollo de estructuras de participación ciudadana y del acceso a las nuevas tecnologías», siendo las 
asociaciones vecinales unos de los canales más representativos de dicha participación.

Finalmente, el Ayuntamiento de Alcalá de Guadaíra, de acuerdo con lo establecido en la Ley 7/1.985, de 2 de abril, reguladora 
de las Bases de Régimen Local, tiene competencias para promover toda clase de actividades y prestar cuantos servicios públicos 
contribuyan a satisfacer las necesidades y aspiraciones de la comunidad vecinal, pudiendo conceder subvenciones a Entidades, 
Organismos o particulares cuyos servicios o actividades complementen o suplan la competencia local.

Las disponibilidades presupuestarias del Ayuntamiento de Alcalá de Guadaíra permiten convocar subvenciones a asociaciones 
vecinales con criterios de publicidad, concurrencia y objetividad en la concesión.

Base 1. Objeto.
Constituye el objeto de las presentes bases reguladoras, la concesión de subvenciones a las asociaciones vecinales para la 

adquisición de equipos informáticos que faciliten su transformación digital.
Base 2. Requisitos.
1. Podrán ser beneficiarios de las subvenciones objeto de las presentes bases reguladoras, las federaciones y asociaciones de 

vecinos que reúnan los siguientes requisitos:
a)	� Figurar inscritas en el Registro Municipal de Asociaciones y Otras Entidades Ciudadanas, con un año de antelación al de la 

solicitud de subvención, todo ello conforme al artículo 3 de la ordenanza de concesión de subvenciones del Ayuntamiento 
de Alcalá de Guadaíra.

b)	 La sede o domicilio social ha de estar ubicado en Alcalá de Guadaíra
c)	� Que en su objeto social principal o en la denominación, figure la de federación o asociación de vecinos. No podrán acceder 

a estas subvenciones otras asociaciones de ámbito sectorial aunque entre sus fines figure la defensa general de los intereses 
de los vecinos u otro similar.

d)	 Estar al corriente en sus obligaciones tributarias y con la Seguridad Social.
e)	� Tener debidamente justificadas o estar en plazo de justificación las subvenciones concedidas por el Ayuntamiento de 

Alcalá de Guadaíra de ejercicios anteriores, encontrándose al corriente en el pago de las obligaciones por reintegro de 
subvenciones.

f)	� No estar incurso en ninguna de las circunstancias que imposibilitan la obtención de la condición de beneficiario de 
subvenciones, según el artículo 13 de la Ley 38/2003, de 17 de noviembre, General de Subvenciones.

2. Las correspondientes convocatorias, cuyos extractos se publicarán en el «Boletín Oficial» de la provincia de Sevilla, 
por conducto de la BDNS una vez que se haya presentado ante ésta el texto de la convocatoria y la información requerida para su 
publicación, expresarán los requisitos para solicitar la subvención y la forma de acreditarlos, en cumplimiento del artículo 23.2, letra e) 
de la LGS, a cuyo efecto indicarán los documentos e informaciones que han de acompañarse a las expresadas solicitudes.

3. Al amparo de lo dispuesto en el artículo 23.4 LGS, los documentos e informaciones a que se refiere el párrafo anterior podrán 
sustituirse por la presentación de una declaración responsable.

4. En los casos en que la acreditación de un requisito para ser beneficiario pueda hacerse mediante la presentación de una 
declaración responsable, se considerará cumplida dicha exigencia siempre que la declaración se suscriba por el solicitante y vaya 
dirigida al órgano concedente.

Base 3. Incompatibilidad con otras ayudas o subvenciones.
Las subvenciones que se otorguen al amparo de las presentes bases reguladoras serán incompatibles con cualquier otra ayuda o 

subvención procedente de cualquier otra administración o ente público o privado para la misma o similar finalidad.
Base 4. Gastos a subvencionar.
Los gastos objeto de la subvención serán los previstos en cada convocatoria y deberán ser realizados dentro del plazo 

especificado en la misma.
Base 5. Forma y plazo de presentación de solicitudes.
5.1. La solicitud deberá formalizarse utilizando obligatoriamente el modelo de solicitud facilitado en la convocatoria, dirigida 

a la Alcaldía del Ayuntamiento de Alcalá de Guadaíra, y estará firmada por la representación legal de la asociación.
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5.2. La solicitud se presentará en el Registro Electrónico del Ayuntamiento de Alcalá de Guadaíra o en cualquiera de los registros 
previstos en el artículo 16 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones 
Públicas, estando las asociaciones vecinales obligadas a relacionarse a través de medios electrónicos con este Ayuntamiento.

5.3. El plazo de presentación de las solicitudes junto con la documentación exigida, será el establecido en la convocatoria 
correspondiente, de la cual será publicada un extracto en el «Boletín Oficial» de la provincia de Sevilla, realizado a través de la Base 
Nacional de Subvenciones (BDNS) y en el tablón de anuncios de la sede electrónica del Ayuntamiento.

5.4. Sólo se admitirán a trámite las solicitudes presentadas en el tiempo, lugar y forma establecidos en estas Bases y en la 
respectiva convocatoria.

Base 6. Documentación.
La documentación necesaria para la tramitación de la solicitud de subvención, será mencionada en cada convocatoria.
Base 7. Subsanación.
Si a la solicitud no se acompañase la documentación requerida o la presentada adoleciera de algún defecto, se requerirá al 

interesado para que, en el plazo de diez días, subsane la falta o acompañase los documentos preceptivos con indicación de que, si así 
no lo hiciera, se le tendrá por desistido de su petición, conforme al artículo 68 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento 
Administrativo Común en las Administraciones Públicas.

Base 8. Procedimiento de concesión.
8.1. La instrucción del procedimiento de concesión de subvenciones corresponde a la Delegación de Participación Ciudadana, 

que realizará de oficio cuantas actuaciones estime necesarias para la determinación, conocimiento y comprobación de los datos en 
virtud de los cuales se realizará la evaluación previa.

8.2. La evaluación previa será realizada, conforme a los criterios señalados en las presentes bases, por la correspondiente 
Comisión de Valoración.

La Comisión de Valoración estará compuesta por:
•	 Concejal-Delegada de Participación Ciudadana
•	 Vocales:
	 •	 Dos Concejales del equipo de Gobierno
	 •	 Un Concejal de cada uno de los grupos políticos
•	 Asesores:
	 •	 Técnico de la Delegación de Participación Ciudadana.
•	 Secretario: El Secretario de la Corporación o personal del Ayuntamiento en quién delegue.
8.3. El órgano instructor llevará a cabo las siguientes gestiones:
a)	 Examen y comprobación de la documentación presentada por las entidades solicitantes.
b)	� Con objeto de facilitar la evaluación de solicitudes, el órgano instructor podrá requerir a las entidades solicitantes la 

ampliación de la información, así como la documentación complementaria que permita realizar adecuadamente la 
evaluación previa. El plazo para presentar dicha documentación será de diez días. Del mismo modo se podrán solicitar 
los informes técnicos a otros servicios municipales que se estime necesario y a las entidades y organismos públicos que 
corresponda para la comprobación de los extremos expresados por los solicitantes.

8.4. El plazo para la emisión de informes por los servicios municipales será de diez días, salvo que el obligado a informar, 
atendiendo a las características del informe o al procedimiento, solicite un plazo distinto, sin que pueda exceder de un mes.

8.5. A continuación la Comisión de Valoración realizará en el expediente las siguientes actividades:
a)	� Evaluación de las solicitudes, efectuada conforme a los criterios, formas y prioridades de evaluación establecidos en las 

presentes bases y en la respectiva convocatoria, en su caso.
b)	� Evaluadas las solicitudes, la Comisión de Valoración deberá emitir informe, en el que se concrete que las entidades 

beneficiarias cumplen o no todos los requisitos necesarios para acceder a la subvención y el resultado de la evaluación 
efectuada y con el que se conformará una propuesta de adjudicación hasta el límite del crédito presupuestario existente.

Base 9. Criterios para otorgar la subvención.
En función del crédito disponible en cada convocatoria, se hará un reparto lineal entre las solicitudes debidamente formuladas, 

sin que la cuantía de la subvención a conceder supere el importe solicitado por la correspondiente entidad ni exceda de lo fijado en 
cada convocatoria.

Base 10. Resolución.
10.1. El órgano competente para otorgar la subvención es la Junta de Gobierno Local. El plazo máximo para resolver el 

procedimiento no podrá exceder de seis meses desde la convocatoria. Si transcurrido dicho plazo no hubiese recaído resolución expresa, 
se entenderá desestimada la solicitud.

La resolución expresará la relación de las entidades solicitantes para las que se propone:
1)	 La cuantía de la subvención concedida y finalidad.
2)	 La exclusión de solicitudes, indicando su causa.
10.2. La resolución será publicada en el tablón de anuncios de la sede electrónica del ayuntamiento, sin perjuicio de las 

publicidad preceptiva según la normativa vigente en materia de transparencia.
10.3. Conforme a lo dispuesto en el artículo 63 del Reglamento General de Subvenciones, para el supuesto de que se renunciase 

a la subvención por alguna de las entidades beneficiarias, el órgano concedente podrá acordar, sin necesidad de una nueva convocatoria, 
la reasignación de las subvenciones con los límites indicados en estas bases. Este procedimiento se aplicará igualmente en el caso de 
desistimiento expreso o tácito a la propuesta de subvención contenida en la resolución provisional.
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Base 11. Forma de pago.
Dado el interés social y la labor complementaria que de la actuación del Ayuntamiento realizan las entidades que puedan 

concurrir a esta convocatoria, así como la escasez de recursos económicos de los que disponen, el abono de la subvención concedida se 
realizará, mediante trasferencia bancaria, con carácter anticipado, por el 100% de la concesión, con justificación diferida.

Con independencia de la fecha del abono de la subvención, la entidad beneficiaria habrá de realizar el pago del gasto objeto de 
la subvención, en el período específicamente señalado en la convocatoria.

Base 12. Justificación.
La entidad beneficiaria asume la obligación formal de justificar el objeto de la subvención. La justificación se realizará con 

carácter diferido y según la modalidad de cuenta justificativa en virtud a lo establecido en el artículo 75 del Reglamento de la Ley 
General de Subvenciones. En ese sentido, cada entidad habrá de presentar la siguiente documentación:

a)	 Memoria con las características técnicas del equipamiento adquirido.
b)	� Relación de gastos , según el modelo que se facilitará, con identificación del acreedor, su importe, fecha de emisión y, en 

su caso, fecha de pago.
c)	� En su caso, carta de pago de reintegro en el supuesto de remanentes no aplicados, así como los intereses derivados de los 

mismos.
En caso de que la documentación presentada para la justificación se considere incorrecta o incompleta, se podrá requerir al 

beneficiario la subsanación de dicha documentación,en el plazo de 10 días según lo establecido en el artículo 68 de la Ley 39/2015, 
Procedimiento Administrativo Común en las Administraciones Públicas.

La documentación justificativa deberá ser dirigida a la Delegación de Participación Ciudadana en el plazo de dos meses de la 
publicación de la concesión.

12.1. Los gastos subvencionables son aquellos que de manera indubitada responden a la naturaleza de la actividad subvencionada, 
debiendo realizarse en el plazo determinado en la propia convocatoria. Dichos gastos deben especificarse claramente en la factura para 
identificar su naturaleza, en su caso.

12.2. El Ayuntamiento de Alcalá de Guadaíra se reserva el derecho a solicitar facturas originales u otra documentación 
acreditativa de los conceptos de gastos subvencionables por los que se solicita subvención.

12.3. El importe justificado deberá alcanzar el 100% del importe solicitado. Caso de que la justificación no alcance la 
totalidad del presupuesto aceptado, la beneficiaria deberá reintegrar la parte proporcional correspondiente del porcentaje de la 
subvención concedida.

12.4. Previo informe de la Delegación de Participación Ciudadana, la Junta de Gobierno Local adoptará el acuerdo pertinente 
en relación con la aprobación de la justificación. Dicho acuerdo deberá relacionar aquellas subvenciones debidamente justificadas y 
aquellas otras a las que se proceda inicio de expediente de reintegro.

Base 13. Modificación de la resolución de concesión.
13.1. Toda alteración de las condiciones tenidas en cuenta para la concesión de la subvención, y en todo caso, la obtención 

concurrente de otras aportaciones, podrá dar lugar a la modificación de la resolución de concesión.
13.2. Las entidades beneficiarias de la subvención podrán solicitar la modificación de la resolución de concesión, incluidos la 

ampliación de los plazos de ejecución y justificación, sin que en ningún caso pueda variarse el destino o finalidad de la subvención.
13.3. La solicitud de modificación deberá estar suficientemente justificada, presentándose de forma inmediata a la aparición de 

las circunstancias que lo motiven y siempre con antelación a la finalización del plazo de ejecución inicialmente concedido.
13.4. El acto por el que se acuerde la modificación de la resolución de concesión, será adoptado por el órgano concedente de la 

misma, previa instrucción del correspondiente expediente en el que junto a la propuesta razonada del órgano instructor, acompañados 
de los informes pertinentes de la Delegación de Participación Ciudadana.

Base 14. Obligaciones que asumen las entidades subvencionadas.
Las entidades beneficiarias de las subvenciones se comprometen expresamente al cumplimiento de las obligaciones establecidas 

en los artículos 14 y 15 de la Ley 38/2003, de 17 de noviembre, General de Subvenciones y en el artículo 4 de la ordenanza de concesión 
de subvenciones del Ayuntamiento de Alcalá de Guadaíra y además asumirán las siguientes obligaciones:

1. Responder ante la Delegación de Participación Ciudadana de la veracidad de los datos señalados en la solicitud y en la 
documentación que acompañe.

2. Destinar los bienes adquiridos con la subvención, durante un mínimo de siete años, a su los fines propios de la entidad 
beneficiaria. El incumplimiento de la obligación de destino referida anteriormente, será causa de reintegro

3. Facilitar cuantos datos y documentación relacionada con la subvención le sean solicitados por la Delegación de Participación 
Ciudadana, conforme a lo establecido en el artículo 46.1 de la Ley 382003, de 17 de noviembre, General de Subvenciones.

a)	� Cumplir el objetivo, ejecutar el proyecto, realizar la actividad o adoptar el comportamiento que fundamenta la concesión 
de las subvenciones en la forma y plazos establecidos.

b)	� Justificar ante el órgano concedente o, en su caso, la entidad colaboradora, el cumplimiento de los requisitos y condiciones, 
así como la realización de la actividad y el cumplimiento de la finalidad que determinen la concesión o disfrute de la 
subvención.

c)	� Someterse a las actuaciones de comprobación, a efectuar por el órgano concedente o, en su caso, la entidad colaboradora, 
así como cualesquiera otras de comprobación y control financiero que puedan realizar los órganos de control competentes, 
aportando cuanta información le sea requerida en el ejercicio de las actuaciones anteriores.

d)	� Someterse a las actuaciones de comprobación y control financiero que corresponden a la Intervención General del 
Ayuntamiento de Alcalá de Guadaíra, en relación con las subvenciones y ayudas concedidas, y a las previstas en la 
legislación del Tribunal de Cuentas y de la Cámara de Cuentas de Andalucía, facilitando cuanta información le sea 
requerida por dichos órganos.



34	 Boletín Oficial de la provincia de Sevilla. Número 188	 Sábado 14 de agosto de 2021

e)	� Comunicar al órgano concedente la obtención de otras subvenciones, ayudas, ingresos o recursos que financien las 
actividades subvencionadas, de cualesquiera Administraciones o entes públicos o privados, nacionales o internacionales. 
Esta comunicación deberá efectuarse tan pronto como se conozca y, en todo caso, con anterioridad a la justificación de 
la aplicación dada a los fondos percibidos. Asimismo, se comunicará cualquier alteración de las condiciones tenidas en 
cuenta para la concesión de la subvención.

f)	� Disponer de los libros contables, registros diligenciados y demás documentos debidamente auditados en los términos 
exigidos por la legislación mercantil y sectorial aplicable a la persona o entidad beneficiaria en cada caso, con la finalidad 
de garantizar el adecuado ejercicio de las facultades de comprobación y control.

g)	� Conservar los documentos justificativos de la aplicación de los fondos recibidos, incluidos los documentos electrónicos, 
en tanto puedan ser objeto de las actuaciones de comprobación y control indicadas.

h)	� Hacer constar en toda información o publicidad que se efectúe de la actividad u objeto de la subvención que la misma está 
subvencionada por el Ayuntamiento de Alcalá de Guadaíra.

i)	� Cumplir con las obligaciones de transparencia y suministro de información en los términos previstos en la normativa sobre 
transparencia

l)	 Proceder al reintegro de los fondos percibidos en los supuestos contemplados en el artículo 28.
m)	� Comunicar al órgano concedente el cambio de domicilio, de dispositivo electrónico o de dirección de correo electrónico, 

durante el período en el que la subvención es susceptible de control.
2. Conforme al artículo 46 de la Ley 38/2003, de 17 de noviembre,General de Subvenciones, las personas o entidades beneficiarias 

y las terceras personas relacionadas con el objeto de la subvención o su justificación estarán obligadas a prestar colaboración y facilitar 
cuanta documentación sea requerida en el ejercicio de las funciones de control que corresponden a la Intervención del Ayuntamiento de 
Alcalá de Guadaíra. A tal fin, tendrá las siguientes facultades:

a)	 El libre acceso a la documentación objeto de comprobación, incluidos los programas y archivos en soportes informáticos.
b)	� El libre acceso a los locales de negocio y demás establecimientos o lugares en que se desarrolle la actividad subvencionada 

o se permita verificar la realidad y regularidad de las operaciones financiadas con cargo a la subvención.
c)	� La obtención de copia o la retención de las facturas, documentos equivalentes o sustitutivos y de cualquier otro documento 

relativo a las operaciones en las que se deduzcan indicios de la incorrecta obtención, disfrute o destino de la subvención.
d)	� El libre acceso a información de las cuentas bancarias en las entidades financieras donde se pueda haber efectuado el cobro 

de las subvenciones o con cargo a las cuales se puedan haber realizado las disposiciones de los fondos.
3. La negativa al cumplimiento de estas obligaciones se considerará resistencia, excusa, obstrucción o negativa a los efectos 

previstos en el artículo 37 de la LGS, sin perjuicio de las sanciones que, en su caso, pudieran corresponder.
Base 15. De los posibles incumplimientos de condiciones impuestas con motivo de la concesión de las subvenciones. Reintegro 

de subvenciones.
15.1. Al amparo del artículo 37.1 de la Ley 38/2003. de 17 de noviembre , General de Subvenciones, procederá a la devolución 

íntegra de las cantidades percibidas y la exigencia del interés de demora, cuando concurra algunos de los supuestos establecidos en 
dicho artículo, entre otros, la obtención de la subvención falseando las condiciones requeridas para ello u ocultando aquellas que lo 
hubieran impedido.

15.2. El incumplimiento de las obligaciones a que se refiere el apartado anterior, o en cualquiera de los artículos de estas 
bases o la correspondiente convocatoria, será causa de revocación total y reintegro de la ayuda, y la exigencia del interés de demora 
correspondiente desde el momento del pago de la subvención hasta la fecha en que se acuerde la procedencia del reintegro, o la fecha en 
que el deudor ingrese el reintegro si es anterior a ésta, sin perjuicio de las penalidades administrativas o penales en que pudiera incurrir.

Base 16. Legislación complementaria.
Las subvenciones a las que se refieren las presentes bases, además de por lo previsto en las mismas, se regirán supletoriamente por:
•	 Ley 38/2003, de 17 de noviembre, General de Subvenciones.
•	� Reglamento General de Subvenciones, aprobado por el Real Decreto 887/2006, de 21 de julio.
•	� Ley 7/1985, de 2 de abril, Reguladora de las Bases del Régimen Local.
•	� Artículos 189.2 y 214.2 del Real Decreto Legislativo 2/2004,, de 5 de marzo, ,por el que se aprobó el Texto Refundido de 

la Ley Reguladora de las Haciendas Locales.
•	� Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas.
•	� de concesión de Subvenciones del Ayuntamiento de Alcalá de Guadaíra, publicada en el «Boletín Oficial» de la provincia 

núm. 128 de 6 de junio de 2005, modificada por acuerdo de Pleno de 19 de febrero de 2015, publicada en el «Boletín 
Oficial» de la provincia núm. 89, de 20 de abril de 2015.

•	� Las actuaciones a llevar a cabo con ocasión de la tramitación de estas subvenciones estarán regidas por los principios de 
publicidad, transparencia,concurrencia, objetividad, igualdad y no discriminación, eficacia y eficiencia.

En Alcala de Guadaira a 28 de julio de 2021.—El Secretario General, José Antonio Bonilla Ruiz.
15W-6709

————

BENACAZÓN

El Pleno del Ayuntamiento de esta villa, en sesión extraordinaria celebrada el día 4 de agosto de 2021, acordó la aprobación 
inicial del Presupuesto General, bases de ejecución y la plantilla de personal para el ejercicio económico 2021.

Y en cumplimiento de lo dispuesto en el artículo 169.1 del Real Decreto Legislativo 2/2004, de 5 de marzo, por el que se 
aprueba el Texto Refundido de la Ley Reguladora de las Haciendas Locales, se somete el expediente a exposición pública por el plazo 
de quince días a contar desde el día siguiente de la inserción de este anuncio en el «Boletín Oficial» de la provincia de Sevilla, para que 
los interesados puedan examinar el expediente y presentar las reclamaciones que estimen oportunas.

Si transcurrido dicho plazo no se hubiesen presentado alegaciones, se considerará aprobado definitivamente dicho acuerdo.
En Benacazón a 4 de agosto de 2021.—El Alcalde, Pedro Oropesa Vega.

15W-6900
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BENACAZÓN

Don Pedro Oropesa Vega, Alcalde del Excmo. Ayuntamiento de esta villa.
Hace saber: Que el Pleno municipal en sesión extraordinaria celebrada el día 4 de agosto de 2021, adoptó los siguientes acuerdos:
Primero: Determinar como cargos que se desempeñarán en régimen de dedicación exclusiva o parcial, con las retribuciones 

anuales brutas totales que se indican, los siguientes:

Cargo Régimen de 
dedicación % Retribución 

anual (bruta)

Alcalde Exclusiva 100 22.800,00 €
1.er Teniente Alcalde / Delegado/a de Obras y Servicios, Seguridad Ciudadana y Memoria 
Histórica y Democrática Exclusiva 100 22.800,00 €

2.º Teniente Alcalde / Delegado/a de Sanidad, Asuntos Sociales, Educación e Igualdad. Exclusiva 100 22.800,00 €
3.er Teniente Alcalde / Delegado/a de Agricultura, Comercio, Deportes y Festejos Parcial 75 17.100,00 €
4.º Teniente Alcalde / Delegado/a de cultura, Juventud y Participación Ciudadana Parcial 50 11.400,00 €
Concejal / Delegado/a de Infancia, Comunicación, Imagen, Medio Ambiente, Transparencia 
y Gobierno Abierto Parcial 50 11..400,00 €

Concejal / Delegado/a Urbanismo, Turismo y Empleo Parcial 75 17.100,00 €
Total 125.400,00 €

Segundo: El presente acuerdo tendrá efectividad una vez tengan vigencia los Presupuestos Municipales para el ejercicio 
2021. No obstante, se tendrá en cuenta, en su caso, lo establecido en el artículo 73.3 de la Ley 7/1985, de 2 de abril, reguladora de 
las Bases del Régimen Local -LRBRL, modificado por la Ley 57/2003, de 16 de diciembre, de Medidas para la Modernización del 
Gobierno Local, sobre Concejales no adscritos.

Tercero: Deberán publicarse íntegramente en el «Boletín Oficial» de la provincia y fijarse en el tablón de anuncios de la 
Corporación los acuerdos plenarios referentes a retribuciones de los cargos con dedicación exclusiva y parcial y régimen de dedicación 
de estos últimos, indemnizaciones y asistencias, así como los acuerdos del Presidente de la Corporación determinando los miembros 
de la misma que realizarán sus funciones en régimen de dedicación exclusiva o parcial.

Lo que se hace público para general conocimiento.
En Benacazón a 4 de agosto de 2021.—El Alcalde, Pedro Oropesa Vega.

15W-6901
————

GELVES

El Pleno de este Ayuntamiento, en sesión extraordinaria y urgente celebrada el día 4 de agosto, en relación al punto segundo 
y con la asistencia de 12 Sres./as. Concejales/as, de los 17 de derecho, con el voto favorable del Grupo Municipal Socialista (8), 
Grupo Municipal Independiente (1) Grupo Municipal Contigo Somos Democracia (1) Grupo Municipal Popular (1), y Grupo 
Municipal Vox (1), acordó:

Primero. Aprobar la modificación Ordenanza fiscal reguladora de la tasa por participación en procesos de selección de personal.
Segundo. Dar al expediente la tramitación y publicidad preceptiva, mediante exposición del mismo en el tablón de anuncios 

de este Ayuntamiento y en el «Boletín Oficial» de la provincia, por plazo de treinta días hábiles, dentro de los cuales los interesados 
podrán examinarlo y plantear las reclamaciones que estimen oportunas. Asimismo, estará a disposición de los interesados en la sede 
electrónica de este Ayuntamiento.

Tercero. Considerar, en el supuesto de que no se presentasen reclamaciones al expediente, en el plazo anteriormente indicado, 
que el Acuerdo es definitivo, en base al artículo 17.3 del Texto Refundido de la Ley Reguladora de las Haciendas Locales, aprobado por 
el Real Decreto Legislativo 2/2004, de 5 de marzo.

Lo que se hace público de conformidad con lo preceptuado en los artículos 17 y 19 del Real Decreto Legislativo 2/2004, de 
5 de marzo, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley reguladora de las Haciendas Locales.

En Gelves a 5 de agosto de 2021.—La Alcaldesa, Isabel Herrera Segura.
15W-6895

————

LA PUEBLA DE CAZALLA

Don Antonio Martín Melero, Alcalde-Presidente del Ayuntamiento de esta villa.
Hace saber: Que el Pleno municipal, en sesión ordinaria celebrada el pasado 27 de julio, acordó la aprobación inicial del 

expediente de modificación de presupuesto núm. 011/2021 de crédito extraordinario y suplementos de crédito financiados con cargo al 
remanente de tesorería para gastos generales por importe de 200.000,00 euros.

Lo que se hace público a tenor de lo establecido en los artículos 169 y 177 de la Ley Reguladora de las Haciendas Locales al 
objeto de que los interesados puedan presentar las reclamaciones que, en su caso, estimen oportunas.

Esta modificación presupuestaria en la modalidad de créditos extraordinarios y suplemento de crédito sobre el Presupuesto 
Municipal 2020 se considerará definitivamente aprobada si durante el plazo de 15 días hábiles desde su publicación no se hubiesen 
presentado reclamaciones. 

En La Puebla de Cazalla a 28 de julio de 2021.—El Alcalde-Presidente, Antonio Martín Melero.
15W-6695
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UMBRETE

El Ayuntamiento Pleno, en sesión ordinaria celebrada el día 29 de julio de 2021, en votación ordinaria y por mayoría absoluta, ha 
aprobado el expediente (SEC/163/2021), sobre Ordenanza no fiscal número 46 del Ayuntamiento de Umbrete, relativa a productividad 
de la Policía Local.

El indicado expediente queda expuesto al público en la Secretaría Municipal, en horario de 9.00 a 14.00, de lunes a viernes, 
y en el portal de transparencia municipal, al que se puede acceder a través de la página de internet www.umbrete.es, concretamente 
en el indicador de Transparencia 83(ITA 2014/83. Se publica la Normativa municipal tanto del Ayuntamiento como de los Entes 
Instrumentales: Relación de normativa en curso, Ordenanzas y texto en versión inicial, memorias e informes de elaboración de las 
normativas), en el enlace que a continuación se indica, desde esta fecha y hasta pasados 30 días hábiles tras la publicación de este 
anuncio en el «Boletín Oficial» de la provincia:

http://transparencia.umbrete.es/es/transparencia/indicadores-detransparencia/indicador/Se-publica-la-Normativa-municipal-
tanto-del-Ayuntamiento-como-delos-Entes-instrumentales-Relacion-de-normativa-en-curso-Ordenanzas-y-texto-en-version-inicial-
memorias-e-informes-de-elaboracion-de-las-normativas.-00059/

Los interesados, definidos en el artículo 4 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de 
las Administraciones Públicas, podrán presentar reclamaciones, alegaciones o sugerencias contra el mismo, en el indicado plazo, 
en el Registro General de la Corporación en horario de 9.00 a 14.00, o bien a través de la sede electrónica municipal, a la que se 
puede acceder desde la página de internet www.umbrete.es o directamente en la dirección: sede.umbrete.es Si finalizase el periodo de 
exposición pública sin que se hubieran presentado alegaciones, quedará definitivamente adoptado el acuerdo indicado en este anuncio 
(artículo 49 de la Ley 7/1985, de 2 de abril, reguladora de las Bases del Régimen Local).

En Umbrete a 30 de julio de 2021.—El Alcalde sustituto legal, Juan Manuel Salado Lora.
8W-6775

————

UTRERA

A los efectos previstos en el artículo 45 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las 
Administraciones Públicas, se realiza publicación del presente anuncio, en relación con el decreto 2021/04251, dictado en la fecha 
indicada en el pie de firma, por la Octava Tenencia de Alcaldía, que se transcribe a continuación:

En cumplimiento de lo dispuesto en la base sexta de la convocatoria, se procede a la aprobación de la lista provisional de 
admitidos y excluidos para cubrir en propiedad mediante oposición, en turno de promoción interna, cuatro plazas de personal funcionario 
«Administrativos/as de Administración General», del grupo C1, contemplada en la Oferta de Empleo Público de 2018 (1), 2019 (1) y 
2020 (2); habiendo finalizado el plazo de presentación de instancias según anuncio de la convocatoria efectuado en el «Boletín Oficial 
del Estado» núm. 151 de 25 de junio de 2021.

En su consecuencia, y en virtud de las atribuciones que la legislación de régimen local otorga a esta Alcaldía, resuelvo:
Primero: Aprobar la lista provisional de aspirantes admitidos y excluidos, junto con la causa de no admisión, que queda 

como sigue:
A) Admitidos:

Apellidos y nombre D.N.I.
Bernabé García Antonio ***7179**
Colacios Montes Esperanza ***3655**
Frutos Sánchez Nerea ***3074**
García García María Josefa ***1169**
Gómez de Lara Sosa Mónica ***0346**
Martel Almazan José Luis ***2482**
Martín Brenes María Rosario ***8495**
Mulero Salvatierra Socorro ***7621**
Rodríguez Sánchez Rocío ***7265**
Romero Martín Juan Manuel ***7070**

B) Excluidos:

Apellidos y nombre D.N.I. Causa exclusión
Alcoba Jiménez Ana María ***7312** 01
Domínguez Hierro Rocío ***3847** 02
Ortiz Torres Rosa María ***0429** 01
Núñez Ojeda Antonio Jesús ***7919** 02
Ulloa Román Sonia ***0504** 01

Causas de exclusión:
01.	 No declara reunir los requisitos de la convocatoria.	
02.	 No presenta justificante del pago de la tasa por derechos de examen.
Segundo: A partir de la publicación de la presente resolución en el «Boletín Oficial» de la provincia y en el tablón municipal 

de anuncios de este Ayuntamiento (Pza. de Gibaxa, núm. 1), y de conformidad con lo establecido en el artículo 68 de la Ley 39/2015, de 
1 de octubre, de Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas, se concederá un plazo de diez días naturales 
para la reclamación y subsanación de errores.
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Transcurrido dicho plazo, se dictará resolución aprobando la lista definitiva de admitidos y excluidos, que se publicará tanto en 
el «Boletín Oficial» de la provincia como en el tablón municipal de anuncios.

En caso de no presentarse reclamaciones, las listas provisionales serán elevadas a definitivas.
Tercero: Publíquese anuncio de esta resolución en el «Boletín Oficial» de la provincia de Sevilla y tablón de edictos municipal.
Contra la presente resolución, que pone fin a la vía administrativa, puede interponer alternativamente recurso de reposición 

potestativo, en el plazo de un mes a contar desde el día siguiente a la recepción de esta notificación, ante el mismo órgano que los 
hubiera dictado, de conformidad con los artículos 123 y 124 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo 
Común de las Administraciones Públicas, o recurso contencioso-administrativo, ante el órgano correspondiente de la Jurisdicción 
Contencioso-Administrativo de Sevilla, en el plazo de dos meses a contar desde el día siguiente a la recepción de la presente notificación 
de conformidad con el artículo 46 de la Ley 29/1998, de 13 de julio, de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa. Si se optara por 
interponer el recurso de reposición potestativo, no podrá interponer recurso contencioso-administrativo hasta que aquél sea resuelto 
expresamente o se haya producido su desestimación por silencio.

No obstante, podrá interponer cualquier otro recurso que estime pertinente.
En Utrera a 5 de agosto de 2021.—El Secretario General accidental, Antonio Bocanegra Bohórquez.

15W-6896
————

UTRERA

A los efectos previstos en el artículo 45 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las 
Administraciones Públicas, se realiza publicación del presente anuncio, en relación con el decreto 2021/04276, dictado en la fecha 
indicada en el pie de firma, por la Octava Tenencia de Alcaldía, que se transcribe a continuación:

En cumplimiento de lo dispuesto en la base sexta de la convocatoria, se procede a la aprobación de la lista provisional de 
admitidos y excluidos para cubrir en propiedad mediante oposición, en turno libre, una plaza de personal funcionario «Ingeniero/a 
Agrónomo», del grupo A1, contemplada en la Oferta de Empleo Público de 2020; habiendo finalizado el plazo de presentación de 
instancias según anuncio de la convocatoria efectuado en el «Boletín Oficial del Estado» núm. 154 de 29 de junio de 2021.

En su consecuencia, y en virtud de las atribuciones que la legislación de régimen local otorga a esta Alcaldía, resuelvo:
Primero: Aprobar la lista provisional de aspirantes admitidos y excluidos, junto con la causa de no admisión, que queda 

como sigue:
A) Admitidos:

Apellidos y nombre D.N.I.
Calero López Alfonso Tomás ***2953**
Luque Gil Gerardo ***6773**
Hidalgo Matas José Antonio ***5596**
Salas Toro Fernando ***4649**
Vera Díaz José María ***6559**

B) Excluidos:

Apellidos y nombre D.N.I. Causa exclusión
Sánchez Domínguez María ***3204** 01 y 02

Causas de exclusión:
01.	 No presenta titulación.
02.	 No presenta justificante del pago de la tasa por derechos de examen.
Segundo: A partir de la publicación de la presente resolución en el «Boletín Oficial» de la provincia y en el tablón municipal 

de anuncios de este Ayuntamiento (Pza. de Gibaxa, núm. 1), y de conformidad con lo establecido en el artículo 68 de la Ley 39/2015, de 
1 de octubre, de Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas, se concederá un plazo de diez días naturales 
para la reclamación y subsanación de errores.

Transcurrido dicho plazo, se dictará resolución aprobando la lista definitiva de admitidos y excluidos, que se publicará tanto en 
el «Boletín Oficial» de la provincia como en el tablón municipal de anuncios.

En caso de no presentarse reclamaciones, las listas provisionales serán elevadas a definitivas.
Tercero: Publíquese anuncio de esta resolución en el «Boletín Oficial» de la provincia de Sevilla y tablón de edictos municipal.
Contra la presente resolución, que pone fin a la vía administrativa, puede interponer alternativamente recurso de reposición 

potestativo, en el plazo de un mes a contar desde el día siguiente a la recepción de esta notificación, ante el mismo órgano que los 
hubiera dictado, de conformidad con los artículos 123 y 124 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo 
Común de las Administraciones Públicas, o recurso contencioso-administrativo, ante el órgano correspondiente de la Jurisdicción 
Contencioso-Administrativo de Sevilla, en el plazo de dos meses a contar desde el día siguiente a la recepción de la presente notificación 
de conformidad con el artículo 46 de la Ley 29/1998, de 13 de julio, de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa. Si se optara por 
interponer el recurso de reposición potestativo, no podrá interponer recurso contencioso-administrativo hasta que aquél sea resuelto 
expresamente o se haya producido su desestimación por silencio.

No obstante, podrá interponer cualquier otro recurso que estime pertinente.
En Utrera a 5 de agosto de 2021.—El Secretario General accidental, Antonio Bocanegra Bohórquez.

15W-6897
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UTRERA

A los efectos previstos en el artículo 45 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las 
Administraciones Públicas, se realiza publicación del presente anuncio, en relación con el decreto 2021/04275, dictado en la fecha 
indicada en el pie de firma, por la Octava Tenencia de Alcaldía, que se transcribe a continuación:

En cumplimiento de lo dispuesto en la base sexta de la convocatoria, se procede a la aprobación de la lista provisional de 
admitidos y excluidos para cubrir en propiedad mediante oposición, en turno libre, una plaza de personal funcionario «Ingeniero/a 
de Caminos, Canales y Puertos», del grupo A1, contemplada en la Oferta de Empleo Público de 2020; habiendo finalizado el plazo 
de presentación de instancias según anuncio de la convocatoria efectuado en el «Boletín Oficial del Estado» núm. 154 de 29 de 
junio de 2021.

En su consecuencia, y en virtud de las atribuciones que la legislación de régimen local otorga a esta Alcaldía, resuelvo:
Primero: Aprobar la lista provisional de aspirantes admitidos y excluidos, junto con la causa de no admisión, que queda 

como sigue:
A) Admitidos:

Apellidos y nombre D.N.I.
Barrena Oliva Olga ***5953**
Crespo Moreno Diego ***2788**
Escamilla De Amo Antonio ***9578**
Gutiérrez Blanco Juan José ***0254**
Jiménez García-Hernández Carmen ***7620**
Malpica Peinado Joaquín ***0235**
Mendioroz Morales José Francisco ***0994**
Nogales Enrique María Florencia ***7911**
Pérez López Daniel ***0501**
Ruiz Fernández Igor ***9800**
Vivancos de Andrés Juan ***2894**

B) Excluidos:

Apellidos y nombre D.N.I. Causa exclusión
Moreno Ruiz Esmeralda ***5850** 01

Causas de exclusión:
01.	 No declara reunir los requisitos de la convocatoria.
Segundo: A partir de la publicación de la presente resolución en el «Boletín Oficial» de la provincia y en el tablón municipal 

de anuncios de este Ayuntamiento (Pza. de Gibaxa, núm. 1), y de conformidad con lo establecido en el artículo 68 de la Ley 39/2015, de 
1 de octubre, de Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas, se concederá un plazo de diez días naturales 
para la reclamación y subsanación de errores.

Transcurrido dicho plazo, se dictará resolución aprobando la lista definitiva de admitidos y excluidos, que se publicará tanto en 
el «Boletín Oficial» de la provincia como en el tablón municipal de anuncios.

En caso de no presentarse reclamaciones, las listas provisionales serán elevadas a definitivas.
Tercero: Publíquese anuncio de esta resolución en el «Boletín Oficial» de la provincia de Sevilla y tablón de edictos municipal.
Contra la presente resolución, que pone fin a la vía administrativa, puede interponer alternativamente recurso de reposición 

potestativo, en el plazo de un mes a contar desde el día siguiente a la recepción de esta notificación, ante el mismo órgano que los 
hubiera dictado, de conformidad con los artículos 123 y 124 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo 
Común de las Administraciones Públicas, o recurso contencioso-administrativo, ante el órgano correspondiente de la Jurisdicción 
Contencioso-Administrativo de Sevilla, en el plazo de dos meses a contar desde el día siguiente a la recepción de la presente notificación 
de conformidad con el artículo 46 de la Ley 29/1998, de 13 de julio, de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa. Si se optara por 
interponer el recurso de reposición potestativo, no podrá interponer recurso contencioso-administrativo hasta que aquél sea resuelto 
expresamente o se haya producido su desestimación por silencio.

No obstante, podrá interponer cualquier otro recurso que estime pertinente.
En Utrera a 5 de agosto de 2021.—El Secretario General accidental, Antonio Bocanegra Bohórquez.

15W-6898
————

UTRERA

A los efectos previstos en el artículo 45 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las 
Administraciones Públicas, se realiza publicación del presente anuncio, en relación con el decreto 2021/04274, dictado en la fecha 
indicada en el pie de firma, por la Octava Tenencia de Alcaldía, que se transcribe a continuación:

En cumplimiento de lo dispuesto en la base sexta de la convocatoria, se procede a la aprobación de la lista provisional de 
admitidos y excluidos para cubrir en propiedad mediante oposición, en turno libre, una plaza de personal funcionario «Ingeniero/a 
Industrial», del grupo A1, contemplada en la Oferta de Empleo Público de 2020; habiendo finalizado el plazo de presentación de 
instancias según anuncio de la convocatoria efectuado en el «Boletín Oficial del Estado» núm. 154 de 29 de junio de 2021.

En su consecuencia, y en virtud de las atribuciones que la legislación de régimen local otorga a esta Alcaldía, resuelvo:
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Primero: Aprobar la lista provisional de aspirantes admitidos y excluidos, junto con la causa de no admisión, que queda 
como sigue:

A) Admitidos:

Apellidos y nombre D.N.I.

Gallego Sánchez Daniel ***1000**
Muñoz Ale Abel ***5852**
Ortiz Santana Francisco ***6544**
Santiago Villar José ***9918**

B) Excluidos:

Apellidos y nombre D.N.I. Causa exclusión

Gómez García Manuel Jesús ***8907** 01

Causas de exclusión:
01.	 No declara reunir los requisitos de la convocatoria.	
Segundo: A partir de la publicación de la presente resolución en el «Boletín Oficial» de la provincia y en el tablón municipal 

de anuncios de este Ayuntamiento (Pza. de Gibaxa, núm. 1), y de conformidad con lo establecido en el artículo 68 de la Ley 39/2015, de 
1 de octubre, de Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas, se concederá un plazo de diez días naturales 
para la reclamación y subsanación de errores.

Transcurrido dicho plazo, se dictará resolución aprobando la lista definitiva de admitidos y excluidos, que se publicará tanto en 
el «Boletín Oficial» de la provincia como en el tablón municipal de anuncios.

En caso de no presentarse reclamaciones, las listas provisionales serán elevadas a definitivas.
Tercero: Publíquese anuncio de esta resolución en el «Boletín Oficial» de la provincia de Sevilla y tablón de edictos municipal.
Contra la presente resolución, que pone fin a la vía administrativa, puede interponer alternativamente recurso de reposición 

potestativo, en el plazo de un mes a contar desde el día siguiente a la recepción de esta notificación, ante el mismo órgano que los 
hubiera dictado, de conformidad con los artículos 123 y 124 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo 
Común de las Administraciones Públicas, o recurso contencioso-administrativo, ante el órgano correspondiente de la Jurisdicción 
Contencioso-Administrativo de Sevilla, en el plazo de dos meses a contar desde el día siguiente a la recepción de la presente notificación 
de conformidad con el artículo 46 de la Ley 29/1998, de 13 de julio, de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa. Si se optara por 
interponer el recurso de reposición potestativo, no podrá interponer recurso contencioso-administrativo hasta que aquél sea resuelto 
expresamente o se haya producido su desestimación por silencio.

No obstante, podrá interponer cualquier otro recurso que estime pertinente.
En Utrera a 5 de agosto de 2021.—El Secretario General accidental, Antonio Bocanegra Bohórquez.

15W-6899
————

VALENCINA DE LA CONCEPCIÓN

Aprobado inicialmente en sesión extraordinaria de Pleno de este Ayuntamiento, celebrado con fecha 29 de julio de 2021, 
el Presupuesto General, bases de ejecución y la plantilla de personal funcionario, laboral y eventual para el ejercicio económico 
2021, con arreglo a lo previsto en el artículo 169 del Texto Refundido de la Ley Reguladora de Haciendas Locales aprobado 
por Real Decreto Legislativo 2/2004, de 5 de marzo y el artículo 20 del Real Decreto 500/1990, de 20 de abril, se expone al 
público el expediente y la documentación preceptiva por plazo de quince días desde la publicación de este anuncio, a los efectos de 
reclamaciones y alegaciones.

De conformidad con el acuerdo adoptado, el Presupuesto se considerará definitivamente aprobado, si durante el citado plazo 
no se presentaran reclamaciones.

En Valencina de la Concepción a 3 de agosto de 2021.—La Alcaldesa accidental, Sonia Arellano González
8W-6933

————

VILLAMANRIQUE DE LA CONDESA

Aprobado definitivamente el expediente de crédito extraordinario financiado mediante anulaciones o bajas de créditos de otras 
aplicaciones, lo que se publica a los efectos del artículo 169.1, por remisión del 177.2, del Texto Refundido de la Ley Reguladora de 
las Haciendas Locales, aprobado por el Real Decreto Legislativo 2/2004, de 5 de marzo:

Altas en aplicaciones de gastos

Aplicación
Descripción Créditos 

iniciales
Crédito 

extraordinario
Créditos
finalesProgr. Económica

153 619.07 Obra PFOEA/2021 0,00 + 71.800,00 € + 71.800,00 €
330 227.99 Restauración mural 0,00 + 11.550,00 € + 11.550,00 €

164 619.08 Aportación Municipal Subvención Área 
de Concertación 0,00 + 4.500,00 € + 4.500,00 €

Total 0,00 + 87.850,00 € + 87.850,00 €
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Diputación Provincial - Imprenta	

TASAS CORRESPONDIENTES AL 
«BOLETÍN OFICIAL» DE LA PROVINCIA DE SEVILLA

Inserción anuncio, línea ordinaria . . . . . . . . . . .          	 2,10
Inserción anuncio, línea urgente . . . . . . . . . . . .            	 3,25

Importe mínimo de inserción  . . . . . . . . . . . . . .              	 18,41
Venta de CD’s publicaciones anuales  . . . . . . .       	 5,72

Las solicitudes de inserción de anuncios, así como la correspondencia de tipo administrativo y económico, se dirigirán 
al «Boletín Oficial» de la provincia de Sevilla, avenida Menéndez y Pelayo, 32. 41071-Sevilla.

———
Dirección del «Boletín Oficial» de la provincia de Sevilla: Ctra. Isla Menor, s/n. (Bellavista), 41014-Sevilla.

Teléfonos: 954 554 133 - 34 - 35 - 39. Faxes: 954 693 857 - 954 680 649. Correo electrónico: bop@dipusevilla.es

Esta modificación se financia con cargo a Anulaciones o bajas de créditos de otras aplicaciones, en los siguientes términos:

Bajas o anulaciones en concepto de gastos

Aplicación
Descripción Créditos 

iniciales
Crédito 

extraordinario
Créditos
finalesProgr. Económica

171 619.02 Obra PFOEA/2021 70.000,00 € - 68.500,00 € 1.500,00 €
920 632.02 Obras 6.000,00 € - 2.000,00 € 4.000,00 €

165 227.99 Otros trabajos realizados por empresas o 
profesionales alumbrado público 77.625,00 € - 17.350,00 € 60.275,00 €

Total 153,625,00 € + 87.850,00 € 65.775,00 €
La realización de la presente modificación de crédito responde, por un lado, a la imperiosa necesidad de consignar crédito 

adecuado y suficiente en la inversión denominada «Adecuación de aledaños del cementerio», inmersa dentro de las actuaciones del 
PFOEA/2021. La indeterminación del montante global de la aportación municipal a esta inversión obliga a modificar las previsiones 
iniciales, con unos márgenes prudentes y trasladar todo el crédito a esta partida de nueva creación, que ha sido imposible determinar 
con la aprobación del presupuesto inicial, allá por septiembre de 2020.

Así, de las tres inversiones aprobadas, constan las cuantías en forma de aportación municipal. Siguiendo el criterio de prudencia, 
las cuantías quedan de la siguiente forma:

Obra Partida Crédito inicial Valor de la 
aportación municipal

Crédito 
disponible Modificación

Revalorización de espacios municipales 171/619.02 70.000,00 € 1.341,36 € 1.500,00 € - 68.500,00 €
Pintura de Edificios Municipales 920/632.02 6.000,00 € 3.622,34 € 4.000,00 € - 2.000,00 €
Adecuación de Aledaños del Cementerio 153/619.07 0,00 € 71.713,68 + 71.800,00 € + 71.800,00 €

Por otro lado, se precisa consignar crédito y adecuado y suficiente para la aportación municipal para la subvención del Área de 
Concertación de la Excma. Diputación de Sevilla, consistente en el 20% del importe de la misma.

Por último, se precisa necesario realizar una réplica, en paneles transportables, del mural titulado «Mures», situado en la 
Dehesa Boyal, dado que el estado actual de la pintura es de todo punto lamentable, sin perjuicio de problemas de estabilidad que puede 
provocar incluso su derrumbe. Es por ello, junto con el importante valor patrimonial de la obra para los intereses de Villamanrique de 
la Condesa por lo que se ha decidido formular esta intervención en el mural.

Todo ello, avalado por el informe de su autor, en el cual se describe todas las actuaciones efectuadas a lo largo de una década 
y la necesidad de la intervención.

De esta forma queda acreditado el carácter específico y determinado del gasto a realizar y la imposibilidad de demorarlo a 
ejercicios posteriores. Asimismo, también queda constancia de la inexistencia en el estado de gastos del Presupuesto crédito destinado 
a esa finalidad específica, todo lo anterior de conformidad con los requisitos que el artículo 37.2, apartados a) y b) del Real Decreto 
500/1990, de 20 de abril, por el que se desarrolla el Capítulo primero del Título sexto de la Ley 39/1988, de 28 de diciembre, reguladora 
de las Haciendas Locales, en materia de presupuestos dispone.

Contra el presente acuerdo, en virtud de lo dispuesto en el artículo 171 del Real Decreto Legislativo 2/2004, de 5 marzo, los 
interesados podrán interponer directamente recurso contencioso-administrativo en la forma y plazos establecidos en los artículos 25 a 
42 de la Ley 29/1998, de 13 de julio, Reguladora de dicha Jurisdicción.

Sin perjuicio de ello, a tenor de lo establecido en el artículo 113.3 de la Ley 7/1985, la interposición de dicho recurso no 
suspenderá por sí sola la efectividad del acto o acuerdo impugnado.

En Villamanrique de la Condesa a 6 de agosto de 2021.—La Alcaldesa-Presidenta, Susana Garrido Gandullo.
8W-6928


